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Ingresa el expediente al Despacho para resolver el recurso de reposición (fls.23-26) 
presentado por el actor popular contra el auto proferido el día 14 de febrero de 2018, 
por medio del cual se inadmitió la demanda de la referencia. 

I. DEL RECURSO 

El accionante SERGIO AUGUSTO AYALA SILVA mediante escrito radicado el 20 de 
febrero de 2018 (fls.23-26), interpuso recurso de reposición contra el auto de 14 de 
febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la demanda conforme a lo establecido 
por el artículo 20 de la Ley 472 de 1998, argumentando lo siguiente: 

• La prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, constituye el fin 
principal de la administración de justicia. En tal sentido, si en la narración 
de los hechos se realiza una afirmación o denegación de carácter general 
indeterminada (presunción de hecho) le corresponde a la entidad 
demandada probar lo contrario, "toda vez que la finalidad del medio de control 
es precaver el derecho a la seguridad y prevención de desastres previsibles 
técnicamente y con fines de evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la 
amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos y no 
por el contrario entrar a analizar de fondo el asunto so pretexto de no cumplir con 
lo señalado en el artículo 18 de la Ley 472 de 1998." (f1.25 Vto.) 

• Se agotó en debida forma el requisito previsto en el artículo 144 del 
C.P.A.C.A. pues se solicitó a la entidad demandada, entre otros, la relación 
de las edificaciones y estudios técnicos, los cuales no fueron allegados. 
Además, en el acápite de pruebas del escrito de demanda se solicitó la 
documentación y demás medios de convicción con el fin de entrar a 
demostrar que la entidad vulnera los derechos colectivos, por lo que no se 
puede pretermitir la etapa probatoria. 

• Es desproporcionado exigir la determinación de la estructura y es por ello 
que se realiza de manera genérica, por lo que so pretexto de ambigüedad 
no se puede denegar el acceso a la administración de justicia. 

Por lo anterior, solicita al Despacho reponer el auto de 14 de febrero de 2018, y en su 
lugar se proceda a la admisión de la demanda de la referencia continuando con el 
curso normal del proceso. 

Procede el Despacho a resolver el recurso, previas las siguientes 
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U. CONSIDERACIONES 

Entra el Despacho a resolver los argumentos expuestos por el recurrente, teniendo en 
cuenta que el presente recurso es procedente en los términos del artículo 36 de la Ley 
472 de 1998, el cual dispone que "Contra los autos dictados durante el trámite de la Acción 
Popular procede el recurso de reposición, el cual será interpuesto en los términos del Código 
de Procedimiento Civil:. 

De igual manera, considera el Despacho que es innecesario correr el traslado del 
recurso previsto en el inciso último del artículo 319 del C.G.P., si se tiene en cuenta 
que en el presente caso no se ha trabado la relación jurídica procesal y por tanto no 
hay contraparte que controvierta'. 

Ahora, las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar 
el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses 
colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible. Los 
requisitos sustanciales para la procedencia de la acción popular se limitan a O Que se 
invoque como vulnerado o amenazado algún derecho o interés colectivo, y ii) Que se 
señalen los hechos u omisiones que pueden estar causando tal situación2. 

El artículo 18 de Ley 472 de 1998, es claro en señalar que "para promover una acción 
popular se presentará una demanda o petición con los siguientes requisitos: a) La 
indicación del derecho o interés colectivo amenazado o vulnerado; b) La indicación de los 
hechos, actos, acciones u omisiones que motivan su petición; c) La enunciación de las 
pretensiones; d) La indicación de la personas natural o jurídica, o la autoridad pública 
presuntamente responsable de la amenaza o del agravio, si fuere posible; e) Las pruebas que 
pretenda hacer valer; t) Las direcciones para notificaciones; g) Nombre e identificación de 
quien ejerce la acción. La demanda se dirigirá contra el presunto responsable del hecho u 
omisión que la motiva, si fuere conocido. No obstante, cuando en el curso del proceso se 
establezca que existen otros posibles responsables, el juez de primera instancia de oficio 
ordenará su citación en los términos en que aquí se prescribe para el demandado". 

Así las cosas, no es caprichoso ni mucho menos desproporcionado, exigir claridad 
respecto de los hechos y pretensiones de la demanda, ya que ello corresponde a los 
elementos mínimos que debe contener la acción interpuesta; en el presente caso la 
parte demandante no presento hecho u argumento nuevo a los estudiados al momento 
de inadmitir la demanda, que permita variar la posición adoptada en dicho momento. 

Solicitar información a la administración de la existencia o no de edificaciones 
indispensables y de atención a la comunidad, o si se ha practicado la evaluación de 
vulnerabilidad sísmica, en nada guarda relación con el agotamiento del requisito 
previo, no se demuestra que el actor popular haya puesto en consideración de la 
administración municipal de manera previa a la presentación de la demanda, la 
adopción de medidas necesarias de protección del derecho colectivo respecto de una 
estructura en especial, pues se limitó a realizar una petición de información (fl. 25), no 
cumpliendo con el agotamiento del requisito previsto en el numeral 4 del artículo 161 
del C.P.A.C.A., y como se indicó anteriormente, al Juez Constitucional debe acudirse 
solamente cuando la autoridad administrativa, a quien se le imputa la vulneración, no 
conteste o se niegue a adoptar las medidas necesarias de protección del derecho o 
interés colectivo amenazado o violado, previa reclamación. 

Respecto a lo anterior y contrario a lo que indica el actor, esperar el agotamiento de 
la atapa probatoria en sede judicial, para determinar a ciencia cierta la acción u 
omisión vulnerante frente a una edificación en específico, afecta el derecho de 
defensa que le asiste a la contraparte y no es de recibo el planteamiento del libelista 
en aplicar de entrada a la parte demandada una presunción legal respecto de los 

'Consejo do Estado, sentencio do 27 de marzo de 2014, Expediente No. 78001-23-13  000 2013-00330-01 
• Consejo de Estado. sentencie do 27 de marzo de 2014, Expelente No 71,001-23-33-000.201340095-01 
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hechos que según el mismo actor popular, son genéricos Además, determinar la 
acción u omisión vulnerante, no es con el fin de determinarla como un acápite en un 
escrito, sino en poner en manifiesto y permitir a la administración ejercer su control 
judicial. 

De igual manera, ni la administración ni mucho menos el operador judicial, pueden 
entrar a suponer los hechos y pedimentos del actor, más aun cuando como se indicó 
en el auto de inadmisión, la norma de sismoresistencia (NSR-10) cubre a más de 10 
tipos de edificaciones, por lo que entrar a especular sobre estos aspectos pretermite 
el principio de iura novit curia y en tal sentido, constituye como deber mínimo del 
accionante, el planteamiento de unos hechos, actos, acciones u omisiones claros y 
determinados (Art. 18 Ley 472 de 1998 y Art 162 CPACA). En el caso bajo estudio, 
los hechos no fueron precisados con exactitud, pues a pesar de encontrarse en orden 
cronológico, los mismos no son concretos. 

Respecto a las afirmaciones del recurrente relacionados con la existencia de exceso 
de ritual manifiesto, el Despacho considera que las mismas son precipitadas ya que 
como lo ha indicado la Jurisprudencia Constitucional, este se configura cuando el 
funcionario judicial "(i) no tiene presente que el derecho procesal es un medio para la 
realización efectiva de los derechos de los ciudadanos, (h) renuncia conscientemente a la 
verdad jurídica objetiva pese a los hechos probados en el caso concreto, (iii) porque aplica 
rigurosamente el derecho procesal, (iv) pese a que dicha actuación devenga en el 
desconocimiento de derechos fundamentales" y en el presente caso no existe prueba 
alguna que se esté obviando u omitiendo, al contrario, se dio oportunidad al actor 
popular para que cumpliera con los requisitos que permitan darle trámite a la 
demanda, pues las manifestaciones establecidas en la misma no constituyen 
propiamente hechos ni prueba alguna de la violación o puesta en peligro de un 
derecho colectivo, sino que sólo se trata del recuento procesal, que incluye 
apreciaciones subjetivas y reproches frente al mismo. 

Además, el garantizar las formas propias de cada juicio y el derecho de defensa de 
ambas partes, no solo del actor popular, sino también el de la contraparte, quien tiene 
derecho a conocer de forma previa y determinada los hechos que configuran la 
vulneración del derecho colectivo, no es una renuncia conscientemente a la verdad 
jurídica objetiva y menos una infundada aplicación rigurosa del derecho procesal; es 
la protección del debido proceso de los sujetos que intervienen (Art. 29 C.P). 

En virtud de los argumentos expresados anteriormente, este Despacho dispondrá no 
reponer el auto proferido el 14 de febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la 
demanda de la referencia. 

Frente al término otorgado para subsanar la demanda, este Despacho se atendrá a lo 
dispuesto por el Inciso 4° del artículo 118 del C.G.P., el cual establece que "...Cuando 
se interpongan recursos contra la providencia que concede el término, o del auto a partir de 
cuya notificación debe correr un término por ministerio de la ley, este se interrumpirá y 
comenzará a correr a partir del día siguiente al de la notificación del auto que resuelva el 
recurso.", razón por la cual se entiende que con la presentación del recurso de 
reposición contra el auto inadmisorio de la demanda se interrumpió el término 
otorgado para la subsanación de la misma (10 días), término que se reanudará 
entonces a partir del día siguiente a la notificación de la presente providencia. 

En consecuencia de lo anterior este Despacho 

•s  TJ,T 
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RESUELVE: 

PRIMERO.- No reponer el auto de fecha 14 de febrero de 2018, por medio de la cual 
se inadmitió la demanda presentada en ejercicio de la Acción Popular por el señor 
SERGIO AUGUSTO AYALA SILVA contra el Municipio de Tununguá, de conformidad 
con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO.- Continuar con el trámite del proceso, advirtiéndose que el término 
otorgado al accionante para subsanar la demanda, se reanudará a partir del día 
siguiente a la notificación por estado electrónico de la presente providencia, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 118 del C.G.P. 

Por Secretaría realizar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

FABIO H FA O LÓPEZ 

El 
de 

yaya& QuimaOlásthistratitv Ond 
oftiCinito Itsécial á liar 

NOTIFICA66N POR ESTADO eircndnaco 

anterior auto se notificó por Estado Electrónico Nro.10 de hoy 02 
marzo de 2018, siendo las 100 A.M.M. 

c.  Cd/V  

vuLTETH YURANY IRJEEZ BOHORCIUEZ 
SEIPITAMO IMANO MONTO AIMINISMAMO 
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En virtud del informe secretaria' qua antecede, procede el Despacho a pronunciarse respecto 
de la admisión o rechazo de la demanda. 

1. Naturaleza del Medio de Control. 

En ejercicio del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, 
consagrado en el articulo 138 del C.P.A.C.A., por intermedio de apoderado judicial, la señora 
GLADYS URRUTIA solicita se declare la nulidad parcial del acto administrativo contenido en 
la Resolución No. 004629 del 27 de julio de 2016, expedido por la Secretaria de Educación 
de Boyacá, que reconoce y ordena el pago una pensión de jubilación a favor de la 
demandante. 

Que, como consecuencia de lo anterior, a título de restablecimiento del derecho, se expida el 
correspondiente acto administrativo que reconozca, reliquide y pague a la demandante la 
mesada pensional, con el promedio de todos los factores salariales devengados en el año 
anterior a la adquisición del estatus de pensionada, lo mismo que se incluya la prima de medio 
año equivalente a una mesada pensional. 

Solicita además, que sobre las sumas adeudadas se incorporen los ajustes de valor conforme 
al IPC de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 187 del C.P.A.C.A., que se condene a la entidad 
demandada al pago de intereses moratorios conforme a lo establecido en el artículo 192 del 
C.P.A.C.A. y que se condene a la entidad accionada al pago de costas y agencias en derecho. 

En atención a lo anterior, tenemos que para el caso concreto se trata de un acto de carácter 
particular y concreto, que define una situación jurídica respecto del actor, lesionando un 
derecho que se considera amparado en una norma jurídica. 

2. De la conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad. 

A su vez, el art. 42 A de la Ley 270 de 1996, adicionado por el art. 13 de la Ley 1285 de 2009, 
dispone: 

ARTICULO 42.4. Adicionado por el art. 13. de la Ley 1285 de 2009.  Conciliación 
judicial y extrajudicial en materia contencioso-administrativa. A partir de la vigencia de 
esta ley, cuando los asuntos sean conciliables, siempre constituirá requisito de 
procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código 
Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan, el adelantamiento del 
trámite de la conciliación extrajudicial. 

Observa el despacho que en este caso, no se agotó el requisito previo de la conciliación 
extrajudicial, pues no se acompañó la constancia de que trata el artículo 2° de la Ley 640 de 
2001 que es el documento idóneo para acreditar el requisito de procedibilidad señalado, no 
obstante, el despacho comparte la posición que sobre la exigencia de la conciliación 
prejudicial en materia de pensiones asumió la Subsección "A" de la Sección Segunda del 
Consejo de Estado, que en providencia de 1° de septiembre de 2009, con ponencia del 



2 

DEMANDADO' 	 NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO 	CD 
MEDIO DE CONTROL: 	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE 	 GLADYS URRUTIA 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO 

RADICADO 	 15001-3333-005-2018-00071-00 

Consejero Doctor ALFONSO VARGAS RINCÓN, dentro del proceso radicado con el No. 
11001-23-15-000-2009-00817-00, decidió la acción de tutela interpuesta por el señor ISMAEL 
ENRIQUE MOLINA GUZMÁN', concediendo el amparo al derecho fundamental de acceso a 
la administración de justicia, para lo cual recalcó la importancia frente a la exigencia del 
requisito de procedibilidad de la conciliación extrajudicial, respecto de la cual el juez en materia 
contencioso administrativa debe analizar con cuidado "los derechos ciertos y discutibles" 
susceptibles de conciliación en materia laboral, puesto que la mayoría de ellos son 
irrenunciables e imprescriptibles y para sus destinatarios son fundamentales, corno sucede 
con el derecho a la pensión, por lo que en estos asuntos no es necesario agotar este requisito. 

3. Presupuestos del Medio de Control. 

a) De la competencia por cuantía y territorial 

El numeral 2° del artículo 155 del C.P.A.C.A. dispone que los jueces administrativos conozcan 
en primera instancia de las demandas de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter 
laboral, que no provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, cuando la cuantía no exceda de 50 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 

En este caso la demanda fue presentada el 20 de febrero de 2018 (fl. 10 vIto.), fecha para 
la cual la cuantía máxima en primera instancia es de $ 39'062.100. La estimada por la parte 
actora es de $13.481.649,83 (fl. 10), la cual no excede los 50 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 

El numeral 3 del artículo 156 del C.P.A.C.A., señala que la competencia territorial en los 
asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral se determinará por el 
último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios. En la demanda, se 
manifiesta que el último lugar de prestación de servicios de la demandante, es el Municipio 
de Nuevo Colón (fls. 10), el cual pertenece a este Circuito Judicial Administrativo. 

b) De la legitimación para demandar y de la representación judicial. 

Interpone la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho la señora GLADYS 
URRUTIA afectada por la decisión que al momento de reliquidar su pensión, no incluyeron 
todos los factores salariales percibidos por la demandante al momento del retiro. (fl.2) 

Otorga poder debidamente conferido a la abogada DEICY VIVIANA CUCHIA BAUTISTA 
identificada con la cedula de ciudadanía No. 33.368.421 de Tunja, portadora de la T.P. No. 
269.445 del C.S.J., (f1.1). 

c) Del agotamiento del Procedimiento Administrativo. 

Respecto de la Resolución No. 004629 del 27 de julio de 2016, expedida por la Secretaria 
de Educación de Boyacá en nombre y representación del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, que reconoce y ordena el pago de una pensión de jubilación a favor 
de la demandante (fl. 12-14), informa que contra ésta procede el recurso de reposición, de 
carácter no obligatorio, razón por la cual la proposición jurídica se encuentra completa. 

d) De la caducidad del Medio de Control. 

Se allega copia de la Resolución No. 004629 del 27 de julio de 2016, expedida por la 
Secretaria de Educación de Boyacá, que reconoce y ordena el pago una pensión de jubilación 
a favor de la demandante (fl. 10-11). 

Teniendo en cuenta el literal c) del numeral 1 del artículo 164 del C.P.A.C.A., dispone que: 

La acción de tutela de la referencia fue interpuesta por el senor Ismael Molina contra el Juzgado Administrativo de Ibagué como el Tribunal 
Administrativo del Tolima, por rechazar la demanda al no contar con el requisito previo de la conciliación. El Consejo de Estado consideró que los 
accionados incurrieron en violación de los derechos de acceso a la administración de justicia y debido proceso de Ismael Enrique Molina, motivo 
por el cual decretó su amparo y se dejó sin efectos las providencias cuestionadas. 
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ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser 
presentada: 

1. En cualquier tiempo, cuando: 

o) Se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones periódicas. 
Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena fe; 

Así las cosas, por tratarse el presente caso de un asunto inherente a una prestación periódica, 
según el precitado artículo no opera el fenómeno jurídico de la caducidad del medio de control. 

4. Del contenido de la demanda y sus anexos. 

Se cumple en éste caso con lo dispuesto en el artículo 162 del aPAaA: designación de 
partes y representantes, lo que se demanda, hechos u omisiones que sirven de fundamento 
del medio de control, fundamentos de derecho, normas violadas y concepto de violación así 
como las pruebas en medio magnético y estimación razonada de la cuantía. 

Así mismo, se observa que la parte demandante señaló las direcciones físicas y electrónicas 
de las entidades demandadas, de la parte actora y del apoderado del demandante. 

Adicionalmente se anexó al escrito demandatorio el acto administrativo demandado, los 
documentos relacionados como pruebas en la demanda a través de medio magnético, poder 
debidamente conferido al profesional del derecho que suscribe la demanda y copias de la 
demanda para el traslado a la entidad demandada, a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado, al Ministerio Público (en concordancia con lo dispuesto en el artículo 199 del 
C.P.A.C.A. modificado por el artículo 612 del C.G.P.) y para el archivo del Juzgado. 

Se considera, por último, que en virtud de lo señalado en el mensaje de correo electrónico 
enviado el día 17 de mayo de 2013 por la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 
a la dirección de correo electrónico de este Despacho que indica "SEÑOR DESPACHO 
JUDICIAL, SI SU NOTIFICACIÓN FUE REALIZADA POR CORREO ELECTRÓNICO NO 
SERÁ NECESARIO NOTIFICARLA POR CORREO CERTIFICADO, PROCEDERÁ DE 
IGUAL FORMA SI SU NOTIFICACIÓN ES REALIZADA POR CORREO CERTIFICADO EN 
ESTE CASO NO SERA NECESARIO NOTIFICARLO POR CORREO ELECTRÓNICO"  este 
Despacho dispondrá, ajustándose a los principios de economía y eficiencia que rigen los 
postulados del Derecho Procesal, notificar a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado por correo electrónico sin que se considere necesario enviarle por correo certificado 
la copia del traslado de la presente demanda. 

Así las cosas y en virtud de lo anteriormente establecido, este despacho 

RESUELVE: 

PRIMERO. ADMITIR la demanda de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, 
instaurada mediante apoderado constituido al efecto por GLADYS URRUTIA en contra de la 
NACIÓN — MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL — FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

SEGUNDO. Tramitar por el procedimiento previsto para el proceso ordinario de primera 
instancia, conforme a lo dispuesto en el numeral 2° del artículo 155 del C.P.A.C.A. 

TERCERO. Notificar personalmente el contenido de esta providencia a la NACIÓN —
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL — FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO conforme lo prevén los artículos 197 y 199 del C.P.A.C.A., 
modificado por el artículo 612 del C.G.P. 
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CUARTO. 	Notificar personalmente el contenido de esta providencia a LA AGENCIA 
NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO, conforme lo prevén los artículos 197 y 
199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 612 del C.G.P. 

QUINTO. 	Notificar por estado electrónico al DEMANDANTE conforme lo prevén los 
artículos 171 y 201 del C.P.A.C.A. 

SEXTO. 	Notificar personalmente al señor AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO 
delegado ante esta Corporación, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para 
notificaciones judiciales a que se refiere los artículos 197 y 199 del C.P.A.C.A., modificado por 
el artículo 612 del C.G.P. 

SÉPTIMO. 	Consignar la suma de SIETE MIL QUINIENTOS PESOS M/CTE (57.500) para 
los gastos de envío de que trata el inciso 4° del artículo 199 del C.P.A.C.A. modificado por el 
artículo 612 del C.G.P. que deberá ser consignada por la parte demandante en la cuenta No. 
4-1503-0-21056-0 del BANCO AGRARIO, PARA GASTOS PROCESALES DEL JUZGADO 
QUINTO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE TUNJA y 
acreditando su pago en la Secretaría del Juzgado dentro de los cinco (05) días siguientes a 
la notificación por estado de esta providencia, so pena de dar aplicación al artículo 178 del 
C.P.A.C.A. 

Notificado el demandado, córrase traslado por el término legal de treinta (30) días, para que 
la entidad demandada pueda contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar la 
práctica de pruebas, llamar en garantía, y en su caso, presentar demanda de reconvención 
(Art. 172 del C.P.A.C.A). 

OCTAVO. 	Adviértase a la demandada que con la contestación de la demanda se deberán 
allegar todas las pruebas que obran en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, 
los dictámenes periciales que considere necesarios para oponerse a las pretensiones, el 
expediente administrativo que contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso. 
La inobservancia de estos deberes constituye falta gravísima del funcionario encargado del 
asunto, en los términos previstos en el artículo 175 del C.P.A.C.A. 

NOVENO. Reconocer personería a la abogada DEICY VIVIANA CUCHIA BAUTISTA 
portadora de la T.P. No. 269.445 del C.S.J., para actuar como apoderada judicial de la parte 
demandante, en los términos y para los efectos del poder conferido (f1.1). 

Por Secretaría, háganse los registros pertinentes en el SISTEMA PARA LA GESTIÓN DE 
PROCESOS JUDICIALES- JUSTICIA SIGLO XXI. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

:harto %Wat* itainistnotipo Omt 
á f Confito >fuiste iintja 

NOTIFICAS:CON POR ESTADO ELECTSONICO 

El anterior auto se notificó por Estado Electrónico Nro. 10 de hoy 2 de 
marzo de 2018, siendo las 8:00 A.M 

CrIP- 

rutIETH YURANY tallaZ BOHORQUEZ 
STIM74110 11210:1111MY1 AINIVISTIARM 

4 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (01) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

REFERENCIA: 	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: LUZ ROSA MEDINA DE CASTRO 
DEMANDADO: NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO DE 
BOYACÁ 

RADICADO: 	15001 3133 005 200700008 00 

Ingresa el expediente con informe secretaria' por medio del cual pone en conocimiento que 
se hace necesario autorizar la conversión del título No.415030000420396 de la cuenta judicial 
seccional de Tunja a la cuenta del Despacho. 

Al respecto, observa el Despacho que mediante auto de 29 de junio de 2017 (f1.180-181), se 
ordenó la conversión de los dineros del titulo de depósito judicial No. 4801503290710 por 
valor de $11.000, a la cuenta de depósitos judiciales No.150012045005 del Banco Agrario, 
perteneciente al Juzgado Quinto Administrativo Oral del Circuito de Tunja. 

En virtud de lo anterior, la Coordinadora Centro de Servicios de los Juzgados Administrativos 
de Tunja, mediante oficio de 20 de octubre de 2017 (f1.183), informó que la Oficina de 
Depósitos Judiciales de la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial ordenó la 
conversión de los depósitos judiciales constituidos a órdenes de los 7 Juzgados 
Administrativos en Descongestión de Tunja, a una cuenta de depósitos judiciales administrada 
por la Dirección Ejecutiva Seccional de la cual se harían las conversiones a los despachos 
donde cursen los procesos destinatarios de dichos dineros. 

A folio 184 del expediente, obra copia del Oficio No.DESAJT-CSJADTIVOST-JAPP-0556 de 
20 de octubre de 2017, por medio del cual la Coordinadora Centro de Servicios de los 
Juzgados Administrativos de Tunja, solicitó al Coordinador de Depósitos Judiciales de la 
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial la conversión del Depósito Judicial 
No.415030000290710, por valor de $11.000, a la cuenta No.150012045005 del Banco Agrario 
perteneciente al Juzgado Quinto Administrativo Oral del Circuito de Tunja, y correspondiente 
al proceso de la referencia. En el referido oficio aparece sello de recibido el día 20 de octubre 
de 2017. 

Por otra parte, a folios 187 y 188 del expediente, obra copia del Oficio No.DESAJT-
CSJADTIVOST-JAPP-0572 del 26 de octubre de 2017, por medio del cual la Coordinadora 
Centro de Servicios de los Juzgados Administrativos de Tunja, informa a este Juzgado, que 
se debe allegar el correspondiente formato DJ 05 diligenciado, para que la Dirección Ejecutiva 
ordene la conversión del Depósito Judicial No.415030000290710 a nombre de este Despacho 
y proceso. 

Pese a lo anterior, observa el Despacho que a la fecha no se ha realizado la conversión de 
los referidos dineros a la cuenta de este Despacho. 

Así las cosas, se ordena, por Secretaría oficiar a la Dirección Ejecutiva Seccional de 
Administración Judicial de Tunja para que efectúe la conversión del Depósito Judicial 
No.415030000420396, por valor de $11.000, constituido inicialmente a órdenes del Juzgado 
Quinto Administrativo de Descongestión de Tunja, dentro del proceso 
No.150013331005200700008-00, instaurado por Luz Rosa Medina de Castro contra el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

De igual manera, se le deberá informar que de acuerdo con la información suministrada por 
la Coordinadora Centro de Servicios de los Juzgados Administrativos de Tunja, al momento 



MEDIO DE CONTROL. 	PROCESO EJECUTIVO 
DEMANDAN rE. 	 LUZ ROSA MEDINA DE CASTRO 
DEMANDADO 	 E OMAG 
RADICADO. 	 15001-333 W03-2007E000E00 
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de realizar la conversión del título del juzgado de descongestión a la cuenta judicial secciona! 
Tunja, le fue asignado el No.415030000283373. 

Al correspondiente oficio se deberá anexar copia de la presente providencia y del oficio 
obrante a folio 187 y 188 del expediente, suscrito por la Coordinadora Centro de Servicios de 
los Juzgados Administrativos de Tunja 

Por Secretaría realizar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial Justicia 
Siglo XXI. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

aso Cr. talW • 
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NOTIFICACIóN POR ESTAR° ELECfldNICO 

El anterior auto se notificó por Estado Nro. I de hoy 2 de marzo de 
2018, siendo las 8:00 A.M. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (01) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

REFERENCIA: 	PROCESO EJECUTIVO 
DEMANDANTE: 	INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS - INVIAS 
DEMANDADO: 	INCITECO S.A.S 
RADICADO No: 	15001 3333 005 2017-00121-00 

Ingresa al despacho previo informe secretarial poniendo en conocimiento la liquidación de 
costas realizada por Secretaria, obrante a folio 60, por la suma total de OCHENTA Y SEIS 
MIL QUINIENTOS PESOS ($86.500), correspondientes a las agencias en derecho fijadas por 
éste Juzgado en providencia del 1 de febrero de 2018 (fls. 56 ss), así como por los gastos del 
proceso. 

En consecuencia de lo anterior el Despacho, 

RESUELVE 

Primero. De conformidad con los artículos 188 de la Ley 1437 de 2011 y 366 del Código 
General del Proceso, se aprueba la liquidación de costas realizadas por Secretaría. 

Segundo. Por Secretaría realizar los registros pertinentes en el Sistema de Información 
Judicial Justicia Siglo XXI. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Juzgado Quinto itnainioratim oral 
id Circuito Jtaficiat a Tursja 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO EtECTRoNICO 

El anterior cuto se notificó por Estado Electrónico Nro.10 de hoy 2 de 
marzo de 2018, siendo las 8;00 A.M.M. 

CYV  

YULIETH YURANY NUÑEZ ROHÓRQUEZ 
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Wepublica De Colombia 
Rama Judicial DeCToder 

Juzgado Quinto Administrativo de Oraftecad De( Circuito 
Judicial de Tunja 

  

Tunja, primero (01) de marzo de dos mil dieciocho (2018). 

MEDIO DE CONTROL: 
DEMANDANTE: 

DEMANDADO: 

RADICACIÓN: 

CONTROVERSIAS CONTRACTUALES 
JHON ABDUL PULIDO FUERTE- MARIO HERNÁN MEDINA 
GÓMEZ 
MJNICIPIO DE ARCABUCO- DEPARTAMENTO DE 
BOYACÁ 
15001 3333 005 - 2018-00062 00 

En virtud del informe sectetarial que antecede, correspondería al Despacho resolver 
sobre la admisión de la demanda. No obstante, revisados los requisitos formales se 
observa que la misma ado'ece de los defectos que a continuación se señalan: 

1).- No existe claridad en las pretensiones de la demanda conforme a lo dispuesto en el 
numeral 2° del artículo 162 del C.P.A.C.A., lcomo quiera que en el escrito se plantea una 
pretensión de condena, sin establecer si es consecuencia de la declaración de 
incumplimiento, resolución o liquidación del contrato de consultoría No. 072 de 12 de 
diciembre de 2015, lo que conlleva a que se entienda que respecto de dicha petición sea 
procedente otro tipo de medio de control como el ejecutivo. 
Por tanto, es fundamental que cuando se formulen las pretensiones de una demanda de 
controversias contractuales se cumpla con lo preceptuado en el Artículo 141 del 
C.P.A.C.A, es decir, debe solicitarse de manera expresa respecto del contrato, la 
existencia, la nulidad, su revisión, que se declare el incumplimiento, la nulidad de los 
actos administrativos contractuales, que se condene al responsable a indemnizar los 
perjuicios..."2  lo cual debe ser plenamente identificable al momento de hacer la lectura 
de la pretensión que se haga en ese sentido. 

2).- Por otro lado, se observa que no se aporta con los anexos de la demanda el 
certificado de existencia, constitución y/o representación del CONSORCIO 
INTERVIVIENDAS ARCABUCO identificado con NIT. No.9006844332-1 y del cual los 
demandantes afirman ser integrantes, de acuerdo a lo señalado en el Art 1663  del 
C.P.A.C.A num. 4. 

Téngase en cuenta que en caso de subsanarse los defectos señalados, el memorial de 
corrección que se allegare integrará también el texto de la demanda, motivo por el cual 
resulta necesario que se aporten tantas copias del mismo como sujetos a notificar y copia 
en medio magnético, pues a ellos debe remitírseles copia de la demanda y sus anexos 

' ARTICULO 182. CONTENIDO DE LA DEMANDA "Toda demanda deberá dirigirse a quien sea competente y contendrá: 2."Lo que 
se pretenda, expresado con precisión y claridad...) 

2  ARTICULO 141. CONTROVERSIAS CONTRACTUALES. "Cualquiera de las partes de un Contrato del Estado podrá pedir que se 
declare su existencia o su nulidad, su revisión, que se declare el incumplimiento, la nulidad de los actos administrativos contractuales, 
que se condene al responsable a indemnizar los perjuicios y que se hagan otras declaraciones y condenas. ° 

'ARTICULO 166 ANEXOS DE LA DEMANDA Ala demanda deberá acompañarse: 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de derecho privado. Cuando se trate de personas 
de derecho público que intervengan en el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con la Nación, los 
departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la Constitución y la ley 



de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1664  del C.P.A.C.A, en concordancia con 
el artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 del C.G.P5. 

En mérito de lo expuesto, este Despacho, 

RESUELVE 

PRIMERO: INADMÍTASE la anterior demanda de CONTROVERSIAS 
CONTRACTUALES instaurada por JHON ABDUL PULIDO FUERTE y MARIO 
HERNÁN MEDINA GÓMEZ contra el MUNICIPIO DE ARCABUCO y el 
DEPARTAMENTO DE BOYACÁ de conformidad con lo previsto en el Art. 170 del 
C.P.A.C.A. 

SEGUNDO: CONCÉDASE el término de diez (10) días para que la parte demandante 
corrija los defectos anotados en la parte motiva de ésta providencia, so pena de rechazo 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

Oportunamente vuelva el expediente al despacho para proveer lo pertinente. 

() NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

1CM 

FABIO HUÉRFANO LÓPEZ 
JUEZ 
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NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

El auto anterior u notificó por Estado Electrónico No. 10 de hoy 02 de mano de 2018, 
siendo las 8:00 N.M. y se publicó en el portal Web de la Duna judicial 

94.".  

YULIETH VURANY NUÑEZ BOHORQUEZ 
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''ARTICULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. Ala demanda deberá acompailarse: 

5 Copias de la demanda y de sus anexos para la notificacOn a las partes y al Ministerio Público". 
Recuérdese que les copias para dichos efectos deben aportarse tanto en documento impreso como en archivo digital y se sugiere a los usuarios que 

ba archivos digitales arrimados a los expedientes se aporten en un formato PDF o similar, con un tamaño inferior a 5 megabytes en aras de facilitar su 
transferencia Vilál81. Resulta útil pare el efecto que be archivos sean segmentados en caso de sobrepasar el volumen indicado. 



FABIO HUÉRÉÁN 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (01) de marzo de dos mil dieciocho (2018). 

REFERENCIA: 	ACCIÓN DE TUTELA 
DEMANDANTE: 	MARTHA CECILIA VELANDIA LÓPEZ 
DEMANDADO: 	UNIVERSIDAD ABIERTA Y A DISTANCIA UNAD- SECCIONAL 

BOYACÁ 
RADICADO: 	150013333015 2017-00033-00 

Según lo dispuesto en el Acuerdo No. PCSJA17-10863 del 22 de noviembre de 2017, 
proferido por el Consejo Superior de la Judicatura, el Juzgado Quince Administrativo Oral de 
Tunja fue trasladado transitoriamente al Circuito Judicial Administrativo de Duitama. Así las 
cosas, teniendo en cuenta la redistribución de procesos prevista en el referido acuerdo, este 
Despacho evoca conocimiento del proceso de la referencia, dándole trámite al mismo en el 
estado en que se encuentra. 

Ingresa el proceso al despacho poniendo en conocimiento que la Honorable Corte 
Constitucional excluye de revisión la presente acción de tutela (f1.62). 

En firme este auto, procédase al archivo del expediente dejando las constancias del caso 
en el Sistema de Gestión Judicial Siglo XXI. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

LOPEZ 

ly 	Juzgado Quinto itéminictrativo & 
Ora&cat&ICircuito Judicial á 

Tunja 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO ELECTRÓNICO 

El cuto asteria- se notificó por Estado Electrónico Nro. 10 de hoy 02 

de marzo de 2018 ea el portal Web de le rema Judicial SIGLO 

PDS, siendo los 8:00 P.M. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (01) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

REFERENCIA: 	PROCESO EJECUTIVO 
DEMANDANTE: MARGARITA PRIETO DE SALCEDO 
DEMANDADO: 	UNIDAD DE GESTION PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 

PARAFISCALES DE LA PROTECCION SOCIAL —UGPP 
RADICADO No: 	15001 3333 003 2017-00169 00 

En virtud del informe secretarial que antecede, procede el Despacho a pronunciarse respecto 
de la admisión o rechazo de la demanda, previas las siguientes 

CONSIDERACIONES 

MARGARITA PRIETO DE SALCEDO, por intermedio de apoderado, presentó demanda 
ejecutiva contra la UNIDAD DE GESTION PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCION SOCIAL —UGPP, con el objeto de que se le 
cancelaran los intereses de mora derivados del cumplimiento de la sentencia proferida por 
éste Despacho el 2 de julio de 2010 dentro del expediente No. 2006-00052, decisión que fue 
confirmada por el Tribunal Administrativo de Boyacá mediante sentencia del 4 de septiembre 
de 2012. 

Por auto del primero (01) de febrero de dos mil dieciocho (fls. 83-84) el Despacho inadmitió 
la demanda señalándole a la parte demandante los defectos de que adolecía para que 
procediera a su corrección, sin que la misma efectuara las correcciones pertinentes. 

Sobre el particular, el Consejo de Estado' ha sostenido que la parte demandante debe adoptar 
alguna de las siguientes conductas procesales frente al auto que ordena la corrección de la 
demanda, asi: Impugnarlo a través del recurso de reposición, o dar cumplimiento a su parte 
resolutiva corrigiendo los defectos señalados, so pena de su rechazo. 

Como quiera que en el caso concreto no se corrigió la demanda de conformidad con lo 
ordenado en providencia de 1° de febrero de 2018, obrante a folios 83 y 84de1 expediente, 
toda vez que no hubo pronunciamiento alguno sobre los defectos advertidos, se impone el 
rechazo de la demanda con arreglo a lo previsto en el numeral segundo del artículos 169 y 
170 del C.P.A.C.A. 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

RESUELVE: 

PRIMERO: Se rechaza la demanda presentada por MARGARITA PRIETO DE SALCEDO 
contra la UNIDAD DE GESTION PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE 
LA PROTECCION SOCIAL —UGPP, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta 
providencia. 

SEGUNDO: Devuélvanse los anexos sin necesidad de desglose. 

TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, ARCHÍVESE el expediente, dejando previamente 
las anotaciones y constancias de rigor. 

• Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda - Subsecmon sli", Sentencia de le de febrero de 2006, C.P. Dr 
Jaime Moreno Garata, Radicación número: 05001-23-31-000-2004-05173-01(4551-05). 
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 FABIO H NO LÓPEZ 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

MEDIO DECONTROL. 	PROCESO EJECUTIVO 
DEMANDANTE 	 MARGARITA PRIETO DE SALCEDO 
DEMANDADO 	 UGPP 
RADICADO 	 15001-3333-003-2017-00169-00 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho 

Por Secretaría, háganse los registros pertinentes en el SISTEMA PARA LA GESTIÓN DE 
PROCESOS JUDICIALES- JUSTICIA SIGLO XXI. 

QuinwRáieiairtraüvo Oral 

dar Omito>ricial or 'Maja 
NOTIFICACIÓN POR ESTADO ELECTRÓNICO 

El anterior auto se notific6 por Estado Electrdnico Nro. 10 de hay 2 de 
mono de 2018, siendo las 8:00 A.M. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (01) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

MEDIO DE CONTROL: 
	

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: 
	

CARMENZA SUAREZ DE MARTINEZ 
DEMANDADO: 
	

NACIÓN — MINISTERIO DE DEFENSA 
RADICADO: 
	

15001-3333-005-2016-00109-00 

Obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Honorable Tribunal Administrativo de Boyacá 
mediante providencia de fecha 30 de noviembre de 2017 (Os 157 y ss.) por medio de la cual 
confirmó la providencia del 18 de julio de 2017, por medio de la cual se negaron las 
pretensiones de la demanda (fls. 131-138). 

En firme este auto procédase a dar cumplimiento a lo ordenado en los numerales SEGUNDO 
y TERCERO de la sentencia de primera instancia de fecha 18 de julio de 2017 (f1.138). 

Por Secretaria, háganse los registros pertinentes en el SISTEMA PARA LA GESTIÓN DE 
PROCESOS JUDICIALES- JUSTICIA SIGLO XXI. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

5  juzgare g*tiato ,iiásátistrativo Oro( 
doteiremito >aclaro Taje 

NOTIFICACIÓN POR ESTRADO estrikázco 

El anterior auto se notificó por Estado Electrónico ti° de hoy 2 de 
marzo de 2018, siendo las 8:00 A.M. 

CYV  

YULXETH YURAMY NÚÑEZ BOHOROVEZ 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

TGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (01) de mar lo de dos mil dieciocho (2018) 

REFERENCIA: REPAF ACIÓN DIRECTA 
DEMANDANTE: INDIRA SANABRIA ACEVEDO 
DEMANDADO: 
	

MUNIC IPIO DE TIBANÁ. 
RADICADO: 
	

15001 :1333 005 201800046 00 

En virtud del informe secre :anal que antecede, procede el Despacho a estudiar la admisión 
de la demanda y para ello determinará la naturaleza del medio de control interpuesto, si se 
cumple con los presupi.. stos, el contenido de la demanda y los anexos que deben 
acompañarse a ésta 

1. Naturaleza del Medio de Control. 

En ejercicio del medio de Jontrol de reparación directa, consagrado en el artículo 140 del 
C.P.A.C.A., la señora INDIIZA SANABRIA ACEVEDO, actuando en nombre propio y a través 
de apoderado judicial, so'i :kan se declare que el Municipio de Tibaná es administrativa, 
patrimonial y extracontractc almente responsable por los daños antijurídicos en la modalidad 
de perjuicios materiales, ce rivados de los daños sufridos a la demandante, con ocasión de 
una obra pública ejecuta(„ por el Municipio, que dispuso el retiro de un muro que se 
encontraba en un predio di propiedad de la demandante, además por la ocupación de una 
parte de ese inmueble y ve timiento de aguas, que implico una desmejora en el precio total 
del inmueble. 

Además, se ordene el pag D de intereses moratorios sobre los dineros provenientes del 
reconocimiento del pago en los términos señalados por el artículo 192 del C.P.A.C.A y se 
ordene a la entidad al pago ce gastos y costas procesales. 

Así las cosas, se tiene que, para el caso concreto, la demandante pretenden la reparación de 
un daño antijurídico producido por una actuación de una autoridad administrativa. 

2. De la conciliación prejudi:ial como requisito de procedibilidad. 

El artículo 42 A de la Ley 270 de 1996, adicionado por el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, 
dispone: 

"ARTICULO 42A. Adicionado por el art. 13. de la Ley 1285 de 2009. Conciliación judicial y 
extrajudicial en materia contencioso-administrativa. A partir de la vigencia de esta ley, cuando 
los asuntos sean conciliables, siempre constituirá requisito de procedibilidad de las acciones 
previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas 
que lo sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial." 

A folios 83 del expediente, obra la constancia de que trata el artículo 2° de la Ley 640 de 2001, 
expedida el 26 de octubre de 2017, por el Procurador 45 Judicial II para Asuntos 
Administrativos de Tunja, en la cual se indica que la diligencia de conciliación por medio de la 
cual se pretendió conciliar el asunto sobre el cual versa la presente controversia, se declaró 
fallida ante la imposibilidad de llegar a un acuerdo, por no existir ánimo conciliatorio entre las 
partes. 



2 	/7,9, 

3. Presupuestos de la acción. 

a) De la competencia. 

El numeral 6° del artículo 155 del C.P.A.C.A. dispone clue los jueces administrativos conocen 
en primera instancia de las demandas de reparación &recta, cuando la cuantía no exceda de 
500 salarios mínimos legales mensuales. 

En este caso la demanda fue presentada el 22 de nov embre de 2017(f1.17), fecha para la cual 
la cuantía máxima en primera instancia es de $268.858.500. La estimada por la parte 
demandante, de conformidad con las reglas prevista: en el artículo 157 del C.P.A.C.A. según 
la cual la misma se debe determinar por el valor de I 3 pretensión mayor, que en este caso es 
°inutilización total del predio a consecuencia de lo; vertimientos de líquidos del sistema de 
acueducto y alcantarillado" de $324.228.024,30 (fi. 5), sin exceder los 500 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 

Ahora bien, según el numeral 6° del artículo 156 d C.P.A.C.A., la competencia territorial se 
determinará por el lugar donde se produjeron los hechos, las omisiones o las operaciones 
administrativas, razón por la cual éste Despacho as competente para conocer del presente 
asunto toda vez que los hechos ocurrieron en el t lunicipio de Tibaná. 

b) De la legitimación para demandar y de la reilresentación judicial. 

Interponen la demanda de reparación directa la SE ñora INDIRA SANABRIA ACEVEDO, contra 
el Municipio de Tibaná., responsable por los dañes antijurídicos en la modalidad de perjuicios 
materiales, derivados de los daños sufridos a la dImandante, con ocasión de una obra pública 
ejecutada por el Municipio, que dispuso el retiro le un muro que se encontraba en un predio 
de propiedad de la demandante, además por la ocupación de una parte de ese inmueble y 
vertimiento de aguas, que implico una desmejore en el precio total del inmueble (fls.6-9). 

Otorga poder debidamente conferido al Abogado JOHN JARO YEPES MARTÍNEZ, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 15.3; 2.015 de Brumal, y portador de la T.P. No. 
139.720 del C.S. de la J. (f1.1). 

c) De la caducidad de la acción. 

Frente al estudio de la caducidad del presente medio de control, es importante reseñar lo que 
el literal i) del numeral 2 del artículo 164 del C.P A.C.A. que dispone al respecto. 

"Articulo 164. Oportunidad para presentar ba demanda. La demanda deberá ser presentada: 

...2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 

...i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del 
término de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u 
omisión causante del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del 
mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en 
la fecha de su ocurrencia." 

Así mismo, debe atenderse a lo regulado por la Ley 640 de 2001 en su artículo 21, respecto 
de la suspensión de la caducidad: 

"SUSPENSION DE LA PRESCRIPCION O DE LA CADUCIDAD. La presentación de la solicitud 
de conciliación extrajudicial en derecho ante el conciliador suspende el término de prescripción 
o de caducidad, según el caso, hasta que se logre el acuerdo conciliatorio o hasta que el acta 
de conciliación se haya registrado en los casos en que este trámite sea exigido por la ley o 
hasta que se expidan las constancias a que se refiere el articulo 2o. de la presente ley o hasta 
que se venza el término de tres (3) meses a que se refiere el articulo anterior, lo que ocurra 
primero. Esta suspensión operará por una sola vez y será improrrogable." 

De acuerdo con lo manifestado en el escrito de demanda, la obra pública ejecutada por el 
Municipio de Tibaná, que dispuso el retiro de un muro que se encontraba en un predio de 
propiedad de la demandante, fue ejecutada por la alcaldía a través del Contrato de Obra No. 



LP-003-2015 en el mes de noviembre de 2015 el cual fue lic,uidado el 09 de marzo de 2016 
(f1.7 y 23). Por lo tanto, como la solicitud de conciliación fue presentada el 29 de agosto de 
2017 (f1.82) a partir de esa fecha se interrumpió el término tie caducidad hasta el veintiséis 
(26) de octubre de 2017, cuando fue expedida la constand a de que trata el artículo 2° de la 
Ley 640 de 2001 (f1.83). 
A partir de dicha fecha, tendría el demandante cuatro (04) r ieses y diez (10) días adicionales 
para demandar sus derechos, y como la demanda se radicó el VEINTIDÓS (22) DE 
NOVIEMBRE DE 2017 (f1.17), se tiene que la misma fue presentada en término. 

4. Del contenido de la demanda y sus anexos. 

Se cumple en éste caso con lo dispuesto en el artículo 1132 del C.P.A.C.A: designación de 
partes y representantes, lo que se demanda, hechos u omisiones que sirven de fundamento 
del medio de control, fundamentos de derecho así como la petición de pruebas y estimación 
razonada de la cuantía. 

Así mismo, se observa que la parte demandante señaló las direcciones físicas y de correo 
electrónico de las entidades demandadas y del apoderado de la parte actora. 

Adicionalmente se anexó al escrito demandatorio los documentos relacionados como pruebas 
en la demanda, poderes debidamente conferidos al profesional del derecho que suscribe la 
demanda y copias de la demanda para el traslado a las entidades demandadas, para el 
Ministerio Público (en concordancia con lo dispuesto en el articulo 199 del C.P.A.C.A. 
modificado por el artículo 612 del C.G.P.) y para el archivo del Juzgado. 

Así las cosas y en virtud de lo anteriormente establecido, el Despacho 

RESUELVE: 

PRIMERO: Por reunir los requisitos legales, ADMITIR la demanda de REPARACIÓN 
DIRECTA, instaurada mediante apoderado constituido al efecto por la señora INDIRA 
SANABRIA ACEVEDO, en contra del Municipio de Tibaná. 

SEGUNDO: Tramitar por el procedimiento previsto para el proceso ordinario de primera 
instancia, conforme a lo dispuesto en el numeral 6° del artículo 155 del C.P.A.C.A. 

TERCERO: Notificar personalmente el contenido de esta providencia al MUNICIPIO DE 
TIBANÁ., conforme lo prevén los artículos 197 y 199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 
612 del C.G.P. 

CUARTO: Notificar por estado electrónico a la DEMANDANTE conforme lo prevén los 
artículos 171 y 201 del C.P.A.C.A. 

QUINTO: Notificar personalmente a la AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO delegada ante 
esteDespacho, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones judiciales 
a que se refiere los artículos 197 y 199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 612 del 
C.G.P. 

SEXTO: Fijar la suma de SEIS MIL QUINIENTOS PESOS NI/CTE ($6.500) para los gastos 
de envío de que trata el inciso 4° del artículo 199 del C.P.A.C.A. modificado por el artículo 612 
del C.G.P. que deberá ser consignada por la parte demandante en la cuenta No. 4-1503-0-
21056-0, convenio 13225 del BANCO AGRARIO, PARA GASTOS PROCESALES DEL 
JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
TUNJA y acreditando su pago en la Secretaria del Juzgado dentro de los cinco (05) días 
siguientes a la notificación por estado de esta providencia, so pena de dar aplicación al artículo 
178 del C.P.A.C.A. 

SÉPTIMO: Notificados los demandados, córrase traslado por el término legal de treinta (30) 
días, para que puedan contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar la práctica de 
pruebas, llamar en garantía, y en su caso, presentar demanda de reconvención (Art. 172 del 
C.P.A.C.A). 
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OCTAVO: Advertir a los demanc ados que con la contestación de la demanda se deberán 
allegar todas las pruebas que obran en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, 
los dictámenes periciales que co isidere necesarios para oponerse a las pretensiones, el 
expediente administrativo que con enga los antecedentes de la actuación objeto del proceso. 
La inobservancia de estos debere s constituye falta gravísima del funcionario encargado del 
asunto en los términos previstos I el artículo 175 del C.P.A.C.A. 

NOVENO: Reconocer personería al Abogado JOHN JAIRO YEPES MARTÍNEZ, portador de 
la T.P. No. 139.720 del C.S. de la J., para actuar como apoderado judicial de la parte 
demandante, en los términos y pa a los efectos de los poderes conferidos (f1.1). 

Por la Secretaria realizar los regís ros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 

Se conserva registro del origine-.I de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

J'JZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE TUNJA 

DESPACHO 

   

Tunja, primero (01) d a marzo de dos mil dieciocho (2018). 

REFERENCIA: 	 ACCIÓN POPULAR 
DEMANDANTE: 	 GERMÁN GUEVARA C CHOA 
DEMANDADO: 	 MUNICIPIO DE TUNJA- CONCEJO MUNICIPAL DE TUNJA 
RADICACIÓN: 	 15001 3333 005-2018-00027-00 

En virtud del informe secretarial que antecede procede el Despacho a pronunciarse 
respecto de la admisión o rechazo de la demanda, previas las siguientes 

CONSIDERACI011ES 

En ejercicio del medio de control de POPULAR, e' señor GERMÁN GUEVARA OCHOA 
presentó demanda contra el MUNICIPIO DE TUNJA y el CONCEJO MUNICIPAL DE 
TUNJA, solicitar do "Se declare la inconstitucionalic ad del himno y el escudo de Tunja, 
ordenando a la a caldía realizar los procedimientos ne -Jesarios para convocar la elaboración 
de un nuevo ha Pino y escudo de conformidad con el carácter Republicano del Estado 
Colombiano y cp, e refleje realidades políticas, econón ?ices y sociales de la región (ft 10)" 

Por auto de 08 de febrero de 2018 (fls.31-32) el Despacho inadmitió la demanda 
señalándole a la parte demandante los defectos que adolecía para que procediera a su 
corrección, sin que la misma efectuara las correcciones pertinentes. 

Sobre el particular, el Consejo de Estado' ha sostenido que la parte demandante debe 
adoptar alguna de las siguientes conductas procesales `rente al auto que ordena la 
corrección de la demanda, así: Impugnarlo a través del recurso de reposición, o dar 
cumplimiento a su parte resolutiva corrigiendo los defectos señalados, so pena de su 
rechazo. 

Como quiera que en el caso concreto no se corrigió la demanda de conformidad con lo 
ordenado en providencia de 08 de febrero de 2018, obrante a folios 31 y 32 del expediente, 
toda vez que no hubo pronunciamiento alguno sobre los defectos advertidos, se impone el 
rechazo de la demanda con arreglo a lo previsto en el r umeral segundo del artículos 169 y 
170 del C.P.A.C.A. 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

RESUELVE: 

PRIMERO: Se rechaza la Acción Popular presentada el señor GERMÁN GUEVARA 
OCHOA contra el MUNICIPIO DE TUNJA y el CONCEJO MUNICIPAL DE TUNJA, 
conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO: Devuélvanse los anexos sin necesidad de desglose. 

'Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda- Subsecdon "A', Sentencia de 16 de febrero de 2006. C.P. Dr 
Jaime Moreno García, Radicación número: 05001-23-31-000-2004-05173-01(4551-05). 
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TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, ARCHÍVESE el expediente, dejando 
previamente las anotaciones y constancias de rigor. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (01) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

REFERENCIA: 
DEMANDANTE: 
DEMANDADO: 

RADICADO: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
LUIS EDUARDO BERNAL SARMIENTO 
CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL- 
CASUR 

15001-3333-005-2016-00051-00 

Obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Honorable Tribunal Administrativo de 
Boyacá - Sala de Decisión No.6, mediante providencia de fecha veintitrés (23) de 
enero de dos mil dieciocho (2018), (Fls.113-120.) por medio de la cual confirma la 
sentencia del quince (15) de noviembre de dos mil dieciséis (2016) proferida por este 
Juzgado, mediante la cual se negaron las pretensiones de la demanda (Fls.63-69). 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

 

   

Tunja, primero (01) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

REFERENCIA: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: MARIA ISABELINA QUINCHO DE SOSA 
DEMANDADO: INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR- ICBF 
RADICADO: 
	

15001 3333 005 201800073 00 

En virtud del informe secretarial que antecede, corresponderla al Despacho resolver 
sobre la admisión de la demanda. No obstante, revisados los requisitos formales se 
observa que la misma adolece d e los defectos que a continuación se señalan. 

• No se allega la constancia de conciliación prejudicial como requisito de 
procedibilidad de conformidad con lo dispuesto en los artículos 42 A de la 
Ley 270 de 1996, adicionado por el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, y 23 
de la Ley 640 de 2001. 

Al respecto, debe decirse que si bien el apoderado de la parte demandante 
afirma que en el presente caso no es necesario adelantar la diligencia de 
conciliación extrajudicial teniendo en cuenta que los derechos que se discuten 
tienen el carácter de ciertos e indiscutibles, debe recordarse que la certeza de 
un derecho radica en que se cumplan las condiciones o supuestos de hecho 
que consagra la norma para su causación. 

Contrario a lo afirmado en la demanda, para el caso en concreto si es 
necesaria agotar el trámite de conciliación prejudicial pues si el objeto del 
presente proceso es la eventual declaración de una relación laboral, los 
derechos que de ella se desprenden solo tendrían carácter de ciertos e 
indiscutibles cuando sea declarada como tal; hasta entonces son simples 
expectativas. 

La etapa procesal en que se encuentra el presente medio de control no 
permite establecer si habrá de reconocerse o no la relación laboral que se 
pretende ni la manera en que se podría esta reconocer, por tanto la certeza 
de los derechos laborales que la parte actora involucra sigue siendo incierta, 
lo que trae como consecuencia, que la situación sea susceptible de 
conciliación. En otras palabras, ninguna seguridad hay respecto del derecho 
de la actora, pues si bien el afirma tenerlo, no hay seguridad sobre este 
hecho, que es lo que se entra a discutir. 

Por lo anterior, es necesario agotar el requisito de procedibilidad de la 
conciliación prejudicial, conforme a lo establecido en el numeral 1° del 
artículo 161 del C.P.A.C.A., en tratándose de pretensiones relativas al Medio 
de Control de Nulidad con Restablecimiento del Derecho. 

En mérito de lo expuesto, este Despacho, 



REFERENCIA: 	NULIDAD Y RESTABLE "MIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE 	MARIA ISABELINA OEN 'CRO DE SOSA 
DEMANDADO. 	INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR- ICBF 
RADICADO: 	 15001 3333 005 201800C 71 00 

RESUELVE: 

PRIMERO: INADMITIR la anterior demanda de nulidad y restablecimiento del 
derecho instaurada por MARIA ISABELINA QUINCHO DE SOSA contra el Instituto 
Colombiano De Bienestar Familiar- ICBF de conformidad con lo previsto en el 
artículo 170 del C.P.A.C.A. 

SEGUNDO: CONCEDER el término de diez (10) días para que la parte demandante 
corrija las defectos anotados en la parte motiva de ésta providencia, so pena de 
rechazo. 

TERCERO: RECONOCER personería al Abogado DARWIN HUXLEY CARRILLO 
CACERES, identificado con cédula de ciudadanía No.7.175.496, y portador de la T.P. 
No.190.064 del C.S.J.., para actuar como apoderado judicial de la parte demandante, en los 
términos y para los efectos del respectivo poder conferido (f1.1). 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (01) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

MEDIO DE CONTROL: 
	

ACCIÓN DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES 
DEMANDANTE: 	 SEGUNDO EUGENIO RODRIGUEZ 
DEMANDADO: 
	

MUNICIPIO DE BOYACÁ 
RADICADO: 
	

15001-2333-000-2003-01399 00 

Obedézcase y cúmplase b resuelto por el Honorable Tribunal Administrativo de Boyacá 
mediante providencia de fecha 14 de diciembre de 2017 (fls 528 y ss.) por medio de la cual 
confirmó la sentencia del 3 de agosto de 2016 proferida por este Juzgado mediante la cual 
se negaron las pretensiones de la demanda (fls. 494-510). 

En consecuencia, se ordena que por secretaría cúmplase lo ordenado en el numeral 
TERCERO de la sentencia de primera instancia, dejando las constancias del caso. 

Por Secretaría, háganse los registros pertinentes en el SISTEMA PARA LA GESTIÓN DE 
PROCESOS JUDICIALES- JUSTICIA SIGLO XXI. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (01) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

MEDIO DE CONTROL: 
	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: 
	HELENA PRADILLA RUEDA 

DEMANDADO: 
	 NACIÓN — MINISTERIO DE DEFENSA 

RADICADO: 
	 15001-3333-005-2017-00031-00 

Atendiendo al informe secretarial que antecede, se encuentra que para el día 21 de febrero 
de 2018, se había programado la audiencia de conciliación prevista en el articulo 192 de la 
Ley 1437 de 2011, no obstante, para ese día el Despacho tenía autorizado el cierre de 
términos, conforme lo ordena el Acuerdo CSJBOYA 18-10 del 16 de febrero de 2018 del 
Consejo Seccional de la Judicatura de Boyacá. 

En virtud de lo anterior se señala el próximo trece (13) de marzo de 2018 a las dos de la 
tarde (2:00 P.M.) como nueva fecha para celebrar la audiencia de conciliación prevista en el 
artículo 192 del C.P.A.C.A., la cual se llevara a cabo en el Despacho de este Juzgado. 

Por Secretaría háganse los registros pertinentes en el SISTEMA PARA LA GESTIÓN DE 
PROCESOS JUDICIALES- JUSTICIA SIGLO XXI. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

a I I  re~-111 	r{ pe' 

,Iwysis Qatinto Afrinimutivo ond 
<fi (*Mit° >acidé Tanjá 

POR estaco etecradinaco 

se notificó por Estado Electránico Nro.10 de hay 2 de 
siendo los 1100 A.M. 
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El anterior coto 
marzo de 2018, 

YVLIETH WRANY MAEZ BOHÓRQUIa 
SalFTA100 IMMO 011INIT11 41.11NISIEMVO 
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (01) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

MEDIO DE CONTROL: 
DEMANDANTE: 
DEMANDADO: 

RADICADO: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
MARÍA MAGDALENA RUIZ CORREDOR 
UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP 
15001-3333-005-2017-00045-00 

Obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Honorable Tribunal Administrativo de Boyacá 
mediante providencia de fecha 18 de enero de 2018 (fis 132 y ss.) por medio de la cual 
confirmó la providencia de 28 de septiembre de 2017 proferida por este Juzgado mediante la 
cual se rechazó el llamamiento en garantía propuesto por la parte demandada (fls 108-113). 

Teniendo en cuenta, que no se ha corrido traslado de las excepciones presentadas a la parte 
demandante, se dispone que por secretaría se dé cumplimiento al parágrafo del articulo 175 
del CPACA. 

Por Secretaría, háganse los registros pertinentes en el SISTEMA PARA LA GESTIÓN DE 
PROCESOS JUDICIALES- JUSTICIA SIGLO XXI. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

Juzgada Quintaitainistrarivo Oral 
del Ornare ~ciare Tu* 

NOTIFICACZON POR ESTADO ELECMONIC8 

El aislemos auto se notificó por Estado Electrónico Nro.10 de hoy 2 de 
marzo de 2018, siendo los 8:00 A M 

YULIETH YURAhlY N1:At BOHÓRQV¢ 
VI ATUSO 11171,Eli al Pa AMINISTMESS 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (01) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

REFERENCIA: 	EJECUTIVO 
DEMANDANTE: 	BETTY FRANCISCA CORTES RODRÍGUEZ 
DEMANDADO: UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 
PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP 

RADICADO: 	 15001 3333 014 201400178 00 

Ingresa al despacho previo informe secretarial poniendo en conocimiento memorial 
presentado por el apoderado de la parte demandante obrante a folio 239 del 
expediente, por medio del cual solicita del despacho un pronunciamiento expreso 
sobre el memorial radicado el 12 de septiembre de 2017, en el que solicitaba se le 
expidan copias auténticas de la liquidación de costas en este proceso y el auto que 
las aprueba, indicando que canceló las expensas que establece el Acuerdo PSAA16 
— 10458 del 12 de febrero de 2016. De igual forma, señala que el proceso fue 
archivado sin que se resolviera la solicitud, máxime que el proceso no se ha terminado, 
pues se encuentra pendiente el pago de la obligación. 

Revisado el expediente, encuentra el Despacho que las copias auténticas solicitadas 
por el apoderado de la parte actora, ya fueron expedidas por la secretaría del 
Despacho desde el 26 de septiembre de 2017 (fl. 242), sin que la parte hubiese 
acudido al Juzgado a retirarlas. Así mismo, conforme a la redacción del artículo 114 
del CGP, para la expedición de copias no se requiere auto que las autorice, por lo 
que legalmente el secretario del Juzgado está autorizado para expedirlas y las 
autentica sí el usuario lo solicita o sí lo ordena la Ley, por consiguiente, no es 
necesario que el despacho se pronuncie sobre su expedición. 

Por el contrario, al haberse expedido en debida forma las copias solicitadas, resulta 
del caso, requerir a la parte actora para que comparezca al Despacho para retirarlas. 

Así mismo, respecto del archivo del proceso, en el expediente efectivamente no obra 
auto que disponga el archivo del proceso o constancia secretarial que se haya 
realizado el mismo; sin embargo, al revisar el Sistema de Gestión Judicial — Justicia 
Siglo XXI aparece la correspondiente actuación de archivo del proceso, la cual 
obedece a un error de registro, dado que el expediente se encuentra en trámite, por 
lo que las partes deberán hacer caso omiso a este registro. 

En consecuencia de lo anterior el Despacho, 

RESUELVE 

Primero.: Requerir a la parte demandante para comparezca al Despacho a retirar 
las copias auténticas que fueron expedidas a su favor, conforme a la solicitud radicada 
el 12 de septiembre de 2017. Por secretaría dejar constancias de la entrega de copias 
en el expediente. 

Segundo: Por Secretaría, háganse los registros pertinentes en el SISTEMA PARA 
LA GESTIÓN DE PROCESOS JUDICIALES- JUSTICIA SIGLO XXI. 



Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

FAB UÉRFÁNO LÓPEZ 
JUBZ 

gy Jugado gloso .theimittrutivo OS 
del" einito laiwiet á Taja 

NOTWICACIóN POR ESTAR° ELECTRONIC° 

El anterior auto se notificó por Estado Electo Nro.10 de hoy 2 de 
morro de 2028, senda los KM AM. 

C)A7  
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL E EL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMIPISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (01) de marzo de dos mil dieciocho r 2018) 

REFERENCIA: 	 NULIDAD Y RESTAB _ECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: 	MAGDA YURANI CASTILLO 
DEMANDADO: 	 HOSPITAL REGIONAL DE MONIQUIRA Y OTROS 
RADICADO: 	 15001 3333 005 201100102 00 

Ingresa el presente proceso al despacho previo int xme secretaria) que pone en conocimiento 
que la parte demandante aportó envio de citaciones para notificación personal, solicitando el 
emplazamiento de los demandados AFENPE, COOPERATIVA DE TRABAJO ASOCIADO 
INTEGRA DE SALIR',  y SERVIGENERALES OUTSOURCING (fl. 184 ss). 

En primera medida, chserva el Despacho que con r elación a la notificación de los demandados 
de conformidad con b establecido en el que ordena la integración del litisconsorcio del 16 de 
marzo de 2017, se clIspuso de la notificación de terceros conforme a los artículos 290 a 293 
del CGP, atendiendo a las direcciones que aparecen en los contratos. de prestación de 
servicios que obrar a folios 22 a 35 del expediente. 

Asi mismo, conforme lo señala el apoderado de la parte demandante en escrito radicado el 
3 de abril de 2017 (fl. 142), las sociedades vinculadas no cuentan con registro de Cámara de 
Comercio o lo tienen cancelado, por lo que solicitó se oficie a la Cámara de Comercio de 
Tunja y a la DIAN, para que allegue las direcciones que aparezcan registradas en esas 
entidades, petición que fue resuelta por el Despacho mediante auto del 28 de abril de 2017, 
disponiendo oficiar a estas entidades para que suministren las direcciones actualizadas de los 
litisconsortes (fi. 150) 

Por otra parte, la Cámara de Comercio de Tunja, allega al Despacho los certificados de 
existencia y representación legal de algunos de los vinculados en este proceso, donde 
aparecen las direcciones de notificaciones judiciales inscritas en el registro mercantil (fi. 154 
a 169). 

Teniendo en cuenta la información que reposa en el expediente, encuentra el Despacho que 
la firma AFENPE, en Cámara de Comercio aparece con la dirección Carrera 14 No. 71A-23 
Of. 302 de Bogotá, sin embargo, al revisar las citaciones enviadas por el apoderado de la 
parte actora, encuentra el Despacho que la misma se remitió a la Carrera 14 No. 17A-23 Of. 
302 de Bogotá (fl. 168), por lo que el despacho considera que se deberá nuevamente enviar 
la comunicación personal a esta demandada en la dirección que obra en el registro mercantil. 

Por otra parte, en lo que respecta a la sociedad SERVINTEGRALES en la Cámara de 
Comercio de Tunja, aparece registrada la dirección Calle 28 No. 11-24 Of. 203 de Tunja, 
dirección a la cual fue enviada la comunicación de que trata el artículo 291 del CGP, la cual 
fue devuelta con la anotación residente ausente, lo que quiere decir que la dirección es 
correcta, pero no hubo persona quien recibiera la notificación (fl. 194). 

Respecto de la CTA INTEGRA DE SALUD LTDA, no aparece certificado de existencia y 
representación legal en el expediente, por consiguiente la comunicación para la notificación 
personal se remitió a la que obra en el contrato que obra a folios 22 y 23 del expediente, la 
cual fue devuelta por destinatario desconocido (fl. 191), por lo que en este caso resulta del 
caso requerir al demandante por cuanto la cooperativa de trabajo asociado que obra como 
empleador en el contrato que obra a folio 22 se denomina COOPERATIVA DE TRABAJO 
ASOCIADOS CENTRO INTEGRADO DE SERVICIOS DE SALUD LTDA - CISS LTDA. 

Por otra parte, a folio 230 del expediente, aparece el Oficio No. 120237-73 del 15 de febrero 
2018, proveniente de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales — DIAN, en donde se 
informan las direcciones de los vinculados que aparecen en RUT. 
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Teniendo en cuenta, que la DIAN, informa al Despacho nuevas direcciones de los 
litisconsortes vinculados en este asunto, previo a resolver la solicitud de emplazamiento 
interpuesta pm- la parte actora, resulta procedente ordenar que las comunicaciones para la 
notificación porsonal de que trata el artículo 291 del CGP, se remita a estas direcciones. 

Finalmente, ;;e reconocerá personería a los apoderados del HOSPITAL REGIONAL DE 
MONIQUIRA y LABORAMOS S.A.S, para poder actuar en el presente proceso. 

Como consec uencia de lo anterior el Despacho: 

1. Por 5. ecretaría líbrense nuevamente los correspondientes oficios dirigidos a la 
SOCIEDAD ALTA EFECTIVIDAD EN PERSONAL- AFENPE ESPECIALIDADES 
TECNICO CIENTIFICAS PARA LABORATORIOS .S.A.S y SERVINTEGRALES 
OUTSOURCING S.A.S, a las direcciones que aparecen registradas en el RUT, las 
cuales. fueron informadas por la DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS 
NACIONALES — DIAN (fi. 230), los cuales deberán ser retirados y radicados por la 
parte demandante en la respectiva entidad. 

2. Requerir a la parte demandante para que en un término de cinco (5) días contados a 
partir de la notificación por estado de la presente providencia informe a este despacho 
si conoce otra dirección de domicilio distinta a las ya señaladas donde se pueda 
notificar COOPERATIVA DE TRABAJO ASOCIADOS CENTRO INTEGRADO DE 
SERVICIOS DE SALUD LTDA - CISS LTDA. o manifieste desconocer su dirección de 
notificaciones. 

3. Reconocer personería al abogado FREDDY VILLAREAL RAMIREZ PÉREZ, 
identificado con C.0 No. 9.639.059 de Pesca y T.P No. 160.981 del CSJ, como 
apoderado de la ESE HOSPITAL REGIONAL DE MONIQUIRA, conforme al poder que 
obra a folio 231 del expediente. 

4. Reconocer personería al abogado JUAN SEBASTIÁN QUINTERO MACHADO, 
identificado con C.0 No. 7.187.291 de Tunja y T.P No. 203.076 del CSJ, como 
apoderado de la sociedad LABORAMOS S.A.S, en su calidad de representante legal 
de esta entidad, conforme al certificado de Cámara de Comercio que obra a folios 222 
a 224 del expediente. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho 

Por Secretaría, háganse los registros pertinentes en el SISTEMA PARA LA GESTIÓN DE 
PROCESOS JUDICIALES- JUSTICIA SIGLO XXI. 

NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE 

FABIO H 	NO LÓPEZ 
JUE 

Juzgada quinto ittainistmtivo Oral 
ter Circuito juera-id é Tipeja 

NOTIFSCAGIÓN roa ESTADO ELEcnbonaco 

El anterior auto se notificó por Estado Electrtico Nro.10 de hoy 2 de 
marzo de 2010, siendo los 0:00 A.M. 

Cr)r..  

YULIETH YURANY NIÑEZ BOHÓRQUEZ 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL LIEL PODER PÚBLICO 

JWGADO QUINTO ADMINISTRA',7V0 ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL 
DE 'UNJA 

    

raja, primero (1) c e marzo de dos mil dieciocho (20 1 8) 

REFERENCIA: 	ACCIÓN EJECUTIVA 
DEMANDANTE: ANA YOLANDA SANCHEZ GO. JZALEZ 

EMANDADO: COLPENSIONES 
RADICACIÓN: 	15001 3333 003 201700194 00 

I egresa el expediente al Despacho con informe sec etarial por medio del cual pone en 
conocimiento el escrito de subsanación de la demanda, por tanto procede el Despacho a 
estudiar la procedencia del mandamiento de pago, si se cumple con los presupuestos, el 
contenido de la demanda y los anexos que deben acon ipañarse a ésta. 

hevisada la de:rienda, observa el Despacho que la demandante pretende se libre 
mandamiento ejecutivo a favor suyo y en contra d•? la Administradora Colombiana de 
Pensiones —Colpensiones- por sumas de dinero deriv idas de la sentencia proferida por el 
Juzgado Quinto Administrativo del Circuito de Tunja el día 20 de abril de 2016. 

,Isí las cosas, procede el Despacho a estudiar la procedencia del mandamiento de pago 
solicitado a traes de apoderado judicial por la señora ANA YOLANDA SÁNCHEZ 
3ONZALEZ, en ejercicio del proceso ejecutivo, en contra de la Administradora Colombiana 
de Pensiones —COLPENSIONES-, en los siguientes términos: 

"1. Porra suma que corresponda al retroactivo de las diferencias pensionales entre las mesadas 
que debieron pagarse en cumplimiento de la sentencia del 20 de abril de 2016 y lo 
efectivamente pagado desde el 1 de julio de 2014 hasta que se verifique el cumplimiento 
efectivo de la sentencia que sirve de titulo ejecutivo. Suma que a la fecha de presentación de 
la demanda se estima en $ 10.540.915,96. 

2. Por la suma que corresponda a los intereses moratorios que deberán liquidarse tomando 
como capital las diferencias pensionales señaladas en el numeral anterior, a partir del 6 de 
mayo de 2016 (día siguiente a la ejecutoria de la sentencia), o desde la fecha que determine el 
despacho hasta la fecha en que se realice el pago efectivo de las mencionadas diferencias 
pensionales. 

a Por la suma equivalente a la indexación de las diferencias de las mesadas pensionares que 
deberán liquidarse mes por mes, en la forma ordenada en la sentencia del 20 de abril de 2016. 

4. Por la suma de QUINIENTOS DIECINUEVE MIL PESOS M/CTE ($519.000) por concepto 
de costas y agencias en derecho aprobadas por el despacho, causados desde el 6 de mayo de 
2016 (día siguiente a la ejecutoria de la sentencia) hasta que se verifique su pago efectivo." 
(f1.5) 

1. Términos en que se propone la acción ejecutiva. 

Se señaló en la demanda que mediante sentencia de 20 de abril de 2016, proferida por el 
Juzgado Quinto Administrativo Oral del Circuito de Tunja, se condenó a la entidad ejecutada 
a reliquidar la pensión de la demandante, con la inclusión de todos los factores devengados 
en el último año de servicio comprendido entre el 1° de julio de 2013 hasta el 30 de junio de 
2014. Que dentro de dichos factores se ordenó tener en cuenta aparte de la asignación básica, 
el subsidio de alimentación, la bonificación por servicios, el auxilio de transporte, la prima de 
navidad, la prima de vacaciones y la prima de servicios. Que mediante auto de 07 de julio de 
2016, se aprobó la liquidación de costas por la suma de $519.000, decisión que se encuentra 
en firme. 

Dijo que el día 22 de noviembre de 2016, presentó ante Colpensiones solicitud de 
cumplimiento del referido fallo, sin que a la fecha se le haya notificado algún tipo de respuesta 
frente a la misma; así como tampoco ha modificado el valor de la pensión de la ejecutante. 



A folio i obra poder debidamente otorgado por Ana Yolanda Sánch az González identificada 
con C.G. No.23.271.137, al abopu o Francisco Javier Martínez Roja::, identificado con cédula 
de ciud adenia No.7.174.275, y pon ador de la T.P. No.149964 del C. S. de la J. 

A folios 8 a 18, obra copia aun( ntica de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto 
Admin strativo de Tunja dentro del proceso radicado bajo el No. 2015-0089, donde se declaró 
la mi tad parcial de la resolución Jo. GNR 69638 del 28 de febrero de 2014 y No. VPB 398 
del E de enero de 2015 proferic'a por Colpensiones, ordenando inliquidar la pensión de 
jubilas ión del demandante. 

A fcl o 8 del expediente, obra c instancia expedida por la Secreta* a del Juzgado Quinto 
Adm nistrativo del Circuito de Tu la, en la cual se indica que las ari eriores fotocopias son 
prin.  ara copia y prestan mérito eje cutivo, e indica que la decisión cobro ejecutoria el día 5 de 
mal o de 2016, a las cinco de la arde. De igual manera a folio 40 obra constancia, en la cual 
se i 'dice que el auto que aprobó la liquidación de costas cobro ejecutoria el día 13 de julio 
de 2016, a las cinco de la tarde 

As las cosas, para determinar k procedencia del mandamiento de cago, se analizarán los 
si; uientes aspectos: 

• Caducidad. 
• Requisitos del título ejecutivo. 
• Valor probatorio de los ducumentos aportados y caso concreto. 

2. Caducidad. 

Respecto de la caducidad de la ; .cción ejecutiva, el artículo 164 del C.P.A.C.A. dispone que 
a demanda deberá presentarse 'entro del término de cinco (5) años contados a partir de la 
exigibilidad de la obligación en el os contenida. 

;hora bien, sobre el cumplimin ito de sentencias por parte de las entidades públicas, el 
artículo 192 del C.P.A.C.A. bu pone que "...Las condenas impuestas a entidades públicas 
tonsistentes en el pago o devolución de una suma de dinero serán cumplidas en un plazo máximo de 
(tez (10) meses, contados a partir de la fecha de la ejecutoria de la sentencia". 

or su parte, el artículo 299 del C.P.A.C.A. dispone que las cc ndenas impuestas a entidades 
F. ublicas consistentes en la liquid ación o pago de una suma de dinero serán ejecutadas ante 
esta jurisdicción, si dentro de los iiez (10) meses siguientes a la ejecutoria de la sentencia la 
entidad obligada no ha cumplido. 

Dentro de ese marco jurídico, 3e observa que luego de ia ejecutoria de la sentencia 
cc ndenatoria, deben contarse 10 meses, dentro de los cuales la entidad accionada deberá 
cumplir con el pago de las obligationes a que fue condenada, término en cuya vigencia no 
puede ser ejecutada judicialmente. Vencido ese lapso, la obligación se hace exigible y es a 
partir de allí cuando comienza a cc ntar la oportunidad de 5 años para demandar la ejecución 
de la obligación. 

Así las cosas, se advierte que en el presente caso no operó el término de caducidad de la 
acción ejecutiva al tenor de lo señalado en el literal k) del artículo 164 del C.P.A.C.A., toda 
vez que la sentencia cobró ejecutoria el 5 de mayo de 2016 (5.8) y el auto que aprobó la 
liquidacion de costas cobró ejecutoria el 13 de julio de 2016 (f1.40) , luego a partir del día 
siguiente deben contarse diez meses para que la obligación sea exigible, periodo que venció 
el 6 de marzo de 2017 y el 14 de mayo de 2017 respectivamente, es decir que a partir del 
día siguiente comenzaría a contarse los 5 años como término para presentar la demanda 
ejecutiva, oportunidad que para el caso vencerla 7 de marzo y el 15 de mayo de 2022 
respectivamente. La demanda fue presentada el día 8 de noviembre de 2017 (f1.7), es decir 
de manera oportuna al tenor del artículo 164 del C.P.A.C.A. 



3. Requisitos del título ejecutivo. 

El título ejecutivo se define como el documento en al cual consta una obligación clara, expresa 
y exigible, de acuerdo con lo dispuesto en el artícCo 422 del C.G.P. 

Debe reunir requisitos formales y de fondo. Los r rimeros se refieren a que se trate de un 
documento(s) que conforme(n) una unidad jurídica que sea(n) auténtico(s) y que emane(n) 
del deudor o de su causante, de una sentencia de c Dndena proferida por el juez o tribunal de 
cualquier jurisdicción, de otra providencia judicial que , tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley, 
de las providencias que en procesos contencioso administrativos o de policía aprueben 
liquidación de costas o señalen honorarios de auxilia és de la justicia. 

Los segundos —de fondo-, se refieren a que en (1 documento(s) aparezca, a favor del 
ejecutante o de su causante y a cargo del ejecutad D o del causante, una "obligación clara, 
expresa y exigible y además liquida o liquidable por simple operación aritmética si se trata de pagar 
una suma de dinero". 

La doctrina ha señalado que por expresa  debe entenderse, aquella obligación que aparece 
manifiesta de la redacción misma del título. Debe estar expresamente declarada sin que sea 
necesario acudir a suposiciones. La obligación es clara cuando además de expresa aparece 
determinada en el título, es decir, debe ser evidente y entenderse en un solo sentido. La 
obligación es exigible  cuando puede demandarse el cumplimiento de la misma por no estar 
pendiente de un plazo o condición. Es decir, que la obligación debía cumplirse dentro de cierto 
término ya vencido, o cuando ocurriera una condición ya acontecida, o para la cual no se 
señaló término pero cuyo cumplimiento sólo podía hacerse dentro de cierto tiempo que ya 
transcurrió y la que es pura y simple por no haberse sometido a plazo ni a condición, previo 
requerimiento. 

Es decir, sólo cuando los documentos anexados para el recaudo ejecutivo no dejan duda en 
el juez de instancia, para la ejecución de la obligación dada su claridad y su condición de 
expresa, además de su exigibilidad, es procedente librar el mandamiento de pago y 
posteriormente proferir la sentencia respectiva ordenando seguir adelante la ejecución. 

4. Valor probatorio de los documentos aportados y caso concreto. 

Frente a la aportación de documentos y el valor probatorio de las copias, el Código General 
del Proceso dispone: 

ARTÍCULO 245. APORTACIÓN DE DOCUMENTOS. Los documentos se apodarán al proceso 
en original o en copia. 

Las partes deberán aportare! original del documento cuando estuviere en su poder, salvo causa 
justificada. Cuando se allegue copia, el aportante deberá indicar en dónde se encuentra el 
original, si tuviere conocimiento de ello. 

ARTICULO 246. VALOR PROBATORIO DE LAS COPIAS. Las copias tendrán el mismo valor 
probatorio del oficina( salvo cuando por disposición legal sea necesaria la presentación del 
original o de una determinada copia. 

Sin perjuicio de la presunción de autenticidad, la parte contra quien se aduzca copia de un 
documento podrá solicitar su cotejo con el original, o a falta de este con una copia expedida 
con anterioridad a aquella. El cotejo se efectuará mediante exhibición dentro de la audiencia 
correspondiente." 

De igual manera, en materia de procesos en los cuales se pretenda la ejecución de una 
sentencia judicial, resulta útil recordar que según el numeral 2° del artículo 114 del C.G.P. "Las 
copias de las providencias que se pretendan utilizar como Mulo ejecutivo requerirán constancia de su 
ejecutoria." En este mismo aspecto debe tenerse en cuenta que la norma especial procesal 
que se aplica en lo contencioso-administrativo, Ley 1437 de 2011, en su artículo 215 inciso 
segundo, afirma que la regla prevista en cuanto al valor probatorio de las copias no es 
aplicable cuando se trate de títulos ejecutivos, debiendo estos cumplir los requisitos legales. 
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Ahora bien, los documentos que aporta el ejecutante para demostrar su acreencia, son los 
siguientes: 

• Copia auténtica de la sentencia de 20 de abril de 2016, proferida por el Juzgado Quinto 
Administrativo de del Circuito Judicial de Tunja dentro del expediente radicado 
No.2015-0089, en la cual se dispuso: 

"PRIMERO. DECLARAR la nulidad parcial del Acto Administrativo contenido en la 
Resoluciones No. GNR 69638 del 28 de febrero de 2014 preferidas por la Gerente Nacional de 
Reconocimiento de COLPENSIONES, por medio de la cual se le reconoce y liquida una pensión 
de jubilación a la demandante. 

SEGUNDO. DECLARAR la nulidad parcial del Acto .Administrativo contenido en la 
Resolución No. VPB 398 del 08 de enero de 2015, ex aedidas por el Vicepresidente de 
Beneficios y Prestaciones de COLPENSIONES, mediante la cual se resolvió un recurso de 
apelación. 

TERCERO. A título de restablecimiento del derecho se ordena a la ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES — COLPENSIONES reliquidar la pensión de jubilación 
reconocida a la señora ANA YOLANDA SANCHEZ GONZALEZ, identificada con Cédula de 
Ciudadanía No. 23.271.137 de Tunja, en monto equivalente al 75% del promedio del salario por 
ella devengado en el último año de prestación de servicios, comprendido entre el / de julio de 
2013 y el 30 de junio de 2014, para lo cual se deberán incluir como factores salariales dentro de 
la nueva liquidación, sueldo, subsidio de alimentación, prima de servicios, bonificación por 
servicios, auxilio de transporte, prima de vacaciones, y prima de navidad, efectivamente 
devengados por la demandante. 

(.• 
QUINTO. La demandada queda obligada a disponer de las medidas necesarias, para dar 
cumplimiento a lo ordenado en el presente fallo, en los términos de los artículos 187 y 192 del 
C.P.A.C.A...." (fls.10-18) 

• Constancia secretaria! expedida por la Secretaria del Juzgado Quinto Administrativo 
de Tunja, de ser los anteriores documentos PRIMERA COPIA Y PRESTA MÉRITO 
EJECUTIVO" así como de haber cobrado ejecutoria el día 5 de mayo de 2016. (11.8) 

• Auto de fecha 7 de julio de 2016 proferido por el Juzgado Quinto Administrativo Oral 
de Tunja por la cual se aprueba la liquidación de costas (fls.19) 

• Constancia secretaria, expedida por la Secretaria del Juzgado Quinto Administrativo 
de Tunja, de ser los anteriores documentos "PRIMERA COPIA Y PRESTA MÉRITO 
EJECUTIVO DEL AUTO QUE APRUEBA LA LIQUIDACION DE COSTAS" así como 
de haber cobrado ejecutoria el día 13 de julio de 2016. (11.40) 

• Solicitud de cumplimiento de la sentencia judicial de fecha 20 de abril de 2016 dirigido 
a Colpensiones (8.21-26) 

Del examen de los documentos aportados por la ejecutante se corrobora la existencia de título 
ejecutivo que satisface los requisitos de fondo y de forma, que constituye fuente de 
obligaciones para ambas partes, configurándose así una obligación clara y expresa en 
cabeza de la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES 

El título ejecutivo está contenido i) en la sentencia proferida el 20 de abril de 2016, por el 
Juzgado Quinto Administrativo de Tunja dentro del proceso radicado bajo el No. 2015-0089; 
ii) por el auto de fecha 7 de julio de 2016, por medio de la cual se aprobó la liquidación de 
costas proferida por el Juzgado Quinto Administrativo de Tunja. 

En cuanto a la exigibilidad, de conformidad con los precitados artículos 192 y 299 del 
C.P.A.C.A., se tiene que luego de la ejecutoria de la sentencia de condena, deben contarse 
10 meses con los cuales cuenta la entidad accionada para cumplir con el pago de las 
obligaciones a que fue condenada, término en cuya vigencia no puede ser ejecutada 
judicialmente. Por lo tanto, en materia de exigibilidad de las obligaciones derivadas de 
sentencias judiciales, el término descrito se impone como una verdadera condición 
suspensiva. 
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En el caso concreto se advierte que la s troten 	y el auto cuya ejecución se persigue, cobró 
ejecutoria el 5 de mayo de 2016 (6.8) y el 13 de julio de 2016 (f1.40) respectivamente es 
decir que a partir del día siguiente se cc ntarlan los diez meses referidos como término para 
pagar, los cuales vencerían el 6 de m irzo de 2017 y el 14 de mayo de 2017 
respectivamente, fecha desde la cual lo: ac -eedores podían acudir a la ejecución judicial del 
título ante el incumplimiento de pago por vi :e de la entidad demandada. Por tanto, para este 
Despacho la obligación reclamada es exigl )1e. 

En el caso concreto se advierte que existe na incongruencia en la pretensión de la demanda 
en el sentido que el apoderado solicita ei' el numeral cuarto se libre mandamiento de pago 
"Por la suma de QUINIENTOS DIECINUEVE fi PESOS AUCTE ($519.000) por concepto de costas y 
agencias en derecho aprobadas por el de spa: to causados desde el 6 de mayo de 2016 (día siguiente 
a la ejecutoria de la sentencia) hasta que se verifique su paqo efectiva" (fi.5) y según las pruebas 
de la demanda, el auto que aprobó la ir; Jidación de costas cobro ejecutoria el 13 de julio de 
2016 (f1.40), por lo tanto el Despacho o -c 9nará librar mandamiento de pago por concepto de 
costas y agencias en derecho causados ,I 'sde el 14 de julio de 2016 (día siguiente a la ejecutoria 
del auto). 

Por lo expuesto, el Despacho 

R 2SUELVE: 

PRIMERO. librar mandamiento de r ego a favor de la señora ANA YOLANDA SANCHEZ 
GONZALEZ, en contra de la Administra( ora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES 
por las siguiert es sumas de dinero: 

1. Parla suma que corresponda al rea motivo de las diferencias pensionales entre las mesadas 
que debieron pagarse en cumplin finto de la sentencia del 20 de abril de 2016 y lo 
efectivamente pagado desde el 1 o6 julio de 2014 hasta que se verifique el cumplimiento 
efectivo de la sentencia que sirve de t bulo ejecutivo. Suma que a la fecha de presentación de 
la demanda se estima en $ 10.540.91r. 96. 

2. Por la suma que corresponda a los intereses moratorios que deberán liquidarse tomando 
como capital las diferencias pensiona/6s señaladas en el numeral anterior, a partir del 6 de 
mayo de 2016 (día siguiente a la ejecutoria de la sentencia), hasta la fecha en que se realice el 
pago efectivo de las mencionadas diferencias pensionales. 

3. Por la suma equivalente a la indexación de las diferencias de las mesadas pensionales que 
deberán liquidarse mes por mes, en la forma ordenada en la sentencia del 20 de abril de 2016. 

4. Por la suma de QUINIENTOS DIECINUEVE MIL PESOS M/CTE ($519.000) por concepto 
de costas y agencias en derecho aprobadas por el despacho, causados desde el 14 de julio de 
2016 (día siguiente a la ejecutoria del auto que aprobó la liquidación de costas) hasta que se 
verifique su pago efectivo. 

SEGUNDO. Fijar el término de cinco (5) días para que la entidad demandada verifique el 
pago de la obligación. 

TERCERO. Notifíquese personalmente el contenido de esta providencia a la 
Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES-, conforme lo prevén los 
artículos 197 y 199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 612 del C.G.P. 

CUARTO. 	Notifíquese por estado electrónico a la ejecutante conforme lo prevén los 
artículos 171 y 201 del C.P.A.C.A. 

QUINTO. 	Notifíquese personalmente al señor Agente del Ministerio Público delegado 
ante esta Corporación, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones 
judiciales a que se refiere los artículos 197 y 199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 
612 del C.G.P. 

SEXTO. 	Notificar personalmente el contenido de esta providencia a la AGENCIA 
NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO, conforme lo prevén los artículos 197 y 
199 del C.P.A.C.A, modificado por el artículo 612 del C.G.P 
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LCTG 

SÉPTIMO. Fijar la suma de la suma de SIETE MIL QUINIENTOS PESOS M/CTE ($7.500) 
para los gastos ordinarios del proceso, que deberá ser consignada por la demandante en la 
cuenta No. 4-1503-0-21056-0 convenio 1 3225 del BANCO AGRARIO, PARA GASTOS 
PROCESALES DEL JUZGADO QUINO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE TUNJA y acreditando su pago en la Secretaría del Juzgado dentro 
de los cinco (05) días siguientes a la notificación por estado de esta providencia, so pena de 
dar aplicación al artículo 178 del C.P.A.C.A. 

OCTAVO. 	Reconocer personería si Abogado Francisco Javier Martínez Rojas, 
identificado con cédula de ciudadanía No.7174275, y portador de la T.P. No.149964 chi C.S. 
de la J., para actuar como apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para 
los efectos del respectivo poder conferido (f1.1). 

NOVENO. 	Por Secretaria realizar los registros pertinentes en el Sistema de Infc rmación 
Judicial. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

jüZGADO QPINIOJTDMINISIMTIVO 
O 	q:YE TUNDE 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

El auto anterior se ratificó por Estado Electrónico W. 10 de hoy 02 de marzo de 
2018, siendo las 8:00 AM y se publicó en el portal Web de la rama Judicial 

€.975. 

YULIETH YURANY NON& BOHORQUEZ 
228121111111.712111 nymn WIN21205n 

6 



NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (1) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

REFERENCIA: 	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: OMAR SEGUNDO MEDINA SANTOS 
DEMANDADO: 	NACIÓN — MINISTERIO DE DEFENSA — EJÉRCITO NACIONAL 
RADICACIÓN: 	15001 3333 015 201700084 00 

Ingresa el expediente al Despacho con informe secretarial por medio del cual se informa que 
con ocasión al cierre extraordinario de términos autorizado por el Consejo Secciona de la 
Judicatura de Boyará y Casanare, la audiencia inicial programada para el 20 de febrero de 
2018, no pudo llevarse a cabo, razón por la cual es necesario fijar nueva fecha para realizarla. 

En virtud de lo anterior se señala el próximo veintiuno (21) de marzo de 2018, a las nueve 
de la mañana (9:00 a.m.) como nueva fecha para la llevar a cabo la audiencia prevista en el 
articulo 180 del C.P.A.C.A., la cual se llevará a cabo en la Sala de Audiencias B1-2. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho 

FABIO H RFA O LÓPEZ 

,... 	Juzgado Quinto fléministrativ' o 
de fCircuito Ituficiat de Mijo 

warencacróns POR Esnoo Eta-manato 

El anterior aula se notificó par Estado Electrónico Nro. 10 de hoy 2 de 
marzo de 2018, siendo les 13100 A M 

91"4''»  

YULIETH YURANY NUÑEZ BOHORQUEZ 
SH1111111117i.Ilill Ill'IVITI AMIRIVRtn■li 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

J(.1.: ;ADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (1) de marzo de dos mil dieciocho (2018). 

REFERENCIA: 	NUL', PAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: 	LORI NZO DE JESUS AGUILAR AVILA 
DEMANDADO: 	COL .I ENSIONES 
RADICADO No: 	1500' 3333 005 2016-00019 00 

Ingresa al despacho prel io informe secretaria, poniendo en conocimiento memorial 
presentado por Juanita Du an Vélez en calidad de Gerente Nacional de Defensa Judicial 
de la Administradora Colal biana de Pensiones COLPENSIONES, obrante a folio 143, por 
medio del cual solicita el Ilesarchivo de las siguientes piezas procesales: Sentencia de 
primera y segunda instancia, extracto de esta y su correspondiente medio magnético (CD) 
en caso de corresponder e Jn fallo proferido en oralidad, autos de liquidación y aprobación 
de costas, constancia de ej, lcutoria. 

En consecuencia de lo allí: lar el Despacho, 

RESUELVE 

Primero. Se autoriza el lesarchive del proceso y la expedición de los siguientes 
documentos: copia auténtica de la sentencia de primera instancia, junto con la constancia 
de ejecutoria, auto de liquidación y aprobación de costas, junto con la constancia de 
ejecutoria. Para tal efecto, I i parte interesada deberá consignar las expensas de que trata 
el Acuerdo PSAA16 — 10458 del 12 de febrero de 2016 en la cuenta de aranceles, 
emolumentos y costos No — 082 — 00 — 00636 — 6 Convenio 13476 del Banco Agrario, 
deberá allegar las fotocopias pertinentes y el recibo por medio del cual se compruebe el 
pago de la consignación cc rrespondiente. 

Por Secretaría realizar los iegistros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 

Se conserva registro del oiiginal de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

FABIO HUÉRFA O LÓPEZ 
JUE 

LOTO 

\•§22ZS39)01lZVIVR:914YAHIV/STVITE20 
OVIL q:xE TUNJA 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

El auto anterior se notificó par Estado Electrónico No.10 de hoy 02 de marzo de 
2018, Renda los 8:00 A.M. y se publicó en el portal Web de lo ramo judicial 

yuLtEn4 YUPANY NVFIW BOHORQVEZ 
analall■ II Run ill IAM liallaIRIMIVO 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA UDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

ZD 1 

Tunja, primero (1) de marzo de dos mii r eciocho (2018) 

REFERENCIA: 	 REPETICIIM 
DEMANDitNTE: 	 MUNICIPIO DE MARIPI 
DEMAND kDO: 	 SIXTO AL3EIRO REYES MORENO 
RADICA" 0: 	 15001 33 13 005 201500047 00 

Ingresa el expediente al Despacho co i informe secretarial por medio del cual se pone en 
conocimie ato que la citación enviada a 11 abogada Carmen Yaneth Pardo Alvarez fue devuelta 
por que lugar se encontraba cerrad ) (1197), por lo tanto se realizó la devolución de la 
comunica' :ion de designación como cc' ador ad-litem, siendo imposible su ubicación. 

Conforme a lo antes expuesto y a lo ci nsagrado en el artículo 49 del C.G.P., este despacho 
encuentra procedente designar nueve curador ad litem para que actúe como defensor de 
oficio del lemandado Sixto Albeiro Reyes Moreno según auto de fecha 14 de abril de 2016 
(f1.121), kin-  medio del cual se ordenó e 1 emplazamiento del demandado Sixto Albeiro Reyes 
Moreno, como lo consagra el adicta ) 48 y el inciso úlrimo del artículo 108 del C.G.P., con 
el fin de girantizarles su derecho de de densa. 

Por lo brekemente expuesto, el Despac o 

RESUELVE: 

PRIMERO - Designar como curador ad litem del demandado SIXTO ALBEIRO REYES 
MORENO, a la Abogada JENNY R•7C10 ACUÑA GONZALEZ quien se podrá ubicar en la 
Carrera 11 No 7-27, teléfono 3124493309, quien intel a la lista de auxiliares de la justicia.. 

SEGUNDO.- Comunicar esta designación a la ;bogada JENNY ROCIO ACUÑA 
GONZALEZ, en la forma indicada por el artículo 49 del código General del Proceso. Se pone 
en conocimiento a la parte demandante que el trámite correspondiente está a su cargo. 

Se conserva registro del original de esta provi r ...ia, en la ubicación compartida de 41  
almacenamiento virtual de este Despacho. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

FABIO HUÉ$FA LÓPEZ 
JUEZ 

1' . 	V 	
y O LgIIDO Q1.117V70 ADMINIDIVITIVO OVIL O 

711902 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 
• 

El nulo anterior se notif icó por Estado Electrdnico No.10 de hoy 02 de marzo de 
E48, siendo las 8'00 R.M. y se publicó en el portal Web de la rano judicial 

Crl," 

YULIETH YURANY NUÑEZ BOHORQUEZ 
alittallA J17140 oinro 111MEIEY0.11111 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PGDER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE l'UNJA 

DESPACHO 

   

Tunja, primero (01) de marzo de dos mil a eci )cho (2018) 

MEDIO DE CONTROL: 
DEMANDANTE: 
DEMANDADO: 

RADICADO: 

NULIDAD Y PE STABLECIMIENTO DEL DERECHO 
EDEL MARINA ROBERTO SIERRA 
NACIÓN — Mlh I 3TERIO DE EDUCACIÓN — FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONi: 3 SOCIALES DEL MAGISTERIO- SECRETARIA 
DE EDUCACIC I DE BOYACÁ- FIDUPREVISORA S.A 
15001-3333-001 2018-00065-00 

Procede el despacho a estudiar la admisión : 3 la demanda y para ello determinará la naturaleza 
del medio de control interpuesto, si se cump, 1 con los presupuestos, el contenido de la demanda 
y los anexos que deben acompañarla 

1. Naturaleza del Medio de Control. 

En ejercicio del medio de control de NULI )AD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, 
consagrado en el artículo 138 del C.P.A.C, , por intermedio de apoderado judicial, la señora 
EDEL MARINA ROBERTO SIERRA solicita declare el acto ficto negativo y la nulidad del acto 
administrativo ficto o presunto negativo por iio del cual se solicitó el reconocimiento, liquidación 
y pago de la sanción moratoria por la mora e,  as cesantías. 

Que, como consecuencia delo anterior, a títtli de restablecimiento del derecho, se ordene a la 
entidad que expida el correspondiente acto adit .nistrafivo por medio del cual se reconozca, liquide 
y pague la sanción moratoria de acuerdo coy a Ley 1071 del 31 de julio de 2006, teniendo en 
cuenta que la demandante radico la solicitud e 9 de agosto de 2015 y tan solo fueron canceladas 
el 03 de septiembre de 2016. 

Que se condene a las demandadas a reconoce  liquidar y pagar por concepto de indexación de 
la suma anteriormente citada, desde la fecha e i que se efectuó el pago hasta la fecha de pago 
efectivo de la sanción moratoria, se condene a pagar los intereses en costas, se condene al pago 
le intereses moratorios y que la liquidación de 'a condena y el cumplimiento de la sentencia se 
efectúen conforme a lo preceptuado en el artícui ) 192 del C.P.A.C.A. 

n atención a lo anterior, tenemos que para el .:aso en efecto se trata de un acto administrativo 
icto o presunto derivado del presunto silencio administrativo de las autoridades demandadas, que 

definen una situación jurídica respecto del actor, lesionando un derecho que se considera 
a mparado en una norma jurídica. 

2 De la conciliación prejudicial como requisil o de procedibilidad. 

E artículo 161 del C.P.A.C.A. establece los requisitos de procedibilidad de la demanda de la 
siguiente manera: 

"ARTICULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de la demanda se 
someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos: 

1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial constituirá 
requisito de procedibilidad de toda demanda en que 89 formulen pretensiones relativas a nulidad 
con restablecimiento del derecho, reparación directa y .1:ontroversias contractuales..." 

A su vez, el artículo 42 A de la Ley 270 de 1996, adicionado por el artículo 13 de la Ley 1285 de 
2009, dispone: 

ARTICULO 42A. Adicionado por el art. 13. de la Ley 1285 de 2009. Conciliación judicial y 
extrajudicial en materia contencioso-administrativa. A partir de la vigencia de esta ley, cuando los 
asuntos sean conciliables, siempre constituirá requisito de procedibilidad de las acciones previstas 



en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan, 
el adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial. 

A folios 19 y 20 del expediente, obra la constancia de que trata el artículo 2° de la Ley 640 de 
2001, expedida por el Procurador 69 Judicial I para Asuntos Administrativos el día 15 de diciembre 
de 2017, en la cual se indica fracasada la diligencia de conciliación, por medio de la cual se 
pretendió conciliar el asunto sobre el cual versa la presente controversia, debido a la ausencia de 
ánimo conciliatorio de la parte convocada. 

3. Presupuestos del Medio de Control. 

a) De la competencia por cuantía y territorial 

El numeral 2° del articulo 155 del C.P.A.C.A. dispone que los jueces administrativos conozcan en 
primera instancia de las demandas de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, 
que no provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos administrativos 
de cualquier autoridad, cuando la cuantía no exceda de 50 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 

En este caso la demanda fue presentada el 15 de febrero de 2018 (f1.11.), fecha para la cual la 
cuantía máxima en primera instancia es de $ 39'062.100. La estimada por la parte actora es de 
$19.070.106 (f1.10). Sin exceder los 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

El numeral 3 del artículo 156 del C.P.A.C.A., señala que la competencia territorial en los asuntos 
de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral se determinará por el último lugar 
donde se prestaron o debieron prestarse los servicios. Al respecto pese a que no fue aportado 
documento en el cual se indicare en donde se prestaron los servicios de la demandante, el 
despacho, al observarse que el actor fue docente vinculado al Departamento de Boyacá (fis.15- 
16) y al ser una nulidad subsanable asumirá conocimiento del proceso y requerirá a la parte 
demandante para que allegue la prueba respectiva. 

b) De la legitimación para demandar y de la representación judicial. 

Interpone la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho EDEL MARINA ROBERTO 
SIERRA afectada por la decisión de no reconocer y pagar la indemnización moratoria por el no 
pago oportuno de una cesantía parcial (fl 2) 

Otorga poder debidamente conferido al abogado CARLOS JAVIER PALACIOS SIERRA 
identificado con la Cedula de Ciudadanía No.1.049.631.712 de Tunja y portador de la T.P. No. 
277.811 del C.S.J., (f1.1). 

c) Del agotamiento del Procedimiento Administrativo. 

Frente al acto ficto o presunto se encuentra copia información SAC del requerimiento No 
2017PQR30071 (f1.12), en la cual se observa que la petición fue radicada ante la demandada el día 
21 de junio de 2017, por lo que a la fecha de la interposición de la demanda ya han transcurrido 
más de ocho meses, sin que se verifique decisión de fondo por parte de la administración respecto 
de la petición hecha por el demandante, cumpliéndose con el término establecido por el artículo 83 
del C.P.A.C.A.. Debe advertirse que al demandarse un acto ficto o presunto derivado del silencio 
administrativo de la autoridad demandada, no es indispensable la interposición de recursos, razón 
por la cual la proposición jurídica se encuentra completa. 

d) De la caducidad del Medio de Control. 

Sobre el acto ficto o presunto derivado del silencio administrativo de la Nación Ministerio de 
Educación Nacional — Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, encuentra el 
despacho que no estaría afectada por el fenómeno de la caducidad, en tanto el literal d) del numeral 
1 del artículo 164 del C.P.A.C.A. dispone que la demanda puede ser presentada en cualquier tiempo 
cuando "(...) Se dirija contra actos productos del silencio administrativo (...)". 

4. Del contenido de la demanda y sus anexos. 

Se cumple en éste caso con lo dispuesto en el artículo 162 del C.P.A.C.A: designación de partes 
y representantes, lo que se demanda, hechos u omisiones que sirven de fundamento del 
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mer io de control, fundamentos de derecho, normas violadas y concepto de violación así 
co' lo las pruebas y estimación razonada de la cuantía. 

As mismo, se observa que la parte demandante señaló las dirucciones físicas y de correo 
ictrónico de las entidades demandadas, de la parte actora, del apoderado del demandante, y 

cit la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. 

6  dicionalmente se anexó al escrito demandatorio la petición en copi mediante la cual se solicita 
5e configure el silencio administrativo negativo y que como resultaco tiene el acto administrativo 
1 cto o presunto demandado, y el acto administrativo demandado, los documentos relacionados 
;orno pruebas en la demanda, poder debidamente conferido al profesional del derecho que 
suscribe la demanda y copias de a demanda para el traslado a la ent dad demandada, a la Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica del Estado, al Ministerio Público (en concordancia con lo dispuesto 
en el artículo 199 del C.P.A.C.A modificado por el artículo 612 del C.G.P.) y para el archivo del 
Juzgado. 

Así las cosas y en virtud de lo ¡Interiormente establecido, este despacho 

RESUELVE: 

PRIMERO. ADMITIR la demanda de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, 
instaurada mediante apoderado constituido al efecto por EDEL MARINA ROBERTO SIERRA en 
contra de la NACIÓN — MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL — FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-DEPARTAMENTO DE BOYACA-
SECRETARIA DE EDUCACION- FIDUPREVISORA S.A 

SEGUNDO. Tramitar por el procedimiento previsto para el proceso ordinario de primera 
instancia, conforme a lo dispuesto en el numeral 2° del artículo 155 del C.P.A.C.A. 

TERCERO. Notificar personalmente el contenido de esta providencia a la NACIÓN —
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL — FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO-DEPARTAMENTO DE BOYACA-SECRETARIA DE 
EDUCACION- FIDUPREVISORA S.A conforme lo prevén los artículos 197 y 199 del C.P.A.C.A., 
modificado por el artículo 612 del C.G.P. 

CUARTO. 	Notificar personalmente el contenido de esta providencia a LA AGENCIA 
NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO, conforme lo prevén los artículos 197 y 199 
del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 612 del C.G.P. 

QUINTO. 	Notificar por estado electrónico al DEMANDANTE conforme lo prevén los artículos 
171 y 201 del C.P.A.C.A. 

SEXTO. 	Notificar personalmente al señor AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO delegado 
ante esta Corporación, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones 
judiciales a que se refiere los artículos 197 y 199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 612 del 
C.G.P. 

SÉPTIMO. 	Fijar la suma de VEINTE MIL DOSCIENTOS PESOS M/CTE ($20.200) para los 
gastos de envío de que trata el inciso 4° del articulo 199 del C.P.A.C.A. modificado por el articulo 
612 del C.G.P. que deberá ser consignada por la parte demandante en la cuenta No. 4-1503-0-
21056-0 del BANCO AGRARIO, PARA GASTOS PROCESALES DEL JUZGADO QUINTO 
ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE TUNJA y acreditando su pago 
en la Secretaría del Juzgado dentro de los cinco (05) días siguientes a la notificación por estado 
de esta providencia, so pena de dar aplicación á articulo 178 del C.P.A.C.A. 

Notificado el demandado, córrase traslado por el término legal de treinta (30) días, para que la 
entidad demandada pueda contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar la práctica de 
pruebas, llamar en garantía, y en su caso, presentar demanda de reconvención (Art. 172 del 
C.P.A.C.A). 

OCTAVO. 	Adviértase a las demandadas que con la contestación de la demanda se deberán 
allegar todas las pruebas que obran en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, los 
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

JCM 

dictámenes periciales que considere necesarios para oponerse a las pretensiones, el expediente 
administrativo que contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso. La inobservancia 
de estos deberes constituye falta gravísima del iincior ario encargado del asunto en los términos 
previstos en el articulo 175 del C.P.A.C.A. 

NOVENO. Reconocer personería al Abogado C:\RLOS  JAVIER PALACIOS SIERRA portador de 
la T.P. No. 277811 del C.S J., para actuar como apoderado judicial de la parte demandante, en los 
términos y para los efectos del respectivo pode'zonferido (f1.1). 

DÉCIMO. Requerir a la parte demandante parz que en el término de cinco (5) días siguientes a 
la notificación por estado de esta providencia, 'llegue a este proceso certificación o manifestación 
bajo gravedad de juramento del último lugar dfl prestación del servicio de la demandante. 

Se conserva registro del original de est i providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual do este Despacho. 

Oportunamente vuelva el expediente al Despacho para proveer lo pertinente. 

Ilfn• 
S' 	

J 9919VTOAVAIEVISTRATI • 
CYNAL DIE '1VXfi 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

El auto anterior se notificó por Estafo Electrenreo No,10 de hoy 02 de marzo de 
2018, siendo les 8.00 AA y se publicó en el Portal Web de la rama Judicial 

C)/1/ 

YULIETH YURANY NUFC BOHORQUEZ 
SFISETAXIIIDIAMIWATII AIIIIRIS1111111171 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (01) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

MEDIO DE CONTROL: 	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: 	LILIANA MARCELA ÁVILA GIL 
DEMANDADO: 	 NACIÓN — MINISTERIO DE EDUCACIÓN — FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO 

RADICADO: 	 15001-3333-005-2018-00064-00 

Procede el despacho a estudiar la admisión de la demanda y para ello determinará la 
naturaleza del medio de control interpuesto, si se cumple con los presupuestos, el contenido 
de la demanda y los anexos que deben acompañarla 

1. Naturaleza del Medio de Control. 

En ejercicio del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, 
consagrado en el artículo 138 del C.P.A.C.A., por intermedio de apoderado judicial, la señora 
LILIANA MARCELA ÁVILA GIL solicita se declare la existencia del silencio administrativo 
negativo y la nulidad del acto ficto o presunto, producto del silencio administrativo negativo, 
respecto de la solicitud PQR 2017PQR34429 radicada el 14 de julio de 2017, ante el Ministerio 
de Educación Nacional- Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio- Secretaria de 
Educación de Boyacá, la cual presuntamente niega el reconocimiento y pago de la Sanción 
Moratoria solicitada ante esta entidad, por el no pago oportuno de la Cesantía Parcial a favor 
de la demandante. 

Que, como consecuencia delo anterior, a título de restablecimiento del derecho, se ordene el 
reconocimiento, liquidación y pago a la demandante de la Indemnización Moratoria por el no 
pago oportuno de la Cesantía Parcial, la cual fue reconocida a la señora LILIANA MARCELA 
ÁVILA GIL, mediante Resolución No. 006270 del lo de octubre de 2015, que sobre las sumas 
adeudadas se incorporen los ajustes de valor conforme al IPC de acuerdo a lo dispuesto en el 
artículo 187 del C.P.A.C.A., que se condene a la entidad demandada al pago de intereses 
moratorios conforme a lo establecido en el artículo 192 del C.P.A.C.A. y que se condene a la 
entidad accionada al pago de costas y agencias en derecho. 

En atención a lo anterior, tenemos que para el caso en efecto se trata de un acto administrativo 
de carácter particular y concreto, y de un acto administrativo ficto o presunto derivado del 
presunto silencio administrativo de las autoridades demandadas, que definen una situación 
jurídica respecto del actor, lesionando un derecho que se considera amparado en una norma 
jurídica. 

2. De la conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad. 

El artículo 161 del C.P.A.C.A. establece los requisitos de procedibilidad de la demanda de la 
siguiente manera: 

"ARTICULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de la 
demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos: 

1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial 
constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen 
pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación directa y 
controversias contractuales..." 

A su vez, el artículo 42 A de la Ley 270 de 1996, adicionado por el articulo 13 de la Ley 1285 
de 2009, dispone: 
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ARTICULO 42A. Adicionado por el art. 13. de la Ley 1285 de 2009. Conciliación judicial 
y extrajudicial en materia contencioso-administrativa. A partir de la vigencia de esta ley, 
cuando los asuntos sean conciliables, siempre constituirá requisito de procedibilidad de 
las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso 
Administrativo o en las normas que lo sustituyan, el adelantamiento del trámite de la 
conciliación extrajudicial. 

A folios 17 a 19 del expediente, obra copia de la audiencia de conciliación prejudicial 
adelantada ante la Procuraduría 177 Judicial I para Asuntos Administrativos el día 22 de enero 
de 2018, en la cual se indica fracasada la diligencia de conciliación, por medio de la cual se 
pretendió conciliar el asunto sobre el cual versa la presente controversia, debido a la ausencia 
de ánimo conciliatorio, expresado por la parte convocada. 

3. Presupuestos del Medio de Control. 

a) De la competencia por cuantía y territorial 

El numeral 2° del articulo 155 del C.P.A.C.A. dispone que los jueces administrativos conozcan 
en primera instancia de las demandas de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter 
laboral, que no provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, cuando la cuantía no exceda de 50 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 

En este caso la demanda fue presentada el 15 de febrero de 2018 (ft 14.), fecha para la 
cual la cuantía máxima en primera instancia es de $ 39'062.100. La estimada por la parte 
actora es de $8.302.207,37 por los 97 días de mora que reclama, cuantía calculada conforme 
al artículo 157 del CPACA (fl. 13). Sin exceder los 50 salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 

El numeral 3 del artículo 156 del C.P.A.C.A., señala que la competencia territorial en los 
asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral se determinará por el 
último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios. Si bien no hay prueba 
ni manifestación del último lugar de prestación de servicios del demandante, este despacho 
asumirá competencia al observarse que la demandante es docente vinculada al Departamento 
de Boyacá, prestando sus servicios el municipio de Chiquinquirá (fls.16), el cual pertenece a 
este Circuito Judicial Administrativo. 

b) De la legitimación para demandar y de la representación judicial. 

Interpone la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho LILIANA MARCELA ÁVILA 
GIL afectado por la decisión de no reconocer y pagar la indemnización moratoria por el no 
pago oportuno de una cesantía parcial (12) 

Otorga poder debidamente conferido al abogado DONALDO ROLDÁN MONROY portador de 
la T.P. No. 71.324 del C.S.J., (f1.1). 

c) Del agotamiento del Procedimiento Administrativo. 

Frente al acto ficto o presunto, se encuentra copia información SAC del requerimiento No 
2017PQR34429 (f1.23), en la cual se observa que la petición fue radicada ante la demandada el 
día 14 de julio de 2017, por lo que a la fecha de la interposición de la demanda ya han 
transcurrido más de seis meses, sin que se verifique decisión de fondo por parte de la 
administración respecto de la petición hecha por el demandante, cumpliéndose con el término 
establecido por el artículo 83 del C.P.A.C.A.. Debe advertirse que al demandarse un acto ficto o 
presunto derivado del silencio administrativo de la autoridad demandada, no es indispensable la 
interposición de recursos, razón por la cual la proposición jurídica se encuentra completa. 

d) De la caducidad del Medio de Control. 

Sobre el acto ficto o presunto derivado del silencio administrativo de la Nación Ministerio de 
Educación Nacional — Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, encuentra el 
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59 
despacho que no estaría afectada por el fenómeno de la caducidad, en tanto el literal d) del 
numeral 1 del artículo 164 del C.P.A.C.A. dispone que la demanda puede ser presentada en 
cualquier tiempo cuando "(...) Se dirija contra actos productos del silencio administrativo (..f. 

4. Del contenido de la demanda y sus anexos. 

Se cumple en éste caso con lo dispuesto en el artículo 162 del C.P.A.C.A: designación de 
partes y representantes, lo que se demanda, hechos u omisiones que sirven de 
fundamento del medio de control, fundamentos de derecho, normas violadas y concepto 
de violación así como las pruebas y estimación razonada de la cuantía. 

Así mismo, se observa que la parte demandante señaló las direcciones físicas y de correo 
electrónico de las entidades demandadas, de la parte actora, del apoderado del demandante, 
y de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. 

Adicionalmente se anexó al escrito demandatorio la petición en copia, mediante la cual se 
solicita se configure el silencio administrativo negativo y que como resultado tiene el acto 
administrativo ficto o presunto demandado, y el acto administrativo demandado, los 
documentos relacionados como pruebas en la demanda, poder debidamente conferido al 
profesional del derecho que suscribe la demanda y copias de la demanda para el traslado a la 
entidad demandada, a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, al Ministerio 
Público (en concordancia con lo dispuesto en el artículo 199 del C.P.A.C.A. modificado por el 
artículo 612 del C.G.P.) y para el archivo del Juzgado. 

Se considera, por último, que en virtud de lo señalado en el mensaje de correo electrónico 
enviado el día 17 de mayo de 2013 por la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado a 
la dirección de correo electrónico de este despacho que indica "SEÑOR DESPACHO 
JUDICIAL, SI SU NOTIFICACIÓN FUE REALIZADA POR CORREO ELECTRONICO NO 
SERÁ NECESARIO NOTIFICARLA POR CORREO CERTIFICADO. PROCEDERÁ DE 
IGUAL FORMA SI SU NOTIFICACIÓN ES REALIZADA POR CORREO CERTIFICADO EN 
ESTE CASO NO SERÁ NECESARIO NOTIFICARLO POR CORREO ELECTRÓNICO"  este 
despacho dispondrá, ajustandose a los principios de economía y eficiencia que r gen los 
postulados del Derecho Procesal, notificar a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado por correo electrónico sin que se considere necesario enviarle por correo certificado la 
copia del traslado de la presente demanda. 

Así las cosas y en virtud de lo anteriormente establecido, este despacho 

RESUELVE: 

PRIMERO. ADMITIR la demanda de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, 
instaurada mediante apoderado constituido al efecto por LILIANA MARCELA ÁVILA GIL en 
contra de la NACIÓN — MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL — FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y LA FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A 

SEGUNDO. Tramitar por el procedimiento previsto para el proceso ordinario de primera 
instancia, conforme a lo dispuesto en el numeral 2° del artículo 155 del C.P.A.C.A. 

TERCERO. Notificar personalmente el contenido de esta providencia a la NACIÓN —
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL — FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO Y A LA FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A conforme lo prevén 
los artículos 197 y 199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 612 del C.G.P. 

CUARTO. 	Notificar personalmente el contenido de esta providencia a LA AGENCIA 
NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO, conforme lo prevén los artículos 197 y 
199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 612 del C.G.P. 

QUINTO. 	Notificar por estado electrónico al DEMANDANTE conforme lo prevén los 
artículos 171 y 201 del C.P.A.C.A. 
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o 
SEXTO. 	Notificar personalmente al señor AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO 
delegado ante esta Corporación, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para 
notificaciones judiciales a que se refiere los artículos 197 y 199 del C.P.A.C.A., modificado por 
el artículo 612 del C.G.P. 

SÉPTIMO. 	Fijar la suma de SIETE MIL QUINIENTOS PESOS MICTE ($7.500) para los 
gastos de envío de que trata el inciso 4° del artículo 199 del C.P.A.C.A. modificado por el 
artículo 612 del C.G.P. que deberá ser consignada por la parte demandante en la cuenta No. 
4-1503-0-21056-0 del BANCO AGRARIO, PARA GASTOS PROCESALES DEL JUZGADO 
QUINTO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE TUNJA y 
acreditando su pago en la Secretaría del Juzgado dentro de los cinco (05) días siguientes a la 
notificación por estado de esta providencia, so pena de dar aplicación al artículo 178 del 
C.P.A.C.A. 

Notificado el demandado, córrase traslado por el término legal de treinta (30) días, para que 
la entidad demandada pueda contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar la práctica 
de pruebas, llamar en garantía, y en su caso, presentar demanda de reconvención (Art. 172 
del C.P.A.C.A). 

OCTAVO. 	Adviértase a las demandadas que con la contestación de la demanda se 
deberán allegar todas las pruebas que obran en su poder y que pretenda hacer valer en el 
proceso, los dictámenes periciales que considere necesarios para oponerse a las pretensiones, 
el expediente administrativo que contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso. 
La inobservancia de estos deberes constituye falta gravísima del funcionario encargado del 
asunto, en los términos previstos en el artículo 175 del C.P.A.C.A. 

NOVENO. Reconocer personería al Abogado DONALDO ROLDÁN MONROY portador de la 
T.P. No. 71.324 del C.S.J., para actuar como apoderado judicial de la parte demandante, en los 
términos y para los efectos del respectivo poder conferido (11.1). 

DÉCIMO. Por Secretaria, háganse los registros pertinentes en el SISTEMA PARA LA 
GESTIÓN DE PROCESOS JUDICIALES- JUSTICIA SIGLO XXI. 

La presente providencia será notificada en estado de acuerdo a lo establecido en el artículo 
201 del C.P.A.C.A.; estado que podrá ser consultado en el portal de la Rama Judicial 
www.ramaLudicial.00v.co  enlace "Juzgados Administrativos" — "Boyacá" — "Juzgado 05 
Administrativo de Tunja" — "Estados electrónicos", lo mismo que en el SISTEMA PARA LA 
GESTIÓN DE PROCESOS JUDICIALES- JUSTICIA XXI WEB-TYBA. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

ra proveer lo pertinente. Oportunamente vuelva el expediente al Desp 
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Ingresa el expediente al Despacho para resolver el recurso de reposición (fls.21-24) 
presentado por el actor popular contra el auto proferido el día 14 de febrero de 2018, 
por medio del cual se inadmitió la demanda de la referencia. 

1. DEL RECURSO 

El accionante SERGIO AUGUSTO MALA SILVA mediante escrito radicado el 20 de 
febrero de 2018 (fls.21-24), interpuso recurso de reposición contra el auto de 14 de 
febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la demanda conforme a lo establecido 
por el artículo 20 de la Ley 472 de 1998, argumentando lo siguiente: 

• La prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, constituye el fin 
principal de la administración de justicia. En tal sentido, si en la narración 
de los hechos se realiza una afirmación o denegación de carácter general 
indeterminada (presunción de hecho) le corresponde a la entidad 
demandada probar lo contrario, "toda vez que la finalidad del medio de 
control es precaver el derecho a la seguridad y prevención de desastres 
previsibles técnicamente y con fines de evitar el daño contingente, hacer 
cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e 
intereses colectivos y no por el contrario entrar a analizar de fondo el asunto 
so pretexto de no cumplir con lo señalado en el artículo 18 de la Ley 472 de 
1998,-  (122 Vto.) 

• Se agotó en debida forma el requisito previsto en el artículo 144 del 
C.P.A.C.A. pues se solicitó a la entidad demandada, entre otros, la relación 
de las edificaciones y estudios técnicos, los cuales no fueron allegados. 
Además, en el acápite de pruebas del escrito de demanda se solicitó la 
documentación y demás medios de convicción con el fin de entrar a 
demostrar que la entidad vulnera los derechos colectivos, por lo que no se 
puede pretermitir la etapa probatoria. 

• Es desproporcionado exigir la determinación de la estructura y es por ello 
que se realiza de manera genérica, por lo que so pretexto de ambigüedad 
no se puede denegar el acceso a la administración de justicia. 

Por lo anterior, solicita al Despacho reponer el auto de 14 de febrero de 2018, y en su 
lugar se proceda a la admisión de la demanda de la referencia continuando con el 
curso normal del proceso. 

Procede el Despacho a resolver el recurso, previas las siguientes 
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II. CONSIDERACIONES 

Entra el Despacho a resolver los argumentos expuestos por el recurrente, teniendo en 
cuenta que el presente recurso es procedente en los términos del artículo 36 de la Ley 
472 de 1998, el cual dispone que "Contra los autos dictados durante el trámite de la 
Acción Popular procede el recurso de reposición, e/ cual será interpuesto en los 
términos del Código de Procedimiento Civil." 

De igual manera, considera el Despacho que es innecesario correr el traslado del 
recurso previsto en el inciso último del artículo 319 del C.G.P., si se tiene en cuenta 
que en el presente caso no se ha trabado la relación jurídica procesal y por tanto no 
hay contraparte que controvierta'. 

Ahora, las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar 
el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses 
colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible. Los 
requisitos sustanciales para la procedencia de la acción popular se limitan a O Que se 
invoque como vulnerado o amenazado algún derecho o interés colectivo, y Que se 
señalen los hechos u omisiones que pueden estar causando tal situación2. 

El articulo 18 de Ley 472 de 1998, es claro en señalar que "para promover una 
acción popular se presentará una demanda o petición con los siguientes 
requisitos: a) La indicación del derecho o interés colectivo amenazado o vulnerado; 
b) La indicación de los hechos, actos, acciones u omisiones que motivan su petición; 
c) La enunciación de las pretensiones; d) La indicación de la personas natural o 
jurídica, o la autoridad pública presuntamente responsable de la amenaza o del 
agravio, si fuere posible; e) Las pruebas que pretenda hacer valer, O Las direcciones 
para notificaciones; g) Nombre e identificación de quien ejerce la acción. La demanda 
se dirigirá corra el presunto responsable del hecho u omisión que la motiva, si fuere 
conocido. No obstante, cuando en el curso del proceso se establezca que existen 
otros posibles responsables, el juez de primera instancia de oficio ordenará su citación 
en los términos en que aqui se prescribe para el demandado". 

Así las cosas, no es caprichoso ni mucho menos desproporcionado, exigir claridad 
respecto de los hechos y pretensiones de la demanda, ya que ello corresponde a los 
elementos mínimos que debe contener la acción interpuesta; en el presente caso la 
parte demandante no presento hecho u argumento nuevo a los estudiados al momento 
de inadmitir la demanda, que permita variar la posición adoptada en dicho momento. 

Solicitar información a la administración de la existencia o no de edificaciones 
indispensables y de atención a la comunidad, o si se ha practicado la evaluación de 
vulnerabilidad sismica, en nada guarda relación con el agotamiento del requisito 
previo, no se demuestra que el actor popular haya puesto en consideración de la 
administración municipal de manera previa a la presentación de la demanda, la 
adopción de medidas necesarias de protección dei derecho colectivo respecto de una 
estructura en especial, pues se limitó a realizar una petición de información (fi. 23), no 
cumpliendo con el agotamiento del requisito previsto en el numeral 4 del artículo 161 
del C.P.A.C.A., y corno se indicó anteriormeute, al Juez Constitucional debe acudirse 
solamente cuando la autoridad administrativa, a quien se le imputa la vulneración, no 
conteste o se niegue a adoptar las medidas necesarias de protección del derecho o 
interés colectivo amenazado o violado, previa reclamación. 

Respecto a m anterior y centrarlo a lo que indica el actor esperar el agotamiento de 
la atapa probatoria en sede judicial, para determinar a ciencia cierta la acción u 
omisión vulnerarte frente a una edificación en especifico, afecta el derecho de 
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defensa que le asiste a la contraparte y no es de recibo el planteamiento del libelista 
en aplicar de entrada a la parte demandada una presunción legal respecto de los 
hechos que según el mismo actor popular, son genéricos. Además, determinar la 
acción u omisión vulnerante, no es con el fin de determinarla como un acápite en un 
escrito, sino en poner en manifiesto y permitir a la administración ejercer su control 
judicial. 

De igual manera, ni la administración ni mucho menos el operador judicial, pueden 
entrar a suponer los hechos y pedimentos del actor, más aun cuando como se indicó 
en el auto de inadmisión, la norma de sismoresistencia (NSR-10) cubre a más de 10 
tipos de edificaciones, por lo que entrar a especular sobre estos aspectos pretermite 
el principio de iura novit curia y en tal sentido, constituye como deber mínimo del 
accionante, el planteamiento de unos hechos, actos, acciones u omisiones claros y 
determinados (Art. 18 Ley 472 de 1998 y Art 162 CPACA). En el caso bajo estudio, 
los hechos no fueron precisados con exactitud, pues a pesar de encontrarse en orden 
cronológico, los mismos no son concretos. 

Respecto a las afirmaciones del recurrente relacionados con la existencia de exceso 
de ritual manifiesto, el Despacho considera que las mismas son precipitadas ya que 
como lo ha indicado la Jurisprudencia Constitucional, este se configura cuando el 
funcionario judicial "(Uno tiene presente que el derecho procesal es un medio para la 
realización efectiva de los derechos de los ciudadanos, renuncia conscientemente 
a la verdad jurídica objetiva pese a los hechos probados en el caso concreto, (iü) 
porque almea rigurosamente el derecho procesal, (iv) pese a que dicha actuación 
devenga en el desconocimiento de derechos fundamentales"3  y en el presente caso 
no existe prueba alguna que se esté obviando u omitiendo, al contrario, se dio 
oportunidad al actor popular para que cumpliera con los requisitos que permitan darle 
trámite a la demanda, pues las manifestaciones establecidas en la misma no 
constituyen propiamente hechos ni prueba alguna de la violación o puesta en peligro 
de un derecho colectivo, sino que sólo se trata dei recuento procesal, que incluye 
apreciaciones subjetivas y reproches frente al mismo. 

Además, el garantizar fas formas propias de cada juicio y el derecho de defensa de 
ambas partes, no solo del actor popular, sino también el de la contraparte, quien tiene 
derecho a conocer de forma previa y determinada los hechos que configuran la 
vulneración del derecho colectivo, no es una renuncia conscientemente a la verdad 
jurídica objetiva y menos una infundada aplicación rigurosa del derecho procesal; es 
la protección del debido proceso de los sujetos que intervienen (Art. 29 C.P). 

En virtud de los argumentos expresados anteriormente, este Despacho dispondrá no 
reponer el auto proferido el 14 de febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la 
demanda de la referencia. 

Frente al término otorgado para subsanar la demanda, este Despacho se atendrá a lo 
dispuesto por ea inciso 40  del artículo 118 gel C.S.F., el cual establece que "...Cuando 
se interpongan recursos conira la providencia que concede el término, o del auto a 
partir de cuya notificación debe correr un término por ministerio de la ley, este se 
interrumpirá y comenzará a correr a partir del día siguiente al de la notificación del 
auto que resueiva el recurso.", razón por la cual se entiende que con la presentación 
del recurso de reposición contra el auto inadmisorio de la demanda se interrumpió el 
término otorgado para la subsanación de la misma (10 días), término que se 
reanudará entonces a partir del día siguiente a la notificación de la presente 
providencia 

En consecuencia de lo anterior, este Despacho 

Sente.ro ,-317 	2 '7 



Se conserva registro del original de er providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

FABIO HUÉRF 

di
4 ' 

1 
Juzgado Quino Jftministmsico 

id Circuito yudiciaf Éfr T'unja 
NO17FICAC3ÓN POR ESTADO ELECTRONIC() 

El acolar aula 5e notificó por Estado Electrónico Nro. 10 de hoy 02 
de mano de 2010, siendo les 8:00 AM. 

YUUETH YURANY NUNEZ BOHORQUQ 
unithitin itucno Plnin 11111 \ 

Z`\ REFERENCrA 	 ACCIÓN POPULAR 
DEMANDANTE 	S121,010 AUGUSTO AVALA SILVA 
DEMANDADO 	 MON C010 DE PAEZ 
RADICADO 	 1509 r 3333 005 201800051 00 

RESUELVE: 

PRIMERO.- No reponer el auto de fecha 14 de febrero de 2018, por medio de la cual 
se inadmitió la demanda presentada en ejercicio de la Acción Popular por el señor 
SERGIO AUGUSTO AYALA SILVA contra el Municipio de Páez, de conformidad con 
lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO.- Continuar con el trámite del proceso, advirtiéndose que el término 
otorgado al accionante para subsanar la demanda, se reanudará a partir del día 
siguiente a la notificación por estado electrónico de la presente providencia, de 
conformidad con lo establecido en el artiroio 118 del C.G.P. 

Por Secretaria realzar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 
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Ingresa el expediente al Despacho para resolver el recurso de reposición (fls.20-23) 
presentado por el actor popular contra el auto proferido el día 14 de febrero de 2018, 
por medio del cual se inadmitió la demanda de la referencia. 

I. DEL RECURSO 

El accionante SERGIO AUGUSTO AYALA SILVA mediante escrito radicado el 20 de 
febrero de 2018 (fls.21-24), interpuso recurso de reposición contra el auto de 14 de 
febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la demanda conforme a lo establecido 
por el artículo 20 de la Ley 472 de 1998, argumentando lo siguiente: 

• La prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, constituye el fin 
principal de la administración de justicia. En tal sentido, si en la narración 
de los hechos se realiza una afirmación o denegación de carácter general 
indeterminada (presunción de hecho) le corresponde a la entidad 
demandada probar lo contrario, "toda vez que la finalidad del medio de 
control es precaver el derecho a la seguridad y prevención de desastres 
previsibles técnicamente y con fines de evitar el daño contingente, hacer 
cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e 
intereses colectivos y no por el contrario entrar a analizar de fondo el asunto 
so pretexto de no cumplir con lo señalado en el artículo 18 de la Ley 472 de 
1998." (121 Vto.) 

• Se agotó en debida forma el requisito previsto en el artículo 144 del 
C.P.A.C.A. pues se solicitó a la entidad demandada, entre otros, la relación 
de las edlficaciones y estudios técnicos, los cuales no fueron allegados. 
Además, en el acápite de pruebas del escrito de demanda se solicitó la 
documentación y demás medios de convicción con el fin de entrar a 
demostrar que la entidad vulnera los derechos colectivos, por lo que no se 
puede pretermitir la etapa probatoria. 

• Es desproporcionado exigir la determinación de la estructura y es por ello 
que se realiza de manera genérica, por lo que so pretexto de ambigüedad 
no se puede denegar el acceso a la administración de justicia. 

Por lo anterior, solicita al Despacho reponer el auto de 14 de febrero de 2018, y en su 
lugar se proceda a la admisión de la demanda de la referencia continuando con el 
curso normal del proceso. 

Procede el Despacho a resolver el recurso previas las siguientes 
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II. CONSIDERACIONES 

Entra el Despacho a resolver los argumentos expuestos por el recurrente, teniendo en 
cuenta que el presente recurso es procedente en los términos del artículo 36 de la Ley 
472 de 1998, el cual dispone que "Contra los autos dictados durante el trámite de la 
Acción Popular procede el recurso de reposición, el cual será interpuesto en los 
términos del Código de Procedimiento Civil". 

De igual manera, considera el Despacho que es innecesario correr el traslado del 
recurso previsto en el inciso último del artículo 319 del C.G.P., si se tiene en cuenta 
que en el presente caso no se ha trabado la relación jurídica procesal y por tanto no 
hay contraparte que controviertas. 

Ahora, las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar 
el peligro, la amenaza la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses 
colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible. Los 
requisitos sustanciales para la procedencia de la acción popular se limitan a i) Que se 
invoque como vulnerado o amenazado algún derecho o interés colectivo, y Que se 
señalen los hechos u omisiones que pueden estar causando tal situación2. 

El artículo 18 de Ley 472 de 1998, es claro en señalar que "para promover una 
acción popular se presentará una demanda o petición con los siguientes 
requisitos: a) La indicación del derecho o interés colectivo amenazado o vulnerado; 
b) La indicación de los hechos, actos, acciones u omisiones que motivan su petición; 
c) La enunciación de las pretensiones; d) La indicación de la personas natural o 
jurídica, o la autoridad pública presuntamente responsable de la amenaza o del 
agravio, si fuere posible; e) Las pruebas que pretenda hacer valer; O Las direcciones 
para notificaciones; g) Nombre e identificación de quien ejerce la acción. La demanda 
se dirigirá contra el presunto responsable del hecho u omisión que la motiva, si fuere 
conocido. No obstante, cuando en el curso del proceso se establezca que existen 
otros posibles responsables, el juez de primera instancia de oficio ordenará su citación 
en los términos en que aquí se prescribe para el demandado". 

Así las cosas, no es caprichoso ni mucho menos desproporcionado, exigir claridad 
respecto de los hechos y pretensiones de la demanda, ya que ello corresponde a los 
elementos mínimos que debe contener la acción interpuesta; en el presente caso la 
parte demandante no presento hecho u argumento nuevo a los estudiados al momento 
de inadmitir la demanda, que permita variar la posición adoptada en dicho momento. 

Solicitar información a la administración de la existencia o no de edificaciones 
indispensables y de atención a la comunidad, o si se ha practicado la evaluación de 
vulnerabilidad sísmica, en nada guarda relación con el agotamiento del requisito 
previo, no se demuestra que el actor popular haya puesto en consideración de la 
administración municipal de manera previa a la presentación de la demanda, la 
adopción de medidas necesarias de protección del derecho colectivo respecto de una 
estructura en especial, pues se limitó a realizar una petición de información (fi. 22), no 
cumpliendo con el agotamiento del requisito previsto en el numeral 4 del artículo 161 
del C.P.A.C.A., y como se indicó anteriormente, al Juez Constitucional debe acudirse 
solamente cuando la autoridad administrativa, a quien se le imputa la vulneración, no 
conteste o se niegue a adoptar las medidas necesarias de protección del derecho o 
interés colectivo amenazado o violado, previa reclamación. 

Respecto a lo anterior y contrario a lo que indica el actor, esperar el agotamiento de 
la etapa probatoria en sede judicial, para determinar a ciencia cierta la acción u 
omisión vulnerante frente a una edificación en específico, afecta el derecho de 
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defensa que le asiste a la contraparte y no es de recibo el planteamiento del libelista 
en aplicar de entrada a la parte demandada una presunción legal respecto de los 
hechos que según el mismo actor popular, son genéricos. Además, determinar la 
acción u omisión vulnerante, no es con el fin de determinarla como un acápite en un 
escrito sino en poner en manifiesto y permitir a la administración ejercer su control 
judicial. 

De igual manera, ni la administración ni mucho menos el operador judicial, pueden 
entrar a suponer los hechos y pedimentos del actor, más aun cuando como se indicó 
en el auto de inadmisión, la norma de sismoresistencia (NSR-10) cubre a más de 10 
tipos de edificaciones, por lo que entrar a especular sobre estos aspectos pretermite 
el principio de iura novit curia y en tal sentido, constituye como deber mínimo del 
accionante, el planteamiento de unos hechos, actos, acciones u omisiones claros y 
determinados (Art. 18 Ley 472 de 1998 y Art 162 CPACA). En el caso bajo estudio, 
los hechos no fueron precisados con exactitud, pues a pesar de encontrarse en orden 
cronológico, los mismos no son concretos. 

Respecto a las afirmaciones del recurrente relacionados con la existencia de exceso 
de ritual manifiesto, el Despacho considera que las mismas son precipitadas ya que 
como lo ha indicado la Jurisprudencia Constitucional, este se configura cuando el 
funcionario judicial "(i no tiene presente que el derecho procesal es un medio para la 
realización efectiva de los derechos de los ciudadanos, (ii) renuncia conscientemente 
a la verdad jurídica objetiva pese a los hechos probados en el caso concreto, (iii) 
porque aplica rigurosamente el derecho procesal, (iv) pese a que dicha actuación 
devenga en el desconocimiento de derechos fundamentalesig y en el presente caso 
no existe prueba alguna que se esté obviando u omitiendo, al contrario, se dio 
oportunidad al actor popular para que cumpliera con los requisitos que permitan darle 
trámite a la demanda, pues las manifestaciones establecidas en la misma no 
constituyen propiamente hechos ni prueba alguna de la violación o puesta en peligro 
de un derecho colectivo, sino que sólo se trata del recuento procesal, que incluye 
apreciaciones subjetivas y reproches frente al mismo. 

Además, el garantizar las formas propias de cada juicio y el derecho de defensa de 
ambas partes, no solo del actor popular, sino también el de la contraparte, quien tiene 
derecho a conocer de forma previa y determinada los hechos que configuran la 
vulneración del derecho colectivo, no es una renuncia conscientemente a la verdad 
jurídica objetiva y menos una infundada aplicación rigurosa del derecho procesal; es 
la protección del debido proceso de los sujetos que intervienen (Art. 29 C.P). 

En virtud de los argumentos expresados anteriormente, este Despacho dispondrá no 
reponer el auto proferido el 14 de febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la 
demanda de la referencia. 

Frente al término otorgado para subsanar la demanda, este Despacho se atendrá a lo 
dispuesto por el Inciso 4° del artículo 118 del C G.P., el cual establece que "...Cuando 
se interpongan recursos contra la providencia que concede el término, o del auto a 
partir de cuya notificación debe correr un término por ministerio de la ley, este se 
interrumpirá y comenzará a correr a partir del día siguiente al de la notificación del 
auto que resuelva el recurso.", razón por la cual se entiende que con la presentación 
del recurso de reposición contra el auto inadrnisorio de la demanda se interrumpió el 
término otorgado para la subsanación de la misma (10 días), término que se 
reanudará entonces a partir del día siguiente a la notificación de la presente 
providencia. 

En consecuencia de lo anterior, este Despacho 

♦ Sentenna T-317 de 20/ 7 
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RESUELVE: 

PRIMERO.- No reponer el auto de fecha 14 de febrero de 2018, por medio de la cual 
se inadmitió la demanda presentada en ejercicio de la Acción Popular por el señor 
SERGIO AUGUSTO AYALA SILVA contra el Municipio de Gachantivá, de 
conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO.- Continuar con el trámite del proceso, advirtiéndose que el término 
otorgado al accionante para subsanar la demanda, se reanudará a partir del día 
siguiente a la notificación por estado electrónico de la presente providencia, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 118 del C.G.P. 

Por Secretaría realizar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
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Ingresa el expediente al Despacho para resolver el recurso de reposición (fls.21-24) 
presentado por el actor popular contra el auto proferido el día 14 de febrero de 2018, 
por medio del cual se inadmitió la demanda de la referencia. 

I. DEL RECURSO 

El accionante SERGIO AUGUSTO AVALA SILVA mediante escrito radicado el 20 de 
febrero de 2018 (fis,21-24), interpuso recurso de reposición contra el auto de 14 de 
febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la demanda conforme a lo establecido 
por el artículo 20 de la Ley 472 de 1998, argumentando lo siguiente: 

• La prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, constituye el fin 
principal de la administración de justicia. En tal sentido, si en la narración 
de los hechos se realiza una afirmación o denegación de carácter general 
indeterminada (presunción de hecho) le corresponde a la entidad 
demandada probar lo contrario, "toda vez que la finalidad del medio de 
control es precaver el derecho a la seguridad y prevención de desastres 
previsibles técnicamente y con Mies de evitar el daño contingente, hacer 
cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e 
intereses colectivos y no por el contrario entrar a analizar de fondo el asunto 
so pretexto de no cumplir con lo señalado en el articulo 18 de la Ley 472 de 
1998." (fI.22 Vio.) 

• Se agotó en debida forma el requisito previsto en el artículo 144 del 
C.P.A.C.A. pues se solicitó a la entidad demandada, entre otros, la relación 
de las edificaciones y estuPios técnicos, los cuales no fueron allegados. 
Además, en el acápite de pruebes del escrito de demanda se solicitó la 
documentación y demás medios de convicción con el fin de entrar a 
demostrar que la entidad vulnera los derechos colectivos, por lo que no se 
puede pretermihr la etapa probatoria. 

• Es desproporcionado exigir la determinación de la estructura y es por ello 
que se realiza de manera genérica, por lo que so pretexto de ambigüedad 
no se puede denegar el acceso a la administración de justicia. 

Por lo anterior, sclicita al Despacho reponer el auto de 14 de febrero de 2018, y en su 
lugar se proceda a la admisión de la demanda de la referencia continuando con el 
curso normal del proceso. 

Procede ol illespacho a resolver el recurso, previas las siguientes 
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II. CONSIDERACIONES 

Entra el Despacho a resolver los argumentos expuestos por el recurrente, teniendo en 
cuenta que el presente recurso es procedente en los términos del artículo 36 de la Ley 
472 de 1998, el cual dispone que "Contra los autos dictados durante el trámite de la 
Acción Popular procede el recurso de reposición, el cual será interpuesto en los 
términos del Código de Procedimiento Civil." 

De igual manera, considera el Despacho que es innecesario correr el traslado del 
recurso previsto en el inciso último del artículo 319 del C.G.P., si se tiene en cuenta 
que en el presente caso no se ha rraotado á relación jurídica procesal y por tanto no 
hay contraparte que controviertas. 

Ahora, las acciones popuiares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar 
el peligro, á amenaza, á vulneración o agravio sobre los derechos e intereses 
colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible. Los 
requisitos sustanciales para la procedencia de la acción popular se limitan a i)Que se 
invoque como vulnerado o amenazado algún derecho o interés colectivo, y Que se 
señalen los hechos u omisiones que pueden estar causando tal situación2. 

El artículo 18 de Ley 472 de 1998, es claro en señalar que "para promover una 
acción popular se presentará una demanda o petición con los siguientes 
requisitos: a) La indicación del derecho o interés colectivo amenazado o vulnerado; 
b) La indicación de los hechos, actos, acciones u omisiones que motivan su petición; 
c) La enunciación de las pretensiones; La indicación de la personas natural o 
jurídica, o la autoridad pública presuntamente responsable de la amenaza o del 
agravio, si Mere posible; e) Les pruebes que preterida hacer valer; O Las direcciones 
para notificaciones:g./ Nombre e identificación de quien ejerce la acción. La demanda 
se dirigirá tonna tts presunto responscore de/ hecho u omisión que fa motiva, si fuere 
conocido. No obstante, cuando en el corso del proceso se establezca que existen 
otros posibles responsables, el juez de primera instancia de oficio ordenará su citación 
en los temimos .sn que aquí se presence pala el demandado". 

Asi las cosas, no es caprichoso ni mucho menos desproporcionado, exigir claridad 
respecto de los hechos y pretensiones de h demanda, ya que ello corresponde a los 
elementos mínimos que debe contener la acción interpuesta; en el presente caso la 
parte demandante. no presento hacho u argumento nuevo a los estudiados al momento 
de inadmitt-  la demanda, tare permita variar 19 posición adoptada en dicho momento. 

Solicitar información a k administración fea la existencia o no de edificaciones 
indispensables y de atención a la comandad, o si se ha practicado á evaluación de 
vulnerabilidad sisallca, en nada guama relación con el agotamiento del requisito 
previo, no rie demuestra que el actor poorlar haya ouesto en consideración de la 
adininisdaredn litinicioal de manera erevie a Irr presentación de la demanda, á 
adopción oe mecidas necesarias de protección del derecho colectivo respecto de una 
estructura se eepeiat:  pues se Iirnrro a realizar una petición de información (fl. 23), no 
cumpliendo con 171 agotamiento da requisa:. previsto en el numeral 4 del articulo 161 
del C.P.A.C./t., y corro se ind,có anle.rtormait :e a! Juez Constitucional debe acudirse 
solamente cuando la autoridad administrativa. a quien se le imputa á vulneración, no 
conteste o !jebee zi adoptar ás medida. necesarias de protección del derecho o 
interés colee:ad aderezado o violado prnyii, rapiamadIgri. 

Respecte p ';) antedeit y contrario a lo eme, indica el actor, esperar el agotamiento de 
la etapa r r-inirr rae ludidtat para E:terminar oiencia cierta la acción u 
omisión VLIVIlal. Thile 'rente a una edttosoidit en especitho, afecta el derecho de 
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defensa que le asiste a la contraparte, no es de recibo el planteamiento del libelista 
en aplicar rirl soroide a la parte Ci3;111'niadl una presunción legal respecto de los 
hechos ope rregen el minino actor papier son genéricos. Además, determinar la 
acción u omisitri valuerante, no es con el fin de determinarla como un acápite en un 
escrito, sino en poner en manifiesto y permitir a la administración ejercer su control 
judicial. 

De igual manera, ni la administración ni inucho menos el operador judicial, pueden 
entrar a stmoner los hechos y pedimentos del actor, más aun cuando como se indicó 
en el auto de inadmision, la norma de sismoresistencia (NSR-10) cubre a más de 10 
tipos de gni ¡can:ames not io ose einicar a esaecular sobre estos aspectos pretermite 
el pitinciolo +-  	boya tufo y en tc: sen■ido, constituye como aeber mínimo del 
accioiante, 	iiutiottfearniteato cie unce cien:ries, actos, acciones u omisiones claros y 
determinados r!trt. ler Ley 472 de "991.1 y bit i62 OPACA). En el caso bajo estudio, 
los hechos 71,:: farros precisados con exactittio, pues a pesar de encontrarse en orden 
cronoiógico, las mismos no son concretos .  

Respecto a las afirmaciones del recurrente relacionados con la existencia de exceso 
de ritual manifiesto, el Despacho considera que las mismas son precipitadas ya que 
como lo ha incinado o Jurisprudencia ConAtitucionai, este,  se configura cuando el 
funcionanc,,ntigea, -atoo llene preserde 7L al aerecno procesal es un medio para la 
realización rii'ertlivr de ;os deirecnos de )os ciudadanos, útj renuncia conscientemente 
a la VEJ11.9e; 	 csitia oese tos ctrectios niooados en e; caso concreto, (iii) 
porque annirca it(iorusanienue el derecho orrcesei iiy) pese a que oicna actuación 
devenga en el descaioctimiento de aerecitieu funcernentalesri y en el presente caso 
no existe prueba alguna que se este obviando u omitiendo, al contrario, se dio 
oportuniclaci al actor popular para que cumpliera con los requisitos que permitan darle 
trámite a demande. pues las manifestaciones establecidas en la misma no 
constituyen :utopia:mente recelos ni prueba altruna de la violación o puesta en peligro 
de un derert,r, colectivo, Sin() CILIP ,ni) ata itiel recuento procesal, que incluye 
apreciar ir7.„ ,,‘,e,,,jot;•,*1*: y i':!pel>C!e 7•5, rr3í e ti: mismo, 

Además, e.; c.EdPii ,ti7Eto ittirmatt prouisis ce. ce& i•iicio y el derecho de defensa de 
ambas r”111{,,,s, ez, SOIC5 	 popular si, e,  aarribién el de ia contraparte, quien tiene 
derecha a curocer de (Grata previa a determinada los hechos que configuran la 
vulneración del derecho coiective, no es una renuncia conscientemente a la verdad 
jurioica obirdi,o, y meros una infundada eitlicación rigurosa del derecho procesal; es 
la prorecidem nrei debid.t proceso ae 	ei.,'enils que iniervieneli (Art. 29 C.R). 

En virtud dit tivii 	tto 	 3,1j  : V1Inctinife esto Dess•c o dispondrá no 
repober L a. r-) 	 toiem ch.= 	 medio del coa; se inadmitió la 
demanda ne 

Frente gl 	clere'i,on p.aa Z:';!;:•Ssi",1":1!”. 	*i.•;:frla? ,-.th, este Despeen° se atendrá a lo 
dispuesto rie'be isie ce.)I <;irtieuio 8 i el et,G.P., el cual establece que "...Cuando 
se interpongd7 re¿drs.es t;on(le piovidenc:la que concede el término, o del auto a 
partir 	c-; 	r itire;:rior 	 Jr;iiiirty rsy ministerio de la ley, este se 
interrompr-: y ...tTirteriii:il? 	mlirer 	iitti; (fu sksttiettle 	,ae k notificación del 
auto gay ri:S? 	el escudo". razón cid in ;cual se entiende nue con la presentación 
del reno ,i ea. reate,,,,ona ')01.(1j 	k-1,1,‘ 	 da 	Peroandi se interrumpió el 
término r Ice,,etra ocie,. le el- 	a 	a 	 dias), rermino que se 
rearinciarP e‘ei ,ieets 	tecrir del din sigiiiente 	fi 

	

Ic note 	de la presente 
provideric i 

coninacirert ;;> (1.&1 	 tesna ')FaS Y4C110 
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RESUEl 

PRIMERO.- No c'epor+er el acto dettEtta 14 ce febrero de 2013, por medio de la cual 
se inadirnitH la  (ti:manda oreailentada 	ni ?'.cirio de M Acción Popular por el señor 
SERGIO 	O AVALA SILVA centre Municipio de Sora, de conformidad con 
lo exoueski , 	r rr rrtiva d erart c 

SEGUNDO... flültiol.ror rian el trámite de! ni-oct.:so, advirtiéndose que el término 
otorgado el rió:a:y:grita data subsignai 	r. tiinan:ta, se: reanudará a partir del día 
siguiente a la notificación per estado 	 de M presente providencia, de 
conformar itui u:ir lo estagieciclo en el a -tic:aria 	8 de:IC.G.P. 

Por Secrerana 	ios registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 

Se conserva registro del original de estaorc idencia, en la ubicación compartida de 
airnacenariiiaiit 	de este I)espai. 

NOT11.1a...J. 
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Tunja, primero (01) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 
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RADICACIÓN: 
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Ingresa el expediente al Despacho para resolver el recurso de reposición (fls.21-24) 
presentado por el actor popular contra el auto proferido el día 14 de febrero de 2018, 
por medio del cual se inadmitió la demanda de la referencia. 

I. DEL RECURSO 

El accionante SERGIO AUGUSTO AYALA SILVA mediante escrito radicado el 20 de 
febrero de 2018 (fls.21-24), interpuso recurso de reposición contra el auto de 14 de 
febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la demanda conforme a lo establecido 
por el artículo 20 de la Ley 472 de 1998, argumentando lo siguiente: 

• La prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, constituye el fin 
principal de la administración de justicia. En tal sentido, si en la narración 
de los hechos se realiza una afirmación o denegación de carácter general 
indeterminada (presunción de hecho) le corresponde a la entidad 
demandada probar lo contrario, "toda vez que la finalidad del medio de 
control es precaver el derecho a la seguridad y prevención de desastres 
previsibles técnicamente y con fines de evitar el daño contingente, hacer 
cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e 
intereses colectivos y no por el contrario entrara analizar de fondo el asunto 
so pretexto de no cumplir con lo señalado en el articulo 18 de la Ley 472 de 
1998." (11.22 Vto.) 

• Se agotó en debida forma el requisito previsto en el artículo 144 del 
C.P.A.C.A. pues se solicitó a la entidad demandada, entre otros, la relación 
de las edificaciones y estudios técnicos, los cuales no fueron allegados. 
Además, en el acápite de pruebas del escrito de demanda se solicitó la 
documentación y demás medios de convicción con el fin de entrar a 
demostrar que la entidad vulnera los derechos colectivos, por lo que no se 
puede pretermitir la etapa probatoria. 

• Es desproporcionado exigir la determinación de la estructura y es por ello 
que se realiza de manera genérica, por lo que so pretexto de ambigüedad 
no se puede denegar el acceso a la administración de justicia. 

Por lo anterior, solicita al Despacho reponer el auto de 14 de febrero de 2018, y en su 
lugar se proceda a la admisión de la demanda de la referencia continuando con el 
curso normal del proceso. 

Procede el Despacho a resolver el recurso previas las siguientes 
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II. CONSIDERACIONES 

Entra el Despacho a resolver los argumentos expuestos por el recurrente, teniendo en 
cuenta que el presente recurso es procedente en los términos del artículo 36 de la Ley 
472 de 1998, el cual dispone que "Contra los autos dictados durante el trámite de la 
Acción Popular procede el recurso de reposición, el cual será interpuesto en los 
términos del Código de Procedimiento Civil?. 

De igual manera, considera el Despacho que es innecesario correr el traslado del 
recurso previsto en el inciso último del artículo 319 del C.G.P., si se tiene en cuenta 
que en el presente caso no se ha trabado la relación jurídica procesal y por tanto no 
hay contraparte que controvierta'. 

Ahora, las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar 
el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses 
colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible. Los 
requisitos sustanciales para la procedencia de la acción popular se limitan a O Que se 
invoque como vulnerado o amenazado algún derecho o interés colectivo, y ii) Que se 
señalen los hechos u omisiones que pueden estar causando tal situación2. 

El artículo 18 de Ley 472 de 1998, es claro en señalar que "para promover una 
acción popular se presentará una demanda o petición con los siguientes 
requisitos: a) La indicación del derecho o interés colectivo amenazado o vulnerado; 
b) La indicación de los hechos, actos, acciones u omisiones que motivan su petición; 
c) La enunciación de las pretensiones; d) La indicación de la personas natural o 
jurídica, o la autoridad pública presuntamente responsable de la amenaza o del 
agravio, si fuere posible; e) Las pruebas que pretenda hacer valer; O Las direcciones 
para notificaciones; g) Nombre e identificación de quien ejerce la acción. La demanda 
se dirigirá contra el presunto responsable del hecho u omisión que la motiva, si fuere 
conocido. No obstante, cuando en el curso del proceso se establezca que existen 
otros posibles responsables, el juez de primera instancia de oficio ordenará su citación 
en los términos en que aquí se prescribe para el demandado". 

Así las cosas, no es caprichoso ni mucho menos desproporcionado, exigir claridad 
respecto de los hechos y pretensiones de la demanda, ya que ello corresponde a los 
elementos mínimos que debe contener la acción interpuesta; en el presente caso la 
parte demandante no presento hecho u argumento nuevo a los estudiados al momento 
de inadmitir la demanda, que permita variar la posición adoptada en dicho momento. 

Solicitar información a la administración de la existencia o no de edificaciones 
indispensables y de atención a la comunidad, o si se ha practicado la evaluación de 
vulnerabilidad sísmica, en nada guarda relación con el agotamiento del requisito 
previo, no se demuestra que el actor popular haya puesto en consideración de la 
administración municipal de manera previa a la presentación de la demanda, la 
adopción de medidas necesarias de protección del derecho colectivo respecto de una 
estructura en especial, pues se limitó a realizar una petición de información (fl. 23), no 
cumpliendo con el agotamiento del requisito previsto en el numeral 4 del artículo 161 
del C.P.A.C.A., y como se indicó anteriormente, al Juez Constitucional debe acudirse 
solamente cuando la autoridad administrativa, a quien se le imputa la vulneración, no 
conteste o se niegue a adoptar las medidas necesarias de protección del derecho o 
interés colectivo amenazado o violado, previa reclamación. 

Respecto a lo anterior y contrario a lo que indica el actor, esperar el agotamiento de 
la atapa probatoria en sede judicial, para determinar a ciencia cierta la acción u 
omisión vulnerante frente a una edificación en específico, afecta el derecho de 

ansep de Estado,serena de 27 de marzo de 2010, EXpedle0113 No. 76001-23-33-000-2013-00330-01 
Consejo de Estar* sentencia de 27 de marzo de 2014, Expediente No 70001-23-33-000-2013-00095-01 
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defensa que le asiste a la contraparte y no es de recibo el planteamiento del libelista 
en aplicar de entrada a la parte demandada una presunción legal respecto de los 
hechos que según el mismo actor popular, son genéricos. Además, determinar la 
acción u omisión vulnerante, no es con el fin de determinarla como un acápite en un 
escrito sino en poner en manifiesto y permitir a la administración ejercer su control 
judicial. 

De igual manera, ni la administración ni mucho menos el operador judicial, pueden 
entrar a suponer los hechos y pedimentos del actor, más aun cuando corno se indicó 
en el auto de inadmisión, la norma de sismoresistencia (NSR-10) cubre a más de 10 
tipos de edificaciones, por lo que entrar a especular sobre estos aspectos pretermite 
el principio de iura novit curia y en tal sentido, constituye como deber mínimo del 
accionante, el planteamiento de unos hechos, actos, acciones u omisiones claros y 
determinados (Art. 18 Ley 472 de 1998 y Art 162 CPACA). En el caso bajo estudio, 
los hechos no fueron precisados con exactitud, pues a pesar de encontrarse en orden 
cronológico, los mismos no son concretos. 

Respecto a las afirmaciones del recurrente relacionados con la existencia de exceso 
de ritual manifiesto, el Despacho considera que las mismas son precipitadas ya que 
como lo ha indicado la Jurisprudencia Constitucional, este se configura cuando el 
funcionario judicial 'V) no tiene presente que el derecho procesal es un medio para la 
realización efectiva de los derechos de los ciudadanos, (ii) renuncia conscientemente 
a la verdad jurídica objetiva pese a los hechos probados en el caso concreto, (iii) 
porque aplica rigurosamente el derecho procesal, (iv) pese a que dicha actuación 
devenga en el desconocimiento de derechos fundamentales'2  y en el presente caso 
no existe prueba alguna que se esté obviando u omitiendo, al contrario, se dio 
oportunidad al actor popular para que cumpliera con los requisitos que permitan darle 
trámite a la demanda, pues las manifestaciones establecidas en la misma no 
constituyen propiamente hechos ni prueba alguna de la violación o puesta en peligro 
de un derecho colectivo, sino que sólo se trata del recuento procesal, que incluye 
apreciaciones subjetivas y reproches frente al mismo. 

Además, el garantizar las formas propias de cada juicio y el derecho de defensa de 
ambas partes, no solo del actor popular, sino también el de la contraparte, quien tiene 
derecho a conocer de forma previa y determinada los hechos que configuran la 
vulneración del derecho colectivo, no es una renuncia conscientemente a la verdad 
jurídica objetiva y menos una infundada aplicación rigurosa del derecho procesal; es 
la protección del debido proceso de los sujetos que intervienen (Art. 29 C.P). 

En virtud de los argumentos expresados anteriormente, este Despacho dispondrá no 
reponer el auto proferido el 14 de febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la 
demanda de la referencia. 

Frente al término otorgado para subsanar la demanda este Despacho se atendrá a lo 
dispuesto por el Inciso 4° del artículo 118 del C.G.P., el cual establece que "...Cuando 
se interpongan recursos contra la providencia que concede el término, o del auto a 
partir de cuya notificación debe correr un término por ministerio de la ley, este se 
interrumpirá y comenzará a correr a partir del día siguiente al de la notificación del 
auto que resuelva el recurso.", razón por la cual se entiende que con la presentación 
del recurso de reposición contra el auto inadmisorio de la demanda se interrumpió el 
término otorgado para la subsanación de la misma (10 días), término que se 
reanudará entonces a partir del día siguiente a la notificación de la presente 
providencia. 

En consecuencia de lo anterior, este Despacho 

~ Senbnva 31TCe2017 
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RESUELVE: 

PRIMERO.- No reponer el auto de fecha 14 de febrero de 2018, por medio de la cual 
se inadmitió la demanda presentada en ejercicio de la Acción Popular por el señor 
SERGIO AUGUSTO AYALA SILVA contra el Municipio de Ráquira, de conformidad 
con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO.- Continuar con el trámite del proceso, advirtiéndose que el término 
otorgado al accionante para subsanar la demanda, se reanudará a partir del día 
siguiente a la notificación por estado electrónico de la presente providencia, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 118 del C.G.P. 

Por Secretaría realizar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

FABIO HUÉR NO LÓPEZ 

El anterior 
de marzo de 

NO1IPICACIóN 

>agoto Quieto iláripoilinttivo anit 
San-sito Jutheigie Tinaja 

POR ESTADO ELECTRÓNICO 

auto se notificó por Estada Electrónico Nro. 10 de hoy 02 
2018, siendo los 800 A.M. 

C>71'  

VULIETH YURANY NUÑEZ BOHORQUEZ 
1,1111.14110911Wi1 DIMI AMIINblISMO 
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Ingresa el expediente al Despacho para resolver el recurso de reposición (fls.25-28) 
presentado por el actor popular contra el auto proferido el día 14 de febrero de 2018, 
por medio del cual se inadmitió la demanda de la referencia. 

I. DEL RECURSO 

El accionante SERGIO AUGUSTO AYALA SILVA mediante escrito radicado el 20 de 
febrero de 2018 (fls.25-28), interpuso recurso de reposición contra el auto de 14 de 
febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la demanda conforme a lo establecido 
por el artículo 20 de la Ley 472 de 1998, argumentando lo siguiente: 

• La prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, constituye el fin 
principal de la administración de justicia. En tal sentido, si en la narración 
de los hechos se realiza una afirmación o denegación de carácter general 
indeterminada (presunción de hecho) le corresponde a la entidad 
demandada probar lo contrario, "toda vez que la finalidad del medio de 
control es precaver el derecho a la seguridad y prevención de desastres 
previsibles técnicamente y con fines de evitar el daño contingente, hacer 
cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e 
intereses colectivos y no por el contrario entrar a analizar de fondo el asunto 
so pretexto de no cumplir con lo señalado en el artículo 18 de la Ley 472 de 
1998." (f1.26 Vto.) 

• Se agotó en debida forma el requisito previsto en el artículo 144 del 
C.P.A.C.A. pues se solicitó a la entidad demandada, entre otros, la relación 
de las edificaciones y estudios técnicos, los cuales no fueron allegados. 
Además, en el acápite de pruebas del escrito de demanda se solicitó la 
documentación y demás medios de convicción con el fin de entrar a 
demostrar que la entidad vulnera los derechos colectivos, por lo que no se 
puede pretermitir la etapa probatoria. 

• Es desproporcionado exigir la determinación de la estructura y es por ello 
que se realiza de manera genérica, por lo que so pretexto de ambigüedad 
no se puede denegar el acceso a la administración de justicia. 

Por lo anterior, solicita al Despacho reponer el auto de 14 de febrero de 2018, y en su 
lugar se proceda a la admisión de la demanda de la referencia continuando con el 
curso normal del proceso. 

Procede el Despacho a resolver el recurso, previas las siguientes 
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II. CONSIDERACIONES 

Entra el Despacho a resolver los argumentos expuestos por el recurrente, teniendo en 
cuenta que el presente recurso es procedente en los términos del artículo 36 de la Ley 
472 de 1998, el cual dispone que "Contra los autos dictados durante el trámite de la 
Acción Popular procede el recurso de reposición, el cual será interpuesto en los 
términos del Código de Procedimiento Civil". 

De igual manera, considera el Despacho que es innecesario correr el traslado del 
recurso previsto en el inciso último del artículo 319 del C.G.P., si se tiene en cuenta 
que en el presente caso no se ha trabado la relación jurídica procesal y por tanto no 
hay contraparte que controvierta1. 

Ahora, las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente hacer cesar 
el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses 
colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible. Los 
requisitos sustanciales para la procedencia de la acción popular se limitan a O Que se 
invoque como vulnerado o amenazado algún derecho o interés colectivo, y 11) Que se 
señalen los hechos u omisiones que pueden estar causando tal situación2. 

El artículo 18 de Ley 472 de 1998, es claro en señalar que "para promover una 
acción popular se presentará una demanda o petición con los siguientes 
requisitos: a) La indicación del derecho o interés colectivo amenazado o vulnerado; 
b) La indicación de los hechos, actos, acciones u omisiones que motivan su petición; 
c) La enunciación de las pretensiones; d) La indicación de la personas natural o 
jurídica, o la autoridad pública presuntamente responsable de la amenaza o del 
agravio, si fuere posible; e) Las pruebas que pretenda hacer valer; f)  Las direcciones 
para notificaciones; g) Nombre e identificación de quien ejerce la acción. La demanda 
se dirigirá contra el presunto responsable del hecho u omisión que la motiva, si fuere 
conocido. No obstante, cuando en el curso del proceso se establezca que existen 
otros posibles responsables, el juez de primera instancia de oficio ordenará su citación 
en los términos en que aquí se prescribe para el demandado". 

Así las cosas, no es caprichoso ni mucho menos desproporcionado, exigir claridad 
respecto de los hechos y pretensiones de la demanda, ya que ello corresponde a los 
elementos mínimos que debe contener la acción interpuesta; en el presente caso la 
parte demandante no presento hecho u argumento nuevo a los estudiados al momento 
de inadmitir la demanda, que permita variar la posición adoptada en dicho momento. 

Solicitar información a la administración de la existencia o no de edificaciones 
indispensables y de atención a la comunidad, o si se ha practicado la evaluación de 
vulnerabilidad sísmica, en nada guarda relación con el agotamiento del requisito 
previo, no se demuestra que el actor popular haya puesto en consideración de la 
administración municipal de manera previa a la presentación de la demanda, la 
adopción de medidas necesarias de protección del derecho colectivo respecto de una 
estructura en especial, pues se limitó a realizar una petición de información (fl. 27), no 
cumpliendo con el agotamiento del requisito previsto en el numeral 4 del artículo 161 
del C.P.A.C.A., y como se indicó anteriormente, al Juez Constitucional debe acudirse 
solamente cuando la autoridad administrativa, a quien se le imputa la vulneración, no 
conteste o se niegue a adoptar las medidas necesarias de protección del derecho o 
interés colectivo amenazado o violado, previa reclamación. 

Respecto a lo anterior y contrario a lo que indica el actor, esperar el agotamiento de 
la atapa probatoria en sede judicial, para determinar a ciencia cierta la acción u 
omisión vulnerante frente a una edificación en específico, afecta el derecho de 

'Gane* Ale Estado, sentencie de 27 Se marzo de 2014, apedisAle No 78001-2343-0004013-00330.01 
' Consejo de Esta« sentencia de 27 de marzo de 2014. Expediente No. 70001-23-330 0 04013-00095-01. 
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defensa que le asiste a la contraparte y no es de recibo el planteamiento del libelista 
en aplicar de entrada a la parte demandada una presunción legal respecto de los 
hechos que según el mismo actor popular, son genéricos. Además, determinar la 
acción u omisión vulnerante, no es con el fin de determinarla como un acápite en un 
escrito sino en poner en manifiesto y permitir a la administración ejercer su control 
judicial. 

De igual manera, ni la administración ni mucho menos el operador judicial, pueden 
entrar a suponer los hechos y pedimentos del actor, más aun cuando como se indicó 
en el auto de inadmisión, la norma de sismoresistencia (NSR-10) cubre a más de 10 
tipos de edificaciones, por lo que entrar a especular sobre estos aspectos pretermite 
el principio de iura novit curia y en tal sentido, constituye como deber mínimo del 
accionante, el planteamiento de unos hechos, actos, acciones u omisiones claros y 
determinados (Art. 18 Ley 472 de 1998 y Art 162 CPACA). En el caso bajo estudio, 
los hechos no fueron precisados con exactitud, pues a pesar de encontrarse en orden 
cronológico, los mismos no son concretos. 

Respecto a las afirmaciones del recurrente relacionados con la existencia de exceso 
de ritual manifiesto, el Despacho considera que las mismas son precipitadas ya que 
como lo ha indicado la Jurisprudencia Constitucional, este se configura cuando el 
funcionario judicial "co no tiene presente que el derecho procesal es un medio para la 
realización efectiva de los derechos de los ciudadanos, (h) renuncia conscientemente 
a la verdad jurídica objetiva pese a los hechos probados en el caso concreto, (iii) 
porque aplica rigurosamente el derecho procesal, (iv) pese a que dicha actuación 
devenga en el desconocimiento de derechos fundamentales y en el presente caso 
no existe prueba alguna que se esté obviando u omitiendo, al contrario, se dio 
oportunidad al actor popular para que cumpliera con los requisitos que permitan darle 
trámite a la demanda, pues las manifestaciones establecidas en la misma no 
constituyen propiamente hechos ni prueba alguna de la violación o puesta en peligro 
de un derecho colectivo, sino que sólo se trata del recuento procesal, que incluye 
apreciaciones subjetivas y reproches frente al mismo. 

Además el garantizar las formas propias de cada juicio y el derecho de defensa de 
ambas partes, no solo del actor popular, sino también el de la contraparte, quien tiene 
derecho a conocer de forma previa y determinada los hechos que configuran la 
vulneración del derecho colectivo, no es una renuncia conscientemente a la verdad 
jurídica objetiva y menos una infundada aplicación rigurosa del derecho procesal; es 
la protección del debido proceso de los sujetos que intervienen (Art. 29 C.P). 

En virtud de los argumentos expresados anteriormente, este Despacho dispondrá no 
reponer el auto proferido el 14 de febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la 
demanda de la referencia. 

Frente al término otorgado para subsanar la demanda, este Despacho se atendrá a lo 
dispuesto por el Inciso 4° del artículo 118 del C.G.P., el cual establece que "...Cuando 
se interpongan recursos contra la providencia que concede el término, o del auto a 
partir de cuya notificación debe correr un término por ministerio de la ley, este se 
interrumpirá y comenzará a correr a partir del día siguiente al de la notificación del 
auto que resuelva el recurso. , razón por la cual se entiende que con la presentación 
del recurso de reposición contra el auto inadmisorio de la demanda se interrumpió el 
término otorgado para la subsanación de la misma (10 días), término que se 
reanudará entonces a partir del día siguiente a la notificación de la presente 
providencia. 

En consecuencia de lo anterior, este Despacho 

Sentencie T-317 de 2017 
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RESUELVE: 

PRIMERO.- No reponer el auto de fecha 14 de febrero de 2018, por medio de la cual 
se inadmitió la demanda presentada en ejercicio de la Acción Popular por el señor 
SERGIO AUGUSTO AYALA SILVA contra el Municipio de Chiquinquirá, de 
conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO.- Continuar con el trámite del proceso, advirtiéndose que el término 
otorgado al accionante para subsanar la demanda, se reanudará a partir del día 
siguiente a la notificación por estado electrónico de la presente providencia, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 118 del C.G.P. 

Por Secretaría realizar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
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Ingresa el expediente al Despacho para resolver el recurso de reposición (fls.21-24) 
presentado por el actor popular contra el auto proferido el día 14 de febrero de 2018, 
por medio del cual se inadmitió la demanda de la referencia. 

I. DEL RECURSO 

El accionante SERGIO AUGUSTO AYALA SILVA mediante escrito radicado el 20 de 
febrero de 2018 (fls.21-24), interpuso recurso de reposición contra el auto de 14 de 
febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la demanda conforme a lo establecido 
por el artículo 20 de la Ley 472 de 1998, argumentando lo siguiente: 

• La prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, constituye el fin 
principal de la administración de justicia. En tal sentido, si en la narración 
de los hechos se realiza una afirmación o denegación de carácter general 
indeterminada (presunción de hecho) le corresponde a la entidad 
demandada probar lo contrario, "toda vez que la finalidad del medio de 
control es precaver el derecho a la seguridad y prevención de desastres 
previsibles técnicamente y con fines de evitar el daño contingente, hacer 
cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e 
intereses colectivos y no por el contrario entrar a analizar de fondo el asunto 
so pretexto de no cumplir con lo señalado en el artículo 18 de la Ley 472 de 
1998." (f1.22 Vto.) 

• Se agotó en debida forma el requisito previsto en el artículo 144 del 
C.P.A.C.A. pues se solicitó a la entidad demandada, entre otros, la relación 
de las edificaciones y estudios técnicos, los cuales no fueron allegados. 
Además, en el acápite de pruebas del escrito de demanda se solicitó la 
documentación y demás medios de convicción con el fin de entrar a 
demostrar que la entidad vulnera los derechos colectivos, por lo que no se 
puede pretermitir la etapa probatoria. 

• Es desproporcionado exigir la determinación de la estructura y es por ello 
que se realiza de manera genérica, por lo que so pretexto de ambigüedad 
no se puede denegar el acceso a la administración de justicia. 

Por lo anterior, solicita al Despacho reponer el auto de 14 de febrero de 2018, y en su 
lugar se proceda a la admisión de la demanda de la referencia continuando con el 
curso normal del proceso. 

Procede el Despacho a resolver el recurso previas las siguientes 
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II. CONSIDERACIONES 

Entra el Despacho a resolver los argumentos expuestos por el recurrente, teniendo en 
cuenta que el presente recurso es procedente en los términos del artículo 36 de la Ley 
472 de 1998, el cual dispone que "Contra los autos dictados durante el trámite de la 
Acción Popular procede el recurso de reposición, el cual será interpuesto en los 
términos del Código de Procedimiento Civil". 

De igual manera, considera el Despacho que es innecesario correr el traslado del 
recurso previsto en el inciso último del artículo 319 del C.G.P., si se tiene en cuenta 
que en el presente caso no se ha trabado la relación jurídica procesal y por tanto no 
hay contraparte que controvierta'. 

Ahora, las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar 
el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses 
colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible. Los 
requisitos sustanciales para la procedencia de la acción popular se limitan a i) Que se 
invoque como vulnerado o amenazado algún derecho o interés colectivo, y ii) Que se 
señalen los hechos u omisiones que pueden estar causando tal situación2. 

El artículo 18 de Ley 472 de 1998, es claro en señalar que "para promover una 
acción popular se presentará una demanda o petición con los siguientes 
requisitos: a) La indicación del derecho o interés colectivo amenazado o vulnerado; 
b) La indicación de los hechos, actos, acciones u omisiones que motivan su petición; 
c) La enunciación de las pretensiones; d) La indicación de la personas natural o 
jurídica, o la autoridad pública presuntamente responsable de la amenaza o del 
agravio, si fuere posible; e) Las pruebas que pretenda hacer valer,. fi Las direcciones 
para notificaciones; g) Nombre e identificación de quien ejerce la acción. La demanda 
se dirigirá contra el presunto responsable del hecho u omisión que la motiva, si fuere 
conocido. No obstante, cuando en el curso del proceso se establezca que existen 
otros posibles responsables, el juez de primera instancia de oficio ordenará su citación 
en los términos en que aquí se prescribe para el demandado". 

Así las cosas, no es caprichoso ni mucho menos desproporcionado, exigir claridad 
respecto de los hechos y pretensiones de la demanda, ya que ello corresponde a los 
elementos mínimos que debe contener la acción interpuesta; en el presente caso la 
parte demandante no presento hecho u argumento nuevo a los estudiados al momento 
de inadmitir la demanda, que permita variar la posición adoptada en dicho momento. 

Solicitar información a la administración de la existencia o no de edificaciones 
indispensables y de atención a la comunidad, o si se ha practicado la evaluación de 
vulnerabilidad sísmica, en nada guarda relación con el agotamiento del requisito 
previo, no se demuestra que el actor popular haya puesto en consideración de la 
administración municipal de manera previa a la presentación de la demanda, la 
adopción de medidas necesarias de protección del derecho colectivo respecto de una 
estructura en especial, pues se limitó a realizar una petición de información (fi. 23), no 
cumpliendo con el agotamiento del requisito previsto en el numeral 4 del artículo 161 
del C.P.A.C.A., y como se indicó anteriormente, al Juez Constitucional debe acudirse 
solamente cuando la autoridad administrativa, a quien se le imputa la vulneración, no 
conteste o se niegue a adoptar las medidas necesarias de protección del derecho o 
interés colectivo amenazado o violado, previa reclamación. 

Respecto a lo anterior y contrario a lo que indica el actor, esperar el agotamiento de 
la atapa probatoria en sede judicial, para determinar a ciencia cierta la acción u 
omisión vulnerante frente a una edificación en específico, afecta el derecho de 

'consejo de Estado. sentencia de 27 de marzo de 2014, ExpeMnle No 78001.23.33-000-2013-00330-01 
2  consejo de Estado, sentencie de 27 de marzo de 2014, Expechenle No 70001-2333 %O 2013-00095-01. 
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defensa que le asiste a la contraparte y no es de recibo el planteamiento del libelista 
en aplicar de entrada a la parte demandada una presunción legal respecto de los 
hechos que según el mismo actor popular, son genéricos. Además, determinar la 
acción u omisión vulnerante, no es con el fin de determinarla como un acápite en un 
escrito, sino en poner en manifiesto y permitir a la administración ejercer su control 
judicial. 

De igual manera, ni la administración ni mucho menos el operador judicial, pueden 
entrar a suponer los hechos y pedimentos del actor, más aun cuando como se indicó 
en el auto de inadmisión, la norma de sismoresistencia (NSR-10) cubre a más de 10 
tipos de edificaciones, por lo que entrar a especular sobre estos aspectos pretermite 
el principio de iura novit curia y en tal sentido, constituye como deber mínimo del 
accionante, el planteamiento de unos hechos, actos, acciones u omisiones claros y 
determinados (Art. 18 Ley 472 de 1998 y Art 162 CPACA). En el caso bajo estudio, 
los hechos no fueron precisados con exactitud, pues a pesar de encontrarse en orden 
cronológico, los mismos no son concretos. 

Respecto a las afirmaciones del recurrente relacionados con la existencia de exceso 
de ritual manifiesto, el Despacho considera que las mismas son precipitadas ya que 
como lo ha indicado la Jurisprudencia Constitucional, este se configura cuando el 
funcionario judicial "(i) no tiene presente que el derecho procesal es un medio para la 
realización efectiva de los derechos de los ciudadanos, (ii) renuncia conscientemente 
a la verdad jurídica objetiva pese a los hechos probados en el caso concreto, Oil) 
porque aplica rigurosamente el derecho procesal, (iv) pese a que dicha actuación 
devenga en el desconocimiento de derechos fundamentales"3  y en el presente caso 
no existe prueba alguna que se esté obviando u omitiendo, al contrario, se dio 
oportunidad al actor popular para que cumpliera con los requisitos que permitan darle 
trámite a la demanda, pues las manifestaciones establecidas en la misma no 
constituyen propiamente hechos ni prueba alguna de la violación o puesta en peligro 
de un derecho colectivo, sino que sólo se trata del recuento procesal, que incluye 
apreciaciones subjetivas y reproches frente al mismo. 

Además el garantizar las formas propias de cada juicio y el derecho de defensa de 
ambas partes, no solo del actor popular, sino también el de la contraparte, quien tiene 
derecho a conocer de forma previa y determinada los hechos que configuran la 
vulneración del derecho colectivo, no es una renuncia conscientemente a la verdad 
jurídica objetiva y menos una infundada aplicación rigurosa del derecho procesal; es 
la protección del debido proceso de los sujetos que intervienen (Art. 29 C.P). 

En virtud de los argumentos expresados anteriormente, este Despacho dispondrá no 
reponer el auto proferido el 14 de febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la 
demanda de la referencia. 

Frente al término otorgado para subsanar la demanda, este Despacho se atendrá a lo 
dispuesto por el Inciso 4° del artículo 118 del C.G.P., el cual establece que "...Cuando 
se interpongan recursos contra la providencia que concede el término, o del auto a 
partir de cuya notificación debe correr un término por ministerio de la ley, este se 
interrumpirá y comenzará a correr a partir del día siguiente al de la notificación del 
auto que resuelva el recurso.", razón por la cual se entiende que con la presentación 
del recurso de reposición contra el auto inadmisorio de la demanda se interrumpió el 
término otorgado para la subsanación de la misma (10 días), término que se 
reanudará entonces a partir del día siguiente a la notificación de la presente 
providencia. 

En consecuencia de lo anterior este Despacho 

'sentencie 1A317 de 2017 
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7.1 
REFERENCIA. 	 ACCIÓN POPULAR 

DEMANDANTE 	SERGIO AUGUSTO AVALA SILVA 

DEMANDADO: 	 MUNICIPIO DE MACANAL 

RADICADO. 	 15001 3333 005 201E10005800 

RESUELVE: 

PRIMERO.- No reponer el auto de fecha 14 de febrero de 2018, por medio de la cual 
se inadmitió la demanda presentada en ejercicio de la Acción Popular por el señor 
SERGIO AUGUSTO AVALA SILVA contra el Municipio de Macanal, de conformidad 
con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO.- Continuar con el trámite del proceso, advirtiéndose que el término 
otorgado al accionante para subsanar la demanda, se reanudará a partir del día 
siguiente a la notificación por estado electrónico de la presente providencia, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 118 del C.G.P. 

Por Secretaría realizar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
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Ingresa el expediente al Despacho para resolver el recurso de reposición (fls.21-24) 
presentado por el actor popular contra el auto proferido el día 14 de febrero de 2018, 
por medio del cual se inadmitió la demanda de la referencia. 

I. DEL RECURSO 

El accionarte SERGiO ALI(3US1O AVALA SILVA mediante escrito radicado el 20 de 
febrero ue 2018 (fls.21-24), interpuso recurso de reposición contra el auto de 14 de 
febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la demanda conforme a lo establecido 
por el articulo 20 de la Ley 472 de 1998, argumentando lo siguiente: 

• I.a prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, constituye el fin 
principal de la administración de justicia. En tal sentido, si en la narración 
de !os hechos se realiza una afirmación o denegación de carácter general 
indeterminada (presunción de hecho) le corresponde a la entidad 
demandada probar lo contrarió, "toda vez que la finalidad del medio de 
control es precaver el derecho e in seguridad y prevención de desastres 
previsibles lécnicamente y con liaes de avitar el daño contingente, hacer 
cesar e/ peli9co, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e 
intereses colectivos y no por si c:omeario entrar a analizar de fondo el asunto 
so pretexto de no cumplir con lo señalado en el artículo 18 de la Ley 472 de 

ifi.22 

• Sc- agotó en bebida forma el requisito previsto en el edículo 144 del 
Caeet C.A. pues se solicitó a la entidad demandada, entre otros, la relación 
de las edificaciones y estur.f os títanicos, los cuales no fueron allegados. 
MatiláS, en el acaelte de peiedief dcl escrito oc oemanda se solicitó la 
docomentacion y (lentas medios de convicción con el fin de entrar a 
demostrar que la entidad vulnera los derechos colectivos, por lo que no se 
puede eietermitir la etapa hucha:feria. 

• Ea deitareporsionado exigir la determinación de la estructura y es por ello 
(We ee realiza de manera genérica, por lo que so pretexto de ambigüedad 
Lie ea Quede derogar el ECCeSii a le administración de justicia. 

Por lo anterby solicita si Descacho reponer el auto de 'J4 de febrero de 2018, y en su 
lugar se preceda a la admisien de la demanda de la referencia continuando con el 
curso nom-  ie d ei00&30. 

Procede e; fle.r.capho n resolver el retarse., previas las siauientes 
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II. CONSIDERACIONES 

Entra el Despacho a resolver los argumentos expuestos por el recurrente, teniendo en 
cuenta que el presente recurso es procedente en los términos del artículo 36 de la Ley 
472 de 1998, el cual dispone que "Contra los autos dictados durante el trámite de la 
Acción Popular procede el recurso de reposición, el cual será interpuesto en los 
términos del Código de Procedimiento Civil:. 

De igual manera, considera el Despacho que es innecesario correr el traslado del 
recurso previsto en el inciso último del artículo 319 del C.G.P., si se tiene en cuenta 
que en el presente caso no se ha trabado la relación jurídica procesal y por tanto no 
hay contraparte que controviertat 

Ahora, las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar 
el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses 
colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible. Los 
requisitos sustanciales para la procedencia de la acción popular se limitan a Que se 
invoque como vulnerado o amenazado algún derecho o interés colectivo, y ii) Que se 
señalen los hechos u omisiones que pueden estar causando tal situación2. 

El articulo 18 de Ley 472 de 1998, es claro en señalar que "para promover una 
acción popular se presentará una demanda o petición con los siguientes 
requisitos: a) LA indicación del derecho o Pitares colectivo amenazado o vulnerado; 
b) La indica den de los hecnos, actos, accioiies u omisiones que motivan su petición; 
c) La enunciación de las pretensiones; d) La indicación de la personas natural o 
jurídica, o la euroridad pública presuntamente responsable de la amenaza o del 
agravio, si hiere ))osible; Las pruebas que pretenda hacer valer; 0 Las direcciones 
para notificaciones; g) Nombre e identificación de quien alerte la acción. La demanda 
se dirigirá corva el pies unto responsabie del hecho u omisión que !a motiva, si fuere 
conocido. No obstante, cuando en el curso del proceso se establezca que existen 
otros posibles iesponsables, el juez de primera instancia de oficio ordenará su citación 
en los terni.11.1. .91 que aqui se piesctioe par: el demandado". 

Asi las cosas, no es caprichoso ni mucho menos desproporcionado, exigir claridad 
respecto de 1‘)?? aeotios y preLerisiones de la demanda, ya que eho corresponde a los 
elementos mir,iivms que Jebe contener Va acción interpuesta; en el presente caso la 
parle demandante no presento hecho u argumento nuevo a los estudiados al momento 
de inadrnitir ia demanda, que permita variar la posición adoptada en dicho momento. 

Solicitar infriariación a la administración (le la existencia o no de edificaciones 
indispensabieii v oe atención a la comunidad, o si se ha practicado la evaluación de 
vulnerabilidad 318111iCa, en nada guarda relación con el agotamiento del requisito 
previo, ro , i4r.muestra ove el actor popular haya puesto en consideración de la 
administra <n icuoiciaar de manera iLevi,  a 13 presentación de la demanda, la 
adopción 	 neuv3ailias de pioV-ocisii de, derecho colectivo respecto de una 
estructura E', 	ritie se 'irritó a realizar una petición de infom•acion (fi, 23), no 
cumpliendo ces sl ago'bruiento del reutiisito previsto en el numeral 4 del artículo 161 
del C.P.A.0 r:onto 1nderó anierwmec :le, 9: Juez Constitucional debe acudirse 
solamente cuando la autoridad administrativa, a quien se le imputa la vulneración, no 
conteste o ,ni,Ni.1E! a adoptar ras Plisadas necesarias de protección del derecho o 
interés core: aaa amenazado o violado previa reciamación. 

Respecto 2 C. i--(E.110/ y raanrario a lo críe r :rica el actor, esperar el agotamiento de 
la alai < 1); ,' 	 „ 	a :releí 1tl171 a cv:irica cien:a la acción u 
omisión VI-lo' I 	”t7' 	¿:: 1.11'iR 93 te3.")1›::ri en esoecific,o, alec:+2 el derecho de 
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defensa que le asiste a la contraparte y no es de recibo el planteamiento del libelista 
en aplicar de entrada a la parte demandada una presunción legal respecto de los 
hechos que según el mismo actor popular, son genéricos. Además, determinar la 
acción u omisión vulnerante, no es con el fin de determinarla como un acápite en un 
escrito, sino en poner en manifiesto y permitir a la administración ejercer su control 
judicial. 

De igual manera, ni la administración ni mocho menos el operador judicial, pueden 
entrar a suponer los hechos y pedimentos del actor, más aun cuando como se indicó 
en el auto de inadmisión, la norma de sismoresistencia (NSR-10) cubre a más de 10 
tipos de edificaciones, por lo que entrar a especular sobre estos aspectos pretermite 
el principio de iura riovit curia y en tal sentido, constituye como deber mínimo del 
accionante, el planteamiento de tinos hechos, actos, acciones u omisiones claros y 
determinados (Art. 18 Ley 472 de 1998 y Art 162 CPACA). En el caso bajo estudio, 
los hechos no fueron precisados con exactitud, pues a pesar de encontrarse en orden 
cronológico, bit:: mismos no son concretos. 

Respecto a las afirmaciones del recurrente relacionados con la existencia de exceso 
de ritual manifiesto, el Despacho considera que las mismas son precipitadas ya que 
como lo ha macado la Jurisprudencia Constitucional, este se configura cuando el 
funcionario juiiiciai 10 no tiene presenie que el derecho procesal es un medio para la 
realización efectiva de ros derechos de los ciudadanos, (ii) renuncia conscientemente 
a ia verdad lutona objetiva pese a los hechos probados en el caso concreto. (iii) 
porque apoca ■Igurosamenre el derecho procesal, (1v) pese a que dicha actuación 
devenga en el desconocimiento be derechos fundamentales"3  y en el presente caso 
no existe pruebe alguna que se esté obviando u omitiendo, al contrario, se dio 
oportunidad al ebtor popular para que cumpliera con los requisitos que permitan darle 
trámite a ia r.;esnanda, pues las manifestaciones establecidas en la misma no 
constituyen propiamente hPG11013 ni prueba &Junta de la violación o puesta en peligro 
de un clercelet t.:dectivo, sirio que sola se i: ata del recuento procesal, que incluye 
apreciacioniss =4i iietivas y naprochesiiireplie a mismo. 

Además, el partintizkv las formas pipetas de cada juicio y el derecho de defensa de 
ambas pactes, n:") 5910 del actor popular. sino también el de la contraparte, quien tiene 
derecho a conocer de forma previa y determinada los hechos que configuran la 
vulneración den delecho colectivo, no es una renuncia conscientemente a la verdad 
jurioica objelleti y !nonos una infundada aplicación rigurosa dei derecho procesal; es 
la protecciCe ,lifeblda pioceso ne los suieli;is que intervienen (Art. 29 CP). 

En virtud di 	:iitiiiurnentry3 expresadcs anteriormente. este Despacho disponora no 
reponer t=i ee•;..te e -Metido ?l 1-f, de lebrer° de- 2318, oor medio del cita; se inadmifió la 
demanda de Y-E: zferencia. 

Frente al terriiiiui oloraa,:iilo para subisa PM' dernanda, este Despacric se atendrá a kd 
dispuesto por el lilciso 4' del artículo 118 oei C.G.P., el cual establece que "...Cuando 
se interpongan merases contra la providencia que concede el término, o del auto a 
partir do cc; o: Airicacino babe cone-  co rUasnino par ministerio de. la ley, este se 
inturrurepir.1 nirienz wa a correr a cf.''i 	1 die skniente al cle le notificación del 
auto qua reu 	91 ie:ti:Q.9:1 razón rni i9 tal se entiende nue con fa presentación 
del recurso ili-i 	);:Ssei,:41 COUtra el aul 	 da la dernanUe 	interrumpió el 
termine, DtI 	piare 	 inimna (10 oías.), iánnino que se 
reanudará eivi. 	. 	del día s:gtsfente a la notificación de la presente 
providenciiti 

ciol)i)ect re; " 	a 1 	r, esta tiesi)actio 
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RESLIEt.VF.: 

PRIMERO.• No !aporrar el arito de fecha 14 de febrero de 2018, por medio de la cual 
se inadmitiC 	oarnanda presentada en ejercicio de la Acción Popular por el señor 
SERGIO ,11‘..x:;1'.,,1-1-0 AVALA SILVA contra el Municipio de Somondoco, de 
conformidac 	lo expuesto en la parte mctiva de esta providencia. 

SEGUNDO.- Continuar con el trámite del proceso, advirtiéndose que el término 
otorgado al acr,innante para subsanar la demanda, se reanudará a partir del día 
siguiente a !a notificación por estado electrónico de la presente providencia, de 
conformidad wn establecido en el zar-lir:dio 118 del C.G.P. 

Por Secreta 	ies registros be, tinentifs en el Sistema de Información Judicial. 

Se conservo N ou,to del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
alrnaceriam,,s, 	Pe este Despacho. 
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Ingresa el expediente al Despacho para resolver el recurso de reposición (fls.22-25) 
presentado por el actor popular contra el auto proferido el día 14 de febrero de 2018, 
por medio del cual se inadmitió la demanda de la referencia. 

I. DEL RECURSO 

El accionants SERGIO AUGUSTO AVALA SILVA mediante escrito radicado el 20 de 
febrero de 2018 (fis.22-25). interpuso recurso de reposición contra el auto de 14 de 
febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la demanda conforme a lo establecido 
por el artículo 20 de la Ley 472 de 1998, argumentando lo siguiente: 

• La prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, constituye el fin 
principal de la administración de justicia. En tal sentido, si en la narración 
de los hechos se realiza una afirmación o denegación de carácter general 
indeterminada (presunción de hecho) le corresponde a la entidad 
demandada probar lo contrario, "toda vez que la finalidad del medio de 
confluí es precaver el derecho a le seguridad y prevención de desastres 
previsibles técnicamente y con Iii)es de evitar el daño contingente, hacer 
cesar el peligro. la  amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e 
intereses colectivos y no por el contrario entrar a analizar de fondo el asunto 
so pretexto de no cumplir con lo señalado en el articulo 18 de la Ley 472 de 
1998,1 (11.23 Vto.) 

• Se agotó en debida forma el requisito previsto en el artículo 144 del 
C.i,1.A.C.A. pues se solicitó a la °Mida° demandada, entre otros, la relación 
'Je LIS edificaciones y estudios técnicos, bs cuales no fueron allegados. 
Además, en el acápite de piiiebrís del escrito de demanda se soiicitó la 
documentación y oernas medios de convicción con el fin de entrar a 
del nostrar que la entidad vulnera los cierecnos colectivos, por lo que no se 
puede pretermitir la etapa probatoria. 

• Es desproporcionado exigir la determinación de la estructura y es por ello 
que se realiza de manera genérica, por lo que so pretexto de ambigüedad 
no se puede denegar el acceso a la administración de justicia. 

Por lo anterbi. soficita a! Despacho reponer ce auto de 14 de febrero de 2018, y en su 
lugar se proceda a la admision de la demanda de la referencia continuando con el 
Curso IlOrrr, 1 62 ,)i Oco: 

Procede el DeTacho a resolver el recurso, previas las siguientes 
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II. CONSIDERACIONES 

Entra el Despacho a resolver los argumentos expuestos por el recurrente, teniendo en 
cuenta que el presente recurso es procedente en los términos del artículo 36 de la Ley 
472 de 1998, el cual dispone que "Contra los autos dictados durante el trámite de la 
Acción Popular procede el recurso de reposición, el cual será interpuesto en los 
términos del Código de Procedimiento Civil." 

De igual manera:  considera el Despacho que es innecesario correr el traslado del 
recurso previsto en el inciso último del artículo 319 del C.G.P., si se tiene en cuenta 
que en el presente caso no se ha trabado la relación jurídica procesal y por tanto no 
hay contraparte que controvierta'. 

Ahora, las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar 
el peligro, +a amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses 
colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible. Los 
requisitos sustanciales para la procedencia de la acción popular se limitan a i) Que se 
invoque como vulnerado o amenazado algún derecho o interés colectivo, y ii) Que se 
señalen los hechos u omisiones que pueden estar causando tal situación2. 

El artículo 18 de Ley 472 de 1998, es claro en señalar que "para promover una 
acción popular se presentará una demanda o petición con los siguientes 
requisitos: a) La indicación del derecho o interés colectivo amenazado o vulnerado; 
b) La indicación de los hechos, actos, acciones u omisiones que motivan su petición; 
c) La enunciación de las pretensiones: d) La indicación de la personas natural o 
jurídica, o la Eultoriciati pública presuntamente responsable de la amenaza o del 
agravio, si fuero posible; e) Las pruebas que pretenda hacer valer; O Las direcciones 
para notifieacror,es; gj Nombre e identificación de quien ejerce la acción. La demanda 
se dingirá couiriu el pa:sur:fe respeosau,e del hecho u difusión que ia motiva, si fuere 
conocido. No obstante, cuando en el curso del proceso se establezca que existen 
otros posibles responsables, el juez de primera instancia de oficio ordenará su citación 
en los ter-rodios en que aquí se prescribe pala el demandado". 

Asi las cosas, no es caprichoso ni mucho menos desproporcionado, exigir claridad 
respecto de loa ne.chos y pretensiones de la demanda, ya que ello corresponde a los 
elementos mínimos que debe contener la acción interpuesta; en el presente caso la 
parte dernanciaate no presento hecho u argumento nuevo a los estudiados al momento 
de inadmitir r demanda que permita variar la posición adoptada en dicho momento. 

Solicitar información a la administración de la existencia o no de edificaciones 
indispensables y de atención a la comandad, o si se na practicado la evaluación de 
vulneramidatt sismica, en nada guarda relación con el agotamiento del requisito 
previo, no se demuestra oue el actor popular haya puesto en consideración de la 
administración rtunicipal de manera arevie a la presentación de la demanda, la 
adopción de mesadas necesarias de protección del derecho colectivo respecto de una 
estructura en eenenial, pues se limito a realiiar una petición de información (fi. 25), no 
cumpliendo r on al agotamiento dei requisito previsto en el numeral 4 del artículo 161 
del C.Fetli 	cono 	'ithe.‘1 Weüt5rmer,fe, a! Juez Constitucional debe acudirse 
solamente silencio la autoridad administrativa, a quien se le imputa la vulneración, no 
conteste o te: ciegue a aeopiar ias medidas necesarias de protección del derecho o 
interés coiennv amenazado o violado previa reclamación. 

Respecto a e e ilc:rior y cinerario a lo que indica el actor, esperar el agotamiento de 
la Mapa pral:arena en sede judicial, cara deter nar a ciencia cierta la acción u 
omisión ulneamte frente a una eaircación en especifico, afecta el derecho de 

0 
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defensa que le asiste a la contraparte y no es de recibo el planteamiento del libelista 
en aplicar de entrada a la parte demandada una presunción legal respecto de los 
hechos que según el mismo actor popular, son genéricos. Además, determinar la 
acción u omisión vulnerante, no es con el fin de determinarla como un acápite en un 
escrito, sino en poner en manifiesto y permitir a la administración ejercer su control 
judicial. 

De igual manera, ni la administración ni mucho menos el operador judicial, pueden 
entrar a suponer los hechos y pedimentos del actor, más aun cuando como se indicó 
en el auto de inadmisión, la norma de sismoresistencia (NSR-10) cubre a más de 10 
tipos de edificaciones, por lo que entrar a especular sobre estos aspectos pretermite 
el principio de iura novit curia y en tal sentido, constituye como deber mínimo del 
accionante, el pianteamiertto de unos hechos, actos, acciones u omisiones claros y 
determinados (Art. 18 Ley 472 de 1998 y Art 162 CPACA). En el caso bajo estudio, 
los hechos no fueron precisados con exactitud, pues a pesar de encontrarse en orden 
cronológico. los mismos no son concretos. 

Respecto a las afinaciones del recurrente relacionados con la existencia de exceso 
de ritual manifiesto, el Despacho considera que ias mismas son precipitadas ya que 
como lo ha volcado O Jurisprudencia Constitucional, este se configura cuando el 
funcionario Odio:Jai "O) no tiene presente que el derecho procesal es un medio para la 
reahzación electiva de los derechos de los ciudadanos, (ii) renuncia conscientemente 
a la vercad iuridica objetiva pese a los hechos probados en el caso concreto, (ii) 
porque aplica rigurosamente el derecho procesal, (iv) pese a que dicha actuación 
devenga en el desconocimiento de derechos fundamentales' ]  y en el presente caso 
no existe prueba alguna que se esté obviando u omitiendo, al contrario, se dio 
oportunidad al actor popular para que cumpliera con los requisitos que permitan darle 
trámite a o demanda, pues Os manifestaciones establecidas en la misma no 
constituyen propiamente hechos ni prueba alguna de la violación o puesta en peligro 
de un derecho colectivo, sino que sólo se trata del recuento procesal, que incluye 
apreciaciones subjetivas y reproches .irente ai 

Además, el garantizar Os latinas propias de cada juicio y el derecho de defensa de 
ambas partes. no solo del actor popular. sino también el de la contraparte, quien tiene 
derecho a conocer de forma previa y determinada los hechos que configuran la 
vulneración del derecho colectivo, no es una renuncia conscientemente a la verdad 
jurídica objetiet: y menos una infundada aplicación rigurosa del derecho procesai; es 
la protección deel debido proceso de los sujetos que intervienen (Art. 29 C.P). 

En virtud de !ea argumentos expresados anteriormente, este Despacho dispondrá no 
reponer el acc) oe febrero de 2018. por medio del cual se inadmitió la 
demanda de la mferennia. 

Frente al 	otorgado para subsanar O demanda, este Despacho se atendrá a lo 
dispuesto por i Inciso 4' del artículo 118 oel C.G.P., el cual establece que "...Cuando 
se interpongan recursos contra la providencia que concede el término, o del auto a 
partir de cuyo cyytificaciór cielos coner un término por ministerio de la ley, este se 
intarrihmpini,  y icynenzarth a :roirer a ca ,fir del día siguiente al de la notificación del 
auto que res9e,'./P t J reettrtia", razón por O cual se entiende que con la presentación 
del recurso 15a a3(1fislci1n contra el atare inaninisori; de la demanda :ite interrumpió el 
término °torra.) pata id. subsanación de la msma (10 días), termino que se 
reanudará a andir del día siguiente a In notificación de la presente 
providencia. 

En consecuen» de lo anterior, este Despacho 

SIN 
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RESUELVE: 

PRIMERO,- No reponer el auto de fecha 14 de febrero de 2018, por medio de la cual 
se inadmitió la demanda presentada en ejercicio de la Acción Popular por el señor 
SERGIO AUGUSTO AYALA SILVA contra el Municipio de Miraflores, de conformidad 
con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO,- Continuar con el trámite del proceso, advirtiéndose que el término 
otorgado al accionante para subsanar la demanda, se reanudará a partir del día 
siguiente a la notificación por estado electrónico de la presente providencia, de 
conformidad crpn io establecido en el articule. 118 del C.G.P. 

Por Secretaria realzar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 

Se conserva ippistro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almaceriarniatia virtual de este Despacho. 

NOTIFiQUéSE C:OMPLASE. 

FABIO HUÉ FANO LÓPEZ 
J 1E1 
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Ingresa el expediente al Despacho para resolver el recurso de reposición (fls.22-25) 
presentado por el actor popular contra el auto proferido el día 14 de febrero de 2018, 
por medio del cual se inadmitió la demanda de la referencia. 

I. DEL RECURSO 

El accionante SERGIO AUGUSTO AVALA SILVA mediante escrito radicado el 20 de 
febrero de 2018 (fls.22-25), interpuso recurso de reposición contra el auto de 14 de 
febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la demanda conforme a lo establecido 
por el artículo 20 de la Ley 472 de 1998, argumentando lo siguiente: 

• La prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, constituye el fin 
principal de la administración de justicia. En tal sentido, si en la narración 
de los hechos se realiza una afirmación o denegación de carácter general 
indeterminada (presunción de hecho) le corresponde a la entidad 
demandada probar lo contrario, "toda vez que la finalidad del medio de 
control es precaver el derecho a la seguridad y prevención de desastres 
previsibles técnicamente y con fines de evitar el daño contingente, hacer 
cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e 
intereses colectivos y no por el contrario entrar a analizar de fondo el asunto 
so pretexto de no cumplir con lo señalado en el artículo 18 de la Ley 472 de 
1993: 1.123 Vto.) 

• Se agotó en debida forma el requisito previsto en el artículo 144 del 
C.P.A.C.A. pues se solicitó a la entidad demandada, entre otros, la relación 
de las edificaciones y estud.os técnicos, los cuales no fueron allegados. 
Además, en el acápite de pruebes del escrito de demanda se solicitó la 
documentación y demás medios de convicción con el fin de entrar a 
demostrar que la entidad vulnera los derechos colectivos, por lo que no se 
puede pretermitir la etapa probatoria. 

• Es desproporcionado exigir la determinación de la estructura y es por ello 
que se realiza de manera genérica, por lo que so pretexto de ambigüedad 
no sea puede. denegar el acceso a !a administración de justicia. 

Por lo anterior, solicita al Despacho reponer el auto de 14 de febrero de 2018, y en su 
lugar se proceda a la admisión de la demanda de la referencia continuando con el 
curso norma.; del proceso. 

Procede el Despacho a resolver el recurso, previas las siguientes 
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II. CONSIDERACIONES 

Entra el Despacho a resolver los argumentos expuestos por el recurrente, teniendo en 
cuenta que el presente recurso es procedente en los términos del artículo 36 de la Ley 
472 de 1998, el cual dispone que "Contra los autos dictados durante el trámite de la 
Acción Popular procede el recurso de reposición, el cual será interpuesto en los 
términos del Código de Procedimiento Civil.". 

De igual manera, considera el Despacho que es innecesario correr el traslado del 
recurso previsto en el inciso último del artículo 319 del C.G.P., si se tiene en cuenta 
que en el presente caso no se ha trabado la relación jurídica procesal y por tanto no 
hay contraparte que controvierta'. 

Ahora, las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar 
el peligro, á amenaza, á vulneración o agravio sobre los derechos e intereses 
colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible. Los 
requisitos sustanciales para la procedencia de la acción popular se limitan a i) Que se 
invoque como vulnerado o amenazado algún derecho o interés colectivo, y ii) Que se 
señalen los hechos u omisiones que pueden estar causando tal situación2. 

El articulo 18 de Ley 472 de 1998, es claro en señalar que "para promover una 
acción popular se presentará una demanda o petición con los siguientes 
requisitos: a) La indicación del derecho o interés colectivo amenazado o vulnerado; 
b) La indicación de los hechos, actos, acciones u omisiones que motivan su petición; 
c) La enunciación de las pretensiones; d) Le indicación de la personas natural o 
jurídica, o la autoridad pública presuntamente responsable de la amenaza o del 
agravio, si fuere posible; e) Las pruebas que pretenda hacer valer; O Las direcciones 
para notificaciones; Nombre e identificación de quien ejerce la acción. La demanda 
se dirigirá cocina el presunto re.sponsebte del hecho u omisión que la motiva, si fuere 
conocido. No obstante, cuando en el curso del proceso se establezca que existen 
otros posibles responsables, el juez de primera instancia de oficio ordenará su citación 
en los temimos en que aquí se prescribe para el demandado". 

Así las cosas, no es naorichoso ni mucho menos desproporcionado, exigir claridad 
respecto de los hechos y pretensiones de la demanda, ya que ello corresponde a los 
elementos mínimos que debe contener la acción interpuesta; en el presente caso la 
parte demandante no presento hecho u argumento nuevo a los estudiados al momento 
de inadmitir á demanda, que permita variar la posición adoptada en dicho momento. 

Solicitar información a la administración de la existencia o no de edificaciones 
indispensables y de atención a la comunidad, o si se ha practicado la evaluación de 
vulnerabilidad sísmica, en riada guarda relación con el agotamiento del requisito 
previo, no se demuestra que el actor popular haya puesto en consideración de la 
administracien municipal de manera orevia a la presentación de la demanda, á 
adopción de medirías necesarias de protección dei derecho colectivo respecto de una 
estructura en especial, oues se lirnitó a realizar una petición de información (fi. 24), no 
cumpliendo con el agotamiento del requisito previsto en el numeral 4 del artículo 161 
del G.P.A.0 A., ,r como se indicó anteriormerire, al Juez Constitucional debe acudirse 
solamente cuando la autoridad administrativa, a quien se le imputa á vulneración, no 
conteste o se niegue a adoptar las medidas necesarias de protección del derecho o 
interés coleriKo anenazacro o violado, orevia reclamación. 

Respecto a :c anterior y contrario a lo que inidica el actor, esperar el agotamiento de 
la atapa venir 'toda en sede judicial, para determinar a ciencia cierta la acción u 
omisión vulnei ante frente a una editicaciiitt, en esoecífico, afecta el derecho de 
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defensa que le asiste a la contraparte y no es de recibo el planteamiento del libelista 
en aplicar de entrada a la parte demandada una presunción legal respecto de los 
hechos que según el mismo actor popular, son genéricos. Además, determinar la 
acción u omisión vulnerante, no es con el fin de determinarla como un acápite en un 
escrito, sino en poner en manifiesto y permitir a la administración ejercer su control 
judicial. 

De igual manera, ni la administración ni mucho menos el operador judicial, pueden 
entrar a suponer los hechos y pedimentos del actor, más aun cuando como se indicó 
en el auto de inadmisión, la norma de sismoresistencia (NSR-10) cubre a más de 10 
tipos de edificaciones, por lo que entrar a especular sobre estos aspectos pretermite 
el principio de jara novit curia y en tal sentido, constituye como deber mínimo del 
accionarte, el planteamiento de unos hechos, actos, acciones u omisiones claros y 
determinados (Art. 18 Ley 472 de 1998 y Art 162 CPACA). En el caso bajo estudio, 
los hechos no fueron precisados con exactitud, pues a pesar de encontrarse en orden 
cronológico, los mismos no son concretos. 

Respecto a las afirmaciones del recurrente relacionados con la existencia de exceso 
de ritual manifiesto, el Despacho considera que las mismas son precipitadas ya que 
como lo ha indicado á Jurisprudencia Constitucional, este se configura cuando el 
funcionario judicial "(f) no tiene presente que el derecho procesal es un medio para la 
realización electiva de íos derechos de los ciudadanos, 00 renuncia conscientemente 
a la verdad Jurídica objetiva pese a los hechos probados en el caso concreto, (in) 
porque apoca rigurosamente el derecho procesal, (y) pese a que dicha actuación 
devenga en el desconocimiento de derechos fundamentales "3  y en el presente caso 
no existe prueba alguna que se esté obviando u omitiendo, al contrario, se dio 
oportunidad al actor popular para que cumpliera con los requisitos que permitan darle 
trámite a e demanda, pues las manifestaciones establecidas en la misma no 
constituyen propiamente hechos ni prueba alguna de la violación o puesta en peligro 
de un derecho colectivo, sino que sólo se tala dei recuento procesal, que incluye 
apreciaciones subjetivas y reproches frente al mismo. 

Además, el rtarantizar ras formas propias de cada juicio y el derecho de defensa de 
ambas partes, no solo del actor popular, sino también el de la contraparte, quien tiene 
derecho a conocer de forma previa y determinada ios hechos que configuran la 
vulneración del derecho colectivo, no es una renuncia conscientemente a la verdad 
jurídica objetiva y menos tina infundada aplicación rigurosa del derecho procesal; es 
la protección de: debido proceso de los sujetos que intervienen (Art. 29 C.P). 

En virtud de los ;argumentos expresados anterloimente. este Despacho dispondrá no 
reponer el arce uu.)teiiclo el 14 ae febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la 
demanda de la eeferencia. 

Frente al térmi u ol.orgado para subsanar la demanda, este Despacho se atendrá a b 
cispuesto por e Incisa 4c del artículo 118 oel G.G.P., el cual establece que "...Cuando 
se interpongan i-cculsos contra la providencia que concede el término, o del auto a 
partir de CliVIt nihricación debe correr un término por ministerio de la ley, este se 
interrumpirá y ::o7ienzará a correr a partir del día siguiente al de la notificación del 
auto que resuerva el recurso.", razón por la cual se entiende que con la presentación 
del recurso de ;-eoosción contra el auto inaomisorio de la demanda se interrumpió el 
término °top:0w para la subsanación de la misma (10 días), término que se 
reanudará eutr,n.:•es a nádir del día siguiente a la notificación de la presente 
providencia.  

En consecuer 	de lo anterior, este Despacho 
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RESUELVE: 

PRIMERO.- No reponer el auto de fecha 14 de febrero de 2018, por medio de la cual 
se inadmitió la demanda presentada en ejercicio de la Acción Popular por el señor 
SERGIO AUGUSTO AVALA SILVA contra el Municipio de Viracachá, de conformidad 
con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO.- Continuar con el trámite del proceso, advirtiéndose que el término 
otorgado al accionante para subsanar la demanda, se reanudará a partir del día 
siguiente a la notificación por estado electrónico de la presente providencia, de 
conformidad con b establecido en el articulo 'i'18 del C.G.P. 

Por Secretaria :realzar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 

Se conserva registro dei original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virami de este Despacho. 
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Ingresa el expediente al Despacho para resolver el recurso de reposición (fls.22-25) 
presentado por el actor popuiar contra el auto proferido el día 14 de febrero de 2018, 
por medio del cual se inadmitió la demanda de la referencia. 

I. DEL RECURSO 

El accionante SERGIO AUGUSTO AVALA SILVA mediante escrito radicado el 20 de 
febrero de 2018 (f!s.22-25), interpuso recurso de reposición contra el auto de 14 de 
febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la demanda conforme a lo establecido 
por el artículo 20 de la Ley 472 de 1998, argumentando lo siguiente: 

• La prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, constituye el fin 
principal de la administración de justicia. En tal sentido, si en la narración 
de los hechos se realiza una afirmación o denegación de carácter general 
indeterminada (presunción de hecho) le corresponde a la entidad 
demandada probar b contrario, "toda vez que la finalidad del medio de 
control es precaver el derecho a la seguridad y prevención de desastres 
previsibles técnicamente y con finas de evitar el daño contingente, hacer 
cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e 
intereses colectivos y no por el conirario entrar a analizar de fondo el asunto 
so pretexto de no cumplir con lo señalado en el articulo 18 de la Ley 472 de 
1998/' (11.23 Vio.) 

• Se agotó en debida forma el requisito previsto en el artículo 144 del 
C.P.,A.C.A. pues se sobeito a la entidad demandada, entre otros, la relación 
ou las edificaciones y estudios térmicos, bs cuales no fueron allegados. 
Además, en el acápite de paiee&; UEl escrito de demanda se solicitó la 
documentación y demás medios de convicción con el fin de entrar a 
demostrar que la entidad vulnera bs derechos colectivos, por lo que no se 
puede pietermitir la etapa probatoria. 

• Es desproporcionado exigir la determinación de la estructura y es por ello 
que se realiza de manera genérica, por lo que so pretexto de ambigüedad 
no se puede denegar el acceso a la administración de justicia. 

Por lo anterior, solicita a! Despacho reponer el auto de 14 de febrero de 2018, y en su 
lugar se proceda a la admision de la demanda de la referencia continuando con el 
curso normal del pi oc2so. 

Procede el Despacho a resolver el recurso, previas las siguientes 
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II. CONSIDERACIONES 

Entra el Despacho a resolver los argumentos expuestos por el recurrente, teniendo en 
cuenta que el presente recurso es procedente en los términos del artículo 36 de la Ley 
472 de 1998, el cual dispone que "Contra los autos dictados durante el trámite de la 
Acción Popular procede el recurso de reposición, el cual será interpuesto en los 
términos del Código de Procedimiento Civil". 

De igual manera, considera el Despacho que es innecesario correr el traslado del 
recurso previsto en el inciso último del artículo 319 del C.G.P., si se tiene en cuenta 
que en el presente caso no se ha trabado la relación jurídica procesal y por tanto no 
hay contraparte que controviertas. 

Ahora, las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar 
el peiigro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses 
colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible. Los 
requisitos sustanciales para la procedencia de la acción popular se limitan a O Que se 
invoque como vulnerado o amenazado algún derecho o interés colectivo, y ii) Que se 
señalen los hechos u omisiones que pueden estar causando tal situación2. 

El artículo 18 de Ley 472 de 1998, es claro en señalar que "para promover una 
acción popular se presentará una demanda o petición con los siguientes 
requisitos: a) La indicación del derecho o interés colectivo amenazado o vulnerado; 
b) La indicación de los hechos, actos, acciones u omisiones que motivan su petición; 
c) La enunciación de las pretensiones; d) La indicación de la personas natural o 
jurídica, o la autoridad pública presuntamente responsable de la amenaza o del 
agravio, si fuere posible; e) Las pruebas que pretenda hacer valer.  t) Las direcciones 
para notificaciones; g) Nombre e identificación de quien ejerce la acción. La demanda 
se dirigirá soben el presunto responsable del hecho u omisión que la motiva, si fuere 
conocido. No obstante, cuando en el curso del proceso se establezca que existen 
otros posibles responsables, el juez de primera instancia de oficio ordenará su citación 
en los térma;os en que aquí se prescribe pata el demandado". 

Así las cosas, no es caprichoso ni mucho menos desproporcionado, exigir claridad 
respecto de los hechos y pretensiones de la demanda, ya que ello corresponde a los 
elementos mínimos que debe contener la acción interpuesta; en el presente caso la 
parte demandante no presento hecho u argumento nuevo a los estudiados al momento 
de inadmitir la demanda, que permita variar la posición adoptada en dicho momento. 

Solicitar información a la administración de la existencia o no de edificaciones 
indispensables y de atención a la comunidad, o si se ha practicado la evaluación de 
vulnerabilidad sil:mica, en nada guarda relación con el agotamiento del requisito 
previo, no se demuestra que el actor popular haya puesto en consideración de la 
administración municipal de manera previa a la presentación de la demanda, la 
adopción de medidas necesarias de protección dei derecho colectivo respecto de una 
estructura en especial, pues se limitó a realizar una petición de información (fi. 24), no 
cumpliendo con el agotamiento dei requisito previsto en el numeral 4 del artículo 161 
del C.P.A.C.A., y corno se indico anteriormente, al Juez Constitucional debe acudirse 
solamente cuando la autoridad administrativa, a quien se le imputa la vulneración, no 
conteste o se Megue a adoptar ias medidas necesarias de protección del derecho o 
interés colectivo amenazado o violacio, previa recia-nación. 

Respecto a o .7olarior y centrado a lo que ipPica el actor, esperar el agotamiento de 
la atapa proovioda en sede ucliclal, para determinar a ciencia cierta la acción u 
omisión vulnerp‘nte frente a una edificación en específico, afecta el derecho de 
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defensa c ue le asiste a la contraparte y no es de recibo el planteamiento del libelista 
en aplicar de entrada a la parte demandada una presunción legal respecto de los 
hechos ocre según el mismo actor popular, son genéricos. Además, determinar la 
acción u cinisión vulnerante, no es con el fin de determinarla como un acápite en un 
escrito, sino en poner en manifiesto y permitir a la administración ejercer su control 
judicial. 

De igual r • anera, ni la administración ni mucho menos el operador judicial, pueden 
entrar a su )oner los hechos y pedimentos del actor, más aun cuando como se indicó 
en el auto de inadmisión, la norma de sismoresistencia (NSR-10) cubre a más de 10 
tipos de edificaciones, por lo que entrar a especular sobre estos aspectos pretermite 
el principio de iura novit curia y en tal sentido, constituye como deber mínimo del 
accionante, el planteamiento de uncs hechos, actos, acciones u omisiones claros y 
determinacios (Art. 18 Ley 472 de 1998 y Art 162 CPACA). En el caso bajo estudio, 
los hechos no fueron precisados con exactitud, pues a pesar de encontrarse en orden 
cronológico, los mismos no son concretos. 

Respecto a las afirmaciones del recurrente relacionados con la existencia de exceso 
de ritual manifiesto, el Despacho considera que las mismas son precipitadas ya que 
como lo ha indicado la Jurisprudencia Constitucional, este se configura cuando el 
funcionario judicial "(i) no tiene presente que el derecho procesal es un medio para la 
realización efectiva de los derechos de los ciudadanos, (ii) renuncia conscientemente 
a la verdad jurídica objetiva pese a los hechos probados en el caso concreto, (110 
porque aplica rigurosamente el derecho procesal, (iv) pese a que dicha actuación 
devenga en el desconocimiento de derechos fundarnentales"3  y en el presente caso 
no existe prueba alguna que se esté obviando u omitiendo, al contrario, se dio 
oportunidad al actor popular para que cumpliera con los requisitos que permitan darle 
trámite a la demanda, pues las manifestaciones establecidas en la misma no 
constituyen propiamente hechos ni prueba alguna de la violación o puesta en peligro 
de un derecho colectivo, sino que sólo se tata del recuento procesal, que incluye 
apreciaciones subjetivas y reproches frente al mismo. 

Además, el garantizar las formas propias de cada juicio y el derecho de defensa de 
ambas partes, no solo del actor popular, sino también el de la contraparte, quien tiene 
derecho a conocer de forma previa y determinada ros hechos que configuran la 
vulneración del derecho colectivo, no es una renuncia conscientemente a la verdad 
jurídica objetiva y menos una infundada aplicación rigurosa del derecho procesal; es 
la protección del debido proceso de los sujetos que intervienen (Art. 29 C.P). 

En virtud de los argumentos expresados anteriormente, este Despacho dispondrá no 
reponer el auto proferido el 14 de febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la 
demanda de la referencia. 

Frente al terminci otorgado para subsanar !a demanda, este Despacho se atendrá a lo 
dispuesto por e Inciso 40  del artículo i s8  del C.G.P., el cual establece que "...Cuando 
se interpongan recursos comía i3 providencia que concede el término, o del auto a 
partir de cuya notlisicacion debe correr un l'Ormino por ministerio de la ley, este se 
interrumpirá y coinenzará a correr a partir del día siguiente al de le notificación del 
auto que resue'va el recurso.", razón por la cual se entiende que con la presentación 
del recurso de ,-eousiciOn contra el auto inaomisurio de la demanda se interrumpió el 
término otorgado para la subsanación de la misma (10 días), término que se 
reanudará entornes a partir del día siguiente a la notificación de la presente 
providencia. 

En consecuencia de lo anterior, este Despacho 
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RESUELVE: 

PRIMERO.- No reponer el auto de fecha 14 de febrero de 2018, por medio de la cual 
se inadmitió la demanda presentada en ejercicio de la Acción Popular por el señor 
SERGIO AUGUSTO AYALA SILVA contra el Municipio de Santa María, de 
conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO.- Continuar con el trámite del proceso, advirtiéndose que el término 
otorgado al accionante para subsanar la demanda. se  reanudará a partir del día 
siguiente a la notificación por estado electrónico de la presente providencia, de 
conformidad con lo establecido en el articulo 118 del C.G.P. 

Por Secretaria realzar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 

Se conserva registro dei original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

FABIO 	FANO LÓPEZ 
J Z 

Juzgado Qyinto Administrativo Or 
al.  Circuito ;Malician Tunja 

NOTIFICACION POR ESTADO ELECTROICCO 
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Ingresa el expediente al Despacho para resolver el recurso de reposición (fls.22-25) 
presentado por el actor popular contra el auto proferido el día 14 de febrero de 2018, 
por medio del cual se inadmitió la demanda de la referencia. 

I. DEL RECURSO 

El accionante SERGIO AUGUSTO AVALA SiLVA mediante escrito radicado el 20 de 
febrero de 2018 (fls.22-25), interpuso recurso de reposición contra el auto de 14 de 
febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la demanda conforme a lo establecido 
por el articulo 20 de la Ley 472 de 1998, argumentando lo siguiente: 

• La prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, constituye el fin 
principal de la administración de justicia. En tal sentido, si en la narración 
de los hechos se realiza una afirmación o denegación de carácter general 
indeterminada (presunción de hecho) le corresponde a la entidad 
demandada probar lo contrario, "toda vez que la finalidad del medio de 
control es precaver el derecho a la seguridad y prevención de desastres 
previsibles técnicamente y con fines de evitar el daño contingente, hacer 
cesare! peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e 
intereses colectivos y no por el contrario entrar a analizar de fondo el asunto 
so pretexto de no cumplir con lo señalado en el artículo 18 de la Ley 472 de 
1998." (f1.23 Vto.) 

• Se agotó en debida forma el requisito previsto en el articulo 144 del 
C.P.A.C.A. pues se solicitó a la entidad demandada, entre otros, la relación 
de las edificaciones y estudios técnicos, los cuales no fueron allegados. 
Además, en el acápite de pruebas del escrito de demanda se solicitó la 
documentación y demás medios de convicción con el fin de entrar a 
demostrar que la entidad vulnera los derechos colectivos, por lo que no se 
puede pretermitir la etapa probatoria. 

• Es desproporcionado exigir la determinación de la estructura y es por ello 
que se realiza de manera genérica, por lo que so pretexto de ambigüedad 
no se puede denegar el acceso a la administración de justicia. 

Por lo anterior, solicita al Despacho reponer el auto de 14 de febrero de 2018, y en su 
lugar se proceda a la admisión de la demanda de la referencia continuando con el 
curso normal del proceso. 

Procede el Despacho a resolver el recurso, previas las siguientes 
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II. CONSIDERACIONES 

Entra el Despacho a resolver los argumentos expuestos por el recurrente, teniendo en 
cuenta que el presente recurso es procedente en los términos del artículo 36 de la Ley 
472 de 1998, el cual dispone que "Contra los autos dictados durante el trámite de la 
Acción Popular procede el recurso de reposición, el cual será interpuesto en los 
términos del Código de Procedimiento 

De igual manera, considera el Despacho que es innecesario correr el traslado del 
recurso previsto en el inciso último del artículo 319 del C.G.P., si se tiene en cuenta 
que en el presente caso no se ha trabado la relación jurídica procesal y por tanto no 
hay contraparte que controvierta". 

Ahora, las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar 
el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses 
colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible. Los 
requisitos sustanciales para la procedencia de la acción popular se limitan a 0 Que se 
invoque como vulnerado o amenazado algún derecho o interés colectivo, y ii) Que se 
señalen los hechos u omisiones que pueden estar causando tal situación2. 

El artículo 18 de Ley 472 de 1998, es claro en señalar que "para promover una 
acción popular se presentará una demanda o petición con los siguientes 
requisitos: a) La indicación del derecho o interés colectivo amenazado o vulnerado; 
b) La indicación de los hechos, actos, acciones u omisiones que motivan su petición; 
c) La enunciación de las pretensiones; d) La indicación de la personas natural o 
jurídica, o la autoridad pública presuntamente responsable de la amenaza o del 
agravio, si fuere posible; e) Las pruebas que pretenda hacer valer; O Las direcciones 
para notificaciones; g) Nombre e identificación de quien ejerce la acción. La demanda 
se dirigirá corma el presunto responsable del hecho u omisión que la motiva, si fuere 
conocido. No obstante, cuando en el curso del proceso se establezca que existen 
otros posibles responsables, el juez de primara instancia de oficio ordenará su citación 
en los térrn,uos en que aqui se prescribe para el demandado". 

Así las cosas, no es caprichoso ni mucho menos desproporcionado, exigir claridad 
respecto de los hechos y pretensiones de la demanda, ya que ello corresponde a los 
elementos mínimos que debe contener la acción interpuesta; en el presente caso la 
parte demandante no presento hecho u argumento nuevo a los estudiados al momento 
de inadmitir la demanda, que permita variar la posición adoptada en dicho momento. 

Solicitar información a la administración de la existencia o no de edificaciones 
indispensables y de atención a la comunidad, o si se ha practicado la evaluación de 
vulnerabilidad sísmica, en nada guarda relación con el agotamiento del requisito 
previo, no se demuestra que el actor popular haya puesto en consideración de la 
administración municipal de manera previa a la presentación de la demanda, la 
adopción de medidas necesarias de protección dei derecho colectivo respecto de una 
estructura en especial, pues se limitó a realizar una petición de información (fi. 24), no 
cumpliendo con el agotamiento del requisito previsto en el numeral 4 del articulo 161 
del C.P.A.C.A., y como se ;ridico anteriormente, al Juez Constitucional debe acudirse 
solamente cuando la autoridad administrativa, a quien se le imputa la vulneración, no 
conteste o se niegue a adoptar las medidas necesarias de protección del derecho o 
interés colectivo amenazado o vidlacd, previs reclamación. 

Respecto a ID anterior y contrario a lo que. indica el actor, esperar el agotamiento de 
la atapa predatrtria en sede judicial. para determinar a ciencia cierta ia acción u 
omisión vuiner ame frente a una edificación en específico, afecta el derecho de 
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defensa que le asiste a la contraparte y no es de recibo el planteamiento del libelista 
en aplicar de entrada a la parte demandada una presunción legal respecto de los 
hechos que según el mismo actor popular, son genéricos. Además, determinar la 
acción u omisión vulnerante, no es con el fin de determinarla como un acápite en un 
escrito, sino en poner en manifiesto y permitir a la administración ejercer su control 
judicial. 

De igual manera, ni la administración ni mucho menos el operador judicial, pueden 
entrar a suponer los hechos y pedimentos del actor, más aun cuando como se indicó 
en el auto de iriadmisión, la norma de sismoresistencia (NSR-10) cubre a más de 10 
tipos de edificaciones, por lo que entrar a especular sobre estos aspectos pretermite 
el principio de iura novit curia y en tal sentido, constituye corno deber mínimo del 
accionante, el planteamiento de unos hechos, actos, acciones u omisiones claros y 
determinados (Art. 18 Ley 472 de 1998 y Art 162 CPACA). En el caso bajo estudio, 
los hechos no fueron precisados con exactitud, pues a pesar de encontrarse en orden 
cronológico, los mismos no son concretos. 

Respecto a las afirmaciones del recurrente relacionados con la existencia de exceso 
de ritual manifiesto, el Despacho considera que las mismas son precipitadas ya que 
como lo ha indicado la Jurisprudencia Constitucional, este se configura cuando el 
funcionario judiciai "lp no tiene presente que el derecho procesal es un medio para la 
realización efectiva de los derechos de los ciudadanos, (h) renuncia conscientemente 
a la verdad luildica objetiva pese a los hechos probados en el caso concreto, (iii) 
porque aplica rigurosamente el derecho procesal, (iy) pese a que dicha actuación 
devenga en el desconocimiento de derechos fundamentaleC3  y en el presente caso 
no existe prueba alguna que se esté obviando u omitiendo, al contrario, se dio 
oportunidad al actor popular para que cumpliera con los requisitos que permitan darle 
trámite a la demanda, pues las manifestaciones establecidas en la misma no 
constituyen propiamente hechos ni prueba alguna de la violación o puesta en peligro 
de un derecho colectivo, sino que sólo se trata dei recuento procesal, que incluye 
apreciaciones subjetivas y reproches frente al mismo. 

Además, el garantizar las formas propias de cada juicio y el derecho de defensa de 
ambas partes, no solo del actor popular, sino también el de la contraparte, quien tiene 
derecho a conocer de forma previa y determinada los hechos que configuran la 
vulneración dei derecho colectivo, no es una renuncia conscientemente a la verdad 
jurídica objetiva y menos una infundada aplicación rigurosa dá derecho procesal; es 
la protección ciei debido proceso de los sujetos que intervienen (Art. 29 C.P). 

En virtud de los argumentos expresados anteriormente, este Despacho dispondrá no 
reponer el auto profei ido el 14 oe febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la 
demanda de la referencia. 

Frente al término otorgado para subsanar la demanda, este Despacho se atendrá a lo 
dispuesto por el Inciso 4° del artículo 118 del C.G.P., el cual establece que "...Cuando 
se interpongan recuisos contra la providencia que concede el término, o del auto a 
partir de cuna notificación debe correr un termino por ministerio de la ley, este se 
interrumpirá y comenzará a correr a partir del día siguiente al de la notificación del 
auto que resuelva el recurso.", razón por la cual se entiende que con la presentación 
del recurso de reposición contra el auto inahmisorio de la demanda se interrumpió el 
término otorgado para la subsanación de la misma (10 días), término que se 
reanudará entonces a partir del día siguiente a la notificación de la presente 
providencia. 

En consecuet t de lo anterior, este Despacho 
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RESUELVE: 

PRIMERO.- No reponer el auto de fecha 14 de febrero de 2018, por medio de la cual 
se inadmitió la demanda presentada en ejercicio de la Acción Popular por el señor 
SERGIO AUGUSTO AYALA SILVA contra el Municipio de La Victoria, de conformidad 
con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO.- Continuar con el trámite del proceso, advirtiéndose que el término 
otorgado al accionante para subsanar la demanda, se reanudará a partir del día 
siguiente a la notificación por estado electrónico de la presente providencia, de 
conformidad con b establecido en el articulo 118 del C.G.P. 

Por Secretaria realzar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 

Se conserva registro dei original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 
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Ingresa el expediente al Despacho para resolver el recurso de reposición (fls.22-25) 
presentado por el actor popular contra el auto proferido el día 14 de febrero de 2018, 
por medio del cual se inadmitió la demanda de la referencia. 

I. DEL RECURSO 

El accionante SERGIO AUGUSTO AVALA SILVA mediante escrito radicado el 20 de 
febrero de 2018 (fls.22-25), interpuso recurso de reposición contra el auto de 14 de 
febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la demanda conforme a lo establecido 
por el artículo 20 de la Ley 472 de 1998, argumentando lo siguiente: 

• La prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, constituye el fin 
principal de la administración de justicia. En tal sentido, si en la narración 
de los hechos se realiza una afirmación o denegación de carácter general 
indeterminada (presunción de hecho) le corresponde a la entidad 
demandada probar lo contrario, "toda vez que la finalidad del medio de 
control es precaver el derecho a la seguridad y prevención de desastres 
previsibles técnicamente y con fines de evitar el daño contingente, hacer 
cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e 
intereses colectivos y no por el centrado entrar a analizar de fondo el asunto 
so pretexto de no cumplir con lo señalado en el articulo 18 de la Ley 472 de 
1998." (11.23 Vto.) 

• Se agotó en debida forma el requisito previsto en el artículo 144 del 
C.P.A.C.A. pues se solicitó a la entidad demandada, entre otros, la relación 
oe las edificaciones y estudios técnicos, bs cuales no fueron allegados. 
Además, en el acápite de pruebas del escrito de demanda se solicitó la 
documentación y demás medios de convicción con el fin de entrar a 
demostrar nue la entidad vulnera los derechos colectivos, por lo que no se 
puede pretermitir la etapa probatoria. 

• Es desproporcionado exigir la determinación de la estructura y es por ello 
que se realiza de manera genérica, por lo que so pretexto de ambigüedad 
no se puede denegar el acceso a la administración de justicia. 

Por lo anterior, solicita al Despacho reponer el auto de 14 de febrero de 2018, y en su 
lugar se proceda a la admisión de la demanda de la referencia continuando con el 
curso normal del proceso. 

Procede el Despacho a resolver el recurso, previas las siguientes 
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II. CONSIDERACIONES 

Entra el Despacho a resolver los argumentos expuestos por el recurrente, teniendo en 
cuenta que el presente recurso es procedente en los términos del artículo 36 de la Ley 
472 de 1998, el cual dispone que "Contra los autos dictados durante el trámite de la 
Acción Popular procede el recurso de reposición, el cual será interpuesto en los 
términos del Código de Procedimiento Civil". 

De igual manera, considera el Despacho que es innecesario correr el traslado del 
recurso previsto en el inciso último del artículo 319 del C.G.P., si se tiene en cuenta 
que en el presente caso no se ha trabado la relación jurídica procesal y por tanto no 
hay contraparte que controvierta'. 

Ahora, las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar 
el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses 
colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible. Los 
requisitos sustanciales para la procedencia de la acción popular se limitan a 0 Que se 
invoque como vulnerado o amenazado algún derecho o interés colectivo, y Que se 
señalen los hechos u omisiones que pueden estar causando tal situación2. 

El artículo 18 de Ley 472 de 1998, es claro en señalar que "para promover una 
acción popular se presentará una demanda o petición con los siguientes 
requisitos: a) La indicación del derecho o interés colectivo amenazado o vulnerado; 
b) La indicación de los hechos, actos, acciones u omisiones que motivan su petición; 

La enunciación de las pretensiones; d) La indicación de la personas natural o 
jurídica, o la autoridad pública presuntamente responsable de la amenaza o del 
agravio, si fuere posible; e) Las pruebas que pretenda hacer valer.  O Las direcciones 
para notificaciones; g) Nombre e identificación de quien ejerce la acción. La demanda 
se dirigirá contra el presunto responsable del hecho u omisión que la motiva, si fuere 
conocido. No obstante, cuando en el curso del proceso se establezca que existen 
otros posibles responsables, el juez de primera instancia de oficio ordenará su citación 
en los términos en que aquí se prescribe para el demandado". 

Así las cosas, no es caprichoso ni mucho menos desproporcionado, exigir claridad 
respecto de los nechos y pretensiones de la demanda, ya que ello corresponde a los 
elementos mínimos que debe contener la acción interpuesta; en el presente caso la 
parte demandante no presento hecho u argumento nuevo a los estudiados al momento 
de inadmifir la demanda, que permita variar la posición adoptada en dicho momento. 

Solicitar información a la administración de la existencia o no de edificaciones 
indispensables y de atención a la comunidad, o si se ha practicado la evaluación de 
vulnerabilidad sísmica, en nada guarda relación con el agotamiento del requisito 
previo, no se demuestra que el actor popular haya puesto en consideración de la 
administración municipal de manera previa a la presentación de la demanda, la 
adopción de medidas necesarias de protección dei derecho colectivo respecto de una 
estructura en especial, pues se limitó a realizar una petición de información (fl. 24), no 
cumpiiendo con el agotamiento dei requisito previsto en el numeral 4 del artículo 161 
del C.P.A.C.A., y corno se indicó anteriormente, al Juez Constitucional debe acudirse 
solamente cuando la autoridad administrativa, a quien se le imputa la vulneración, no 
conteste o se niegue a adoptar ras medidas necesarias de protección del derecho o 
interés colectivo amenazado o violado, previa reclamación. 

Respecto a io anterior y contrario a lo que indica el actor, esperar el agotamiento de 
la atapa probatoria en sede judicial, para determinar a ciencia cierta la acción u 
omisión vulnerante frente a una edificación en específico, afecta el derecho de 

'sonsa» de Estado, senlenaa de 27 de rra,,o de 2014. Exoodent" No 76001-21 	2013-00330-01 



REFERENCIA 	ACCIÓN POPULAR 
DEMANDANTE 	SERGIO AUGUSTO AVALA SILVA 
DEMANDADO 	 MUNICIPIO DE UMBITA 
RADICADO 	 15001 3333 0■95 201600049 00 

defensa que le asiste a la contraparte y no es de recibo el planteamiento del libelista 
en aplicar de entrada a la parte demandada una presunción legal respecto de los 
hechos que según el mismo actor popular, son genéricos. Además, determinar la 
acción u omisión vulnerante, no es con el fin de determinarla como un acápite en un 
escrito, sino en poner en manifiesto y permitir a la administración ejercer su control 
judicial. 

De igual manera, ni la administración ni mucho menos el operador judicial, pueden 
entrar a suponer los hechos y pedimentos del actor, más aun cuando como se indicó 
en el auto de inadmisión, la norma de sismoresistencia (NSR-10) cubre a más de 10 
tipos de edificaciones, por lo que entrar a especular sobre estos aspectos pretermite 
el principio de iura novit curia y en tai sentido, constituye como deber mínimo del 
accionante, el planteamiento de unos hechos, actos, acciones u omisiones claros y 
determinados (Art. 18 Ley 472 de 1998 y Art 162 CPACA). En el caso bajo estudio, 
los hechos no fueron precisados con exactitud, pues a pesar de encontrarse en orden 
cronológico, los mismos no son concretos. 

Respecto a las afirmaciones del recurrente relacionados con la existencia de exceso 
de ritual manifiesto, el Despacho considera que las mismas son precipitadas ya que 
como lo ha indicado la Jurisprudencia Constitucional, este se configura cuando el 
funcionario judicial 10 no tiene presente que el derecho procesal es un medio para la 
realización efectiva de los derechos de los ciudadanos, (ii) renuncia conscientemente 
a la verdad jurídica objetiva pese a los hechos probados en el caso concreto, (iii) 
porque aplica rigurosamente el derecho procesal, (iv) pese a que dicha actuación 
devenga en el desconocimiento de derechos fundamentaies's y en el presente caso 
no existe prueba alguna que se esté obviando u omitiendo, al contrario, se dio 
oportunidad al actor popular para que cumpliera con los requisitos que permitan darle 
trámite a la demanda, pues las manifestaciones establecidas en la misma no 
constituyen propiamente hechos ni prueba alguna de la violación o puesta en peligro 
de un derecho colectivo, sino que sólo se trata del recuento procesal, que incluye 
apreciaciones subjetivas y reproches frente al mismo. 

Además, el garantizar las formas propias de cada juicio y el derecho de defensa de 
ambas partes, no solo del actor popular, &no también el de la contraparte, quien tiene 
derecho a conocer de forma previa y determinada los hechos que configuran la 
vulneración del derecho colectivo, no es una renuncia conscientemente a la verdad 
jurídica objetiva y menos una infundada aplicación rigurosa del derecho procesal; es 
la protección dei debido proceso de los sujetos que intervienen (Art. 29 C.P). 

En virtud de los argumentos expresados anteriormente, este Despacho dispondrá no 
reponer el auto proferido el 14 de febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la 
demanda de la referencia. 

Frente al término otorgado para subsanar la demanda, este Despacho se atendrá a lo 
dispuesto por el Inciso 4° del artículo 118 del C.G.P., el cual establece que "...Cuando 
se interpongan recursos contra la providencia que concede el término, o del auto a 
partir de cuya notificación debe correr un término por ministerio de la ley, este se 
interrumpirá y comenzará a correr a partir del día siguiente al de la notificación del 
auto que resuelva el recurso.", razón por la cual se entiende que con la presentación 
del recurso de reposición comía el auto inadmisorio de la demanda se interrumpió el 
término otorgado para la subsanación de la misma (10 días), término que se 
reanudará entonces a partir del día siguiente a la notificación de la presente 
providencia. 

En consecuencia de lo anterior, este Despacho 
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RESUELVE: 

PRIMERO.- No reponer el auto de fecha 14 de febrero de 2018, por medio de la cual 
se inadmitió la demanda presentada en ejercicio de la Acción Popular por el señor 
SERGIO AUGUSTO AYALA SILVA contra el Municipio de Umbita, de conformidad 
con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO.- Continuar con el trámite del proceso, advirtiéndose que el término 
otorgado al accionante para subsanar la demanda, se reanudará a partir del día 
siguiente a la notificación por estado electrónico de la presente providencia, de 
conformidad con lo establecido en ei articulo 118 del C.G.P. 

Por Secretaría realizar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho.  
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Ingresa el expediente al Despacho para resolver el recurso de reposición (fls.22-25) 
presentado por el actor popular contra el auto proferido el día 14 de febrero de 2018, 
por medio del cual se inadmitió la demanda de la referencia. 

I. DEL RECURSO 

El accionante SERGIO AUGUSTO A t'ALA SILVA mediante escrito radicado el 20 de 
febrero de 2018 (fls.22-25), interpuso recurso de reposición contra el auto de 14 de 
febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la demanda conforme a lo establecido 
por el artículo 20 de la Ley 472 de 1998, argumentando lo siguiente: 

• La prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, constituye el fin 
principal de la administración de justicia. En tal sentido, si en la narración 
de los hechos se realiza una afirmación o denegación de carácter general 
indeterminada (presunción de hecho) le corresponde a la entidad 
demandada probar lo contrario, "toda vez que la finalidad del medio de 
control es precaver el derecho a la seguridad y prevención de desastres 
previsibles técnicamente y con fines de evitar el daño contingente, hacer 
cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e 
intereses colectivos y no por el contrario entrara analizar de fondo el asunto 
so pretexto de no cumplir con lo señalado en el artículo 18 de la Ley 472 de 
1998," (f1.23 Vto.) 

• Se agotó en debida forma el requisito previsto en el artículo 144 del 
C.P.A.C.A. pues se solicitó a la entidad demandada, entre otros, la relación 
de las edificaciones y estudios técnicos, los cuales no fueron allegados. 
Además, en el acápite de pruebas del escrito de demanda se solicitó la 
documentación y demás medios de convicción con el fin de entrar a 
demostrar que la entidad vulnera los derechos colectivos, por lo que no se 
puede pretermitir la etapa probatoria. 

• Es desproporcionado exigir la determinación de la estructura y es por ello 
que se realiza de manera genérica, por lo que so pretexto de ambigüedad 
no se puede denegar el acceso a la administración de justicia. 

Por lo anterior, solicita al Despacho reponer el auto de 14 de febrero de 2018, y en su 
lugar se proceda a la admisión de la demanda de la referencia continuando con el 
curso normal del proceso. 

Procede el Despacho a resolver el recurso, previas las siguientes 
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II. CONSIDERACIONES 

Entra el Despacho a resolver los argumentos expuestos por el recurrente, teniendo en 
cuenta que el presente recurso es procedente en los términos del artículo 36 de la Ley 
472 de 1998, el cual dispone que "Contra los autos dictados durante el trámite de la 
Acción Popular procede el recurso de reposición, el cual será interpuesto en los 
términos del Código de Procedimiento 

De igual manera, considera el Despacho que es innecesario correr el traslado del 
recurso previsto en el inciso último del artículo 319 del C.G.P., si se tiene en cuenta 
que en el presente caso no se ha trabado la relación jurídica procesal y por tanto no 
hay contraparte que controvierta'. 

Ahora, las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar 
el peligro, la amenaza la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses 
colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible. Los 
requisitos sustanciales para la procedencia de la acción popular se limitan a i) Que se 
invoque como vulnerado o amenazado algún derecho o interés colectivo, y ii) Que se 
señalen los hechos u omisiones que pueden estar causando tal situación2. 

El artículo 18 de Ley 472 de 1998, es claro en señalar que "para promover una 
acción popular se presentará una demanda o petición con los siguientes 
requisitos: a) La indicación del derecho o interés colectivo amenazado o vulnerado; 
b) La indicación de los hechos, actos, acciones u omisiones que motivan su petición; 
c) La enunciación de las pretensiones; d) La indicación de la personas natural o 
jurídica, o la autoridad pública presuntamente responsable de la amenaza o del 
agravio, si fuere posible; e) Las pruebas que pretenda hacer valer; O Las direcciones 
para notificaciones; g) Nombre e identificación de quien ejerce la acción. La demanda 
se dirigirá contra el presunto responsable del hecho u omisión que la motiva, si fuere 
conocido. No obstante, cuando en el curso del proceso se establezca que existen 
otros posibles responsables, el juez de primera instancia de oficio ordenará su citación 
en los términos en que aqui se prescribe para el demandado". 

Así las cosas, no es caprichoso ni mucho menos desproporcionado, exigir claridad 
respecto de los hechos y pretensiones de la demanda, ya que ello corresponde a los 
elementos mínimos que debe contener la acción interpuesta; en el presente caso la 
parte demandante no presento hacho u argumento nuevo a los estudiados al momento 
de inadmitir la demanda, que permita variar la posición adoptada en dicho momento. 

Solicitar información a la administración de la existencia o no de edificaciones 
indispensables y de atención a la comunidad, o si se ha practicado la evaluación de 
vulnerabilidad sísmica, en nada guarda relación con el agotamiento del requisito 
previo, no se demuestra que el actor popular haya puesto en consideración de la 
administración municipal de ¡panera previa a la presentación de la demanda, la 
adopción de mecidas necesarias de protección del derecho colectivo respecto de una 
estructura en especial, pues se limitó a realizar una petición de información (fl. 22), no 
cumpliendo con el agotamiento dei requisito previsto en el numeral 4 del artículo 161 
del C.P.A.C.A., y corno se indicó anterioraierm, al Juez Constitucional debe acudirse 
solamente cuando la autoridad administrativa, a quien se le imputa la vulneración, no 
conteste o se niegue a adoptar las medidas necesarias de protección del derecho o 
interés colectivo amenazado o violado, previa reclamación. 

Respecto a lo anterior y contrario a lo que indica el actor, esperar el agotamiento de 
la atapa probatoria en sede ludiciai, para determinar a ciencia cierta la acción u 
omisión vulnerante frente a una edificación en específico, afecta el derecho de 
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defensa que le asiste a la contraparte y no es de recibo el planteamiento del libelista 
en aplicar de entrada a la parte demandada una presunción legal respecto de los 
hechos que según el mismo actor popular, son genéricos. Además, determinar la 
acción u omisión vulnerante, no es con el fin de determinarla como un acápite en un 
escrito, sino en poner en manifiesto y permitir a la administración ejercer su control 
judicial. 

De igual manera, ni la administración ni mucho menos el operador judicial, pueden 
entrar a suponer los hechos y pedimentos del actor, más aun cuando como se indicó 
en el auto de inadmisión, la norma de sismoresistencia (NSR-10) cubre a más de 10 
tipos de edificaciones, por lo que entrar a especular sobre estos aspectos pretermite 
el principio de iura novit curia y en tal sentido, constituye como deber mínimo del 
accionante, el planteamiento de unos hechos, actos, acciones u omisiones claros y 
determinados (Art. 18 Ley 472 de 1998 y Art 162 CPACA). En el caso bajo estudio, 
los hechos no fueron precisados con exactitud, pues a pesar de encontrarse en orden 
cronológico, los mismos no son concretos. 

Respecto a las afirmaciones del recurrente reiacionados con la existencia de exceso 
de ritual manifiesto, el Despacho considera que las mismas son precipitadas ya que 
como lo ha indicado la Jurisprudencia Constitucional, este se configura cuando el 
funcionario judicial "(i) no tiene presente que el derecho procesal es un medio para la 
realización efectiva de los derechos de los ciudadanos, (ii) renuncia conscientemente 
a la vendad jurídica objetiva pese a los hechos probados en el caso concreto, (ü) 
porque aplica rigurosamente el derecho procesal, (iv) pese a que dicha actuación 
devenga en el desconocimiento de derechos fundamentales"3  y en el presente caso 
no existe prueba alguna que se esté obviando u omitiendo, al contrario, se dio 
oportunidad al actor popular para que cumpliera con los requisitos que permitan darle 
trámite a la demanda, pues las manifestaciones establecidas en la misma no 
constituyen propiamente hechos ni prueba alguna de la violación o puesta en peligro 
de un derecho colectivo, sino que sólo se trata dei recuento procesal, que incluye 
apreciaciones subjetivas y reproches frente al mismo. 

Además, el garantizar las formas propias de cada juicio y el derecho de defensa de 
ambas partes, no solo del actor popular, sino también el de la contraparte, quien tiene 
derecho a conocer de forma previa y determinada los hechos que configuran la 
vulneración del derecho colectivo, no es una renuncia conscientemente a la verdad 
jurídica objetiva y menos una infundada aplicación rigurosa del derecho procesal; es 
la protección del debido proceso de los sujetos que intervienen (Art. 29 C.P). 

En virtud de los argumentos expresados anteriormente, este Despacho dispondrá no 
reponer el auto prole' ido ej 14 cie febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la 
demanda de la referencia. 

Frente al término otorgado para subsanar la demanda, este Despacho se atendrá a lo 
dispuesto por el Inciso 40  del artículo 118 del C.G.P., el cual establece que "...Cuando 
se interpongan recursos contra la providencia que concede el término, o del auto a 
partir de cuya notificación debe correr un término por ministerio de la ley, este se 
interrumpirá y comenzará a correr a partir del día siguiente al de la notificación del 
auto que resuelva el recurso.", razón por la cual se entiende que con la presentación 
del recurso de reposición cantil el auto inaomisorío de la demanda se interrumpió el 
término otorgado para la subsanación de la misma (10 días), término que se 
reanudará entonces a partir del dia siguiente a la notificación de la presente 
providencia. 

En consecuencia de lo anterior, este Despacho 

3  Senlenua 7.317 Av 2)17 
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RESUELVE: 

PRIMERO.- No reponer el auto de fecha 14 de febrero de 2018, por medio de la cual 
se inadmitió la demanda presentada en ejercicio de la Acción Popular por el señor 
SERGIO AUGUSTO AYALA SILVA contra el Municipio de Ramiriquí, de conformidad 
con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO.- Continuar con el trámite del proceso, advirtiéndose que el término 
otorgado al accionante para subsanar la demanda, se reanudará a partir del día 
siguiente a la notificación por estado electrónico de la presente providencia, de 
conformidad con b establecido en el articulo 118 del C.G.P. 

Por Secretaria realizar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

FABIO HU ANO LÓPEZ 

Qffinto ildininistra 
bfCircuito Judicial& T'unja 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO ELECMÓNSCO 

FI (Interior nata se notifico por Estado Electrónico Nro. 10 de hoy 02 
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Ingresa el expediente al Despacho para resolver el recurso de reposición (fls.20-23) 
presentado por el actor popular contra el auto proferido el día 14 de febrero de 2018, 
por medio del cual se inadmitió la demanda de la referencia. 

I. DEL RECURSO 

El accionante SERGIO AUGUSTO AYALR SILVA mediante escrito radicado el 20 de 
febrero de 2018 (fis.20-23), interpuso recurso de reposición contra el auto de 14 de 
febrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la demanda conforme a lo establecido 
por el artículo 20 de la Ley 472 de 1998, argumentando lo siguiente: 

• La prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, constituye el fin 
principal de la administración de justicia. En tal sentido, si en la narración 
de los hechos se realiza una afirmación o denegación de carácter general 
indeterminada (presunción de hecho) le corresponde a la entidad 
demandada probar lo contrario, "toda vez que la finalidad del medio de 
contml es precaver el derecho a la seguridad y prevención de desastres 
previsibles técnicamente y con fines de evitar el daño contingente, hacer 
cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e 
intereses colectivos y no por el contrario entrar a analizar de fondo el asunto 
so pretexto de no cumplir con lo señalado en el articulo 18 de la Ley 472 de 
1998." (f1.21 Vto.) 

• Se agotó en debida forma el requisito previsto en el artículo 144 del 
C.P.A.C.A. pues se solicitó a la entidad demandada, entre otros, la relación 
de las edificaciones y estudios técnicos, los cuales no fueron allegados. 
Además, en el acktite de pruebas del escrito de demanda se solicitó la 
documentación y aernás medios de convicción con el fin de entrar a 
demostrar que la entidad vulnera ros derechos colectivos, por lo que no se 
puede pretennitir la etapa probatoria. 

• Es desproporcionado exigir la determinación de la estructura y es por ello 
que se realiza de manera genérica, por lo que so pretexto de ambigüedad 
no se puede denegar el acceso a la administración de justicia. 

Por lo anterior, solicila al Despecho reponer el auto de 14 de febrero de 2018, y en su 
lugar se proceda a la admisión de la clernaridz-:i de la referencia continuando con el 
curso normal del proceso. 

Procede el Despacho a resolver el recurso, previas las siguientes 

II. CONSIDERACIONES 
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Entra el Despacho a resolver los argumentos expuestos por el recurrente, teniendo en 
cuenta que el presente recurso es procedente en los términos del artículo 36 de la Ley 
472 de 1998, cual dispone que "Contra los autos dictados durante el trámite de la 
Acción Popular procede el recurso de reposición, el cual será interpuesto en los 
términos del código de Procedimiento Civil". 

De igual mar era, considera el Despacho que es innecesario correr el traslado del 
recurso previsto en el inciso último del artículo 319 del C.G.P., si se tiene en cuenta 
que en el presente caso no se ha trabado la relación jurídica procesal y por tanto no 
hay contraparte que controvierta'. 

Ahora, las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar 
el peligro, la amenaza la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses 
colectivos, o restituir ias cosas a su estado anterior cuando fuere posible. Los 
requisitos sustanciales para la procedencia de la acción popular se limitan a i) Que se 
invoque como vulnerado o amenazado algún derecho o interés colectivo, y ii) Que se 
señalen los hechos u omisiones que pueden estar causando tal situación2. 

El artículo 18 de Ley 472 de '1998, es claro en señalar que "para promover una 
acción popular se presentará una demanda o petición con los siguientes 
requisitos: a) La indicación del derecho o interés colectivo amenazado o vulnerado; 
b) La indicación de los hechos, actos, acciones u omisiones que motivan su petición; 
c) La enunciación de las pretensiones; d) La indicación de la personas natural o 
jurídica, o la autoridad pública presuntamente responsable de la amenaza o del 
agravio, si fuere posible; e) Las pruebas que pretenda hacer valer; fi Las direcciones 
para notificaciones; g) Nombre e identificación de quien ejerce la acción. La demanda 
se dirigirá contra el presunto responsable del hecho u omisión que la motiva, si fuere 
conocido. No obstante, cuando en el curso del proceso se establezca que existen 
otros posibles responsables, el juez de primera instancia de oficio ordenará su citación 
en los términos en que aquí se prescribe para el demandado". 

Así las cosas, no es caprichoso ni mucho menos desproporcionado, exigir claridad 
respecto de los hechos y pretensiones de la demanda, ya que ello corresponde a los 
elementos mínimos que debe contener la acción interpuesta; en el presente caso la 
parte demandante no presento hecho u argumento nuevo a los estudiados al momento 
de inadmitir la demanda, que permita variar la posición adoptada en dicho momento. 

Solicitar información a la administración de la existencia o no de edificaciones 
indispensables y de atención a la comunidad, o si se ha practicado la evaluación de 
vulnerabilidad sísmica, en nada guarda relación con el agotamiento del requisito 
previo, no se demuestra que el actor popular haya puesto en consideración de la 
administración municipal de manera previa a la presentación de la demanda, la 
adopción de medidas necesarias de protección del derecho colectivo respecto de una 
estructura en especial, pues se limitó a realizar una petición de información (fl. 22), no 
cumpliendo con el agotamiento del requisito previsto en el numeral 4 del articulo 161 
del C.P.A.G.A., y corno se indico anteriormenve, al Juez Constitucional debe acudirse 
solamente cuando la autoridad administrativa, a quien se le imputa la vulneración, no 
conteste o se niegue a acoplar las medidas necesarias de protección del derecho o 
interés colectivo amenazado o violado, previa reclamación. 

Respecto a lo anterior y centrarlo a lo que indica el actor, esperar el agotamiento de 
la etapa probatoria en sede judicial, para determinar a ciencia cierta la acción u 
omisión vulnerante frente a una edificación en específico, afecta el derecho de 
defensa que le asiste a la contraparte y no es de recibo el planteamiento del libelista 

'Conejo Ga Es(edo, Seofenwa de 27 de marzo de 2014, E r pechE nle 
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en aplicar de entrada a la parte demandada una presunción legal respecto de los 
hechos que según el mismo actor popular son genéricos. Además, determinar la 
acción u omisión vulnerante, no es con el fin de determinarla como un acápite en un 
escrito, sino en poner en manifiesto y permitir a la administración ejercer su control 
judicial. 

De igual manera, ni la administración ni mucho menos el operador judicial, pueden 
entrar a suponer los hechos y pedimentos del actor, más aun cuando como se indicó 
en el auto de inadmisión, la norma de sismoresistencia (NSR-10) cubre a más de 10 
tipos de edificaciones, por lo que entrar a especular sobre estos aspectos pretermite 
el principio de iura novit curia y en tal sentido, constituye como deber mínimo del 
accionante, el planteamiento de Linos hechos, actos, acciones u omisiones claros y 
determinados (Art. 18 Ley 472 de 1998 y Art 162 CPACA). En el caso bajo estudio, 
los hechos no fueron precisados con exactitud, pues a pesar de encontrarse en orden 
cronológico, los mismos no son concretos. 

Respecto a las afirmaciones del recurrente relacionados con la existencia de exceso 
de ritual manifiesto, el Despacho considera que las mismas son precipitadas ya que 
como lo ha indicado la Jurisprudencia Constitucional, este se configura cuando el 
faicionario judicial "(1) no tiene presente que el derecho procesal es un medio para la 
realización efectiva de los derechos de los ciudadanos, (ii) renuncia conscientemente 
a la verdad jurídica objetiva pese a los hechos probados en el caso concreto, (iii) 
porque aplica rigurosamente el derecho procesal, (iv) pese a que dicha actuación 
devenga en el desconocimiento de derechos fundamentales"3  y en el presente caso 
no existe prueba alguna que se esté obviando u omitiendo, al contrario, se dio 
oportunidad al actor popular para que cumpliera con los requisitos que permitan darle 
trámite a la demanda, pues las manifestaciones establecidas en la misma no 
constituyen propiamente hechos ni prueba alguna de la violación o puesta en peligro 
de un derecho colectivo, sino que sólo se trata del recuento procesal, que incluye 
apreciaciones subjetivas y reproches frente al mismo. 

Además, el garantizar las formas propias de cada juicio y el derecho de defensa de 
ambas partes no solo del actor popular, sino también el de la contraparte, quien tiene 
derecho a conocer de forma previa y determinada los hechos que configuran la 
vulneración dei derecho colectivo, no es una renuncia conscientemente a la verdad 
jurídica objetiva y menos una infundada aplicación rigurosa del derecho procesal; es 
la protección del debido proceso de los sujetos que intervienen (Art. 29 C.P). 

En virtud de los argumentos expresados anteriormente. este Despacho dispondrá no 
reponer el auto proferido el 14 ae lebrero de 2018, por medio del cual se inadmitió la 
demanda de la referencia. 

Frente al término otorgado para subsanar la demanda, este Despacho se atendrá a lo 
dispuesto por el Inciso 4° del artículo 118 cel C.G.P., el cual establece que "...Cuando 
se interpongan COCIRSOS contra ia provideacJa que concede el término, o del auto a 
partir de cuya notificación debe correr un término por ministerio de la ley, este se 
interrumpirá y comenzará a correr a partir dei día siguiente al de la notificación del 
auto que resuelva el recurso.", razón por la cual se entiende que con la presentación 
del recurso de reposición contra el auto inadmisorio de la demanda se interrumpió el 
término otorgaco para la subsanación de :a misma (10 días), término que se 
reanudará entonces a partir del día siguiente a la notificación de la presente 
providencia. 

En consecuencia de lo anterior, este Despacho 

SelgenCla 21 7 ce. 20 
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RESUELVE: 

PRIMERO.- No reponer el auto de fecha 14 de febrero de 2018, por medio de la cual 
se inadmitió la demanda presentada en ejercicio de la Acción Popular por el señor 
SERGIO AUGUSTO AYALA SILVA contra el Municipio de Toca, de conformidad con 
lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO.- Continuar con el trámite del proceso, advirtiéndose que el término 
otorgado al accionante para subsanar la demanda, se reanudará a partir del día 
siguiente a la notificación por estado electrónico de la presente providencia, de 
conformidad con lo establecido en el articulo 118 del C.G.P. 

Por Secretaría realizar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Juzgato Qwmfo,A6ministrativo Or 
cfrt Circuito ludicial de Tutya 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO ELECTRÓNICO 

El anterior auto se notificó por Estodo Electrónico Nro. 10 de hoy 02 
de rnorzo de 2018, siendo las 8.00 A.M 

<t'Ya  
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL 
DE TUNJA 

   

Tunja, primero (1) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

REFERENCIA: 	REPARACION DIRECTA 
DEMANDANTE: TEODOLINDA GARAY MANCIPE Y OTROS 
DEMANDADO: 	DEPARTAMENTO DE BOYACA Y OTROS 
RADICACIÓN: 	15001 3333 005 201300069 00 

Ingresa al despacho previo informe secretarial poniendo en conocimiento: i) memorial 
presentado por la apoderada de la Union Temporal Poliducto Andino (f1.196); fi) constitución 
de titulo judicial visible a folios 207. Al respecto el despacho realiza las siguientes 
precisiones: 

• El memorial presentado por la apoderada de la Unión Temporal Poliducto Andino (fl.196), 
que pone de presente depósito judicial numero 415030000427878 por valor de 
$22.708.343 correspondiendo al 50% de las costas del proceso y 50% de la condena de 
perjuicios materiales en concreto, y depósito judicial numero 415030000427877 por valor 
de $600.000 por concepto de pago de dictamen pericial, el despacho, una vez revisado el 
expediente encuentra que la suma consignada por la apoderada de la Unión Temporal 
Poliducto Andino corresponde a lo ordenado, por tal razón se ordena la entrega del 
depósito judicial numero 415030000427878 por valor de $22.708.343 a nombre del 
apoderado del demandante el doctor José Heriberto Fuentes Ortega identificado con C.C. 
No.7.168.629 de Tunja. De igual manera se ordena la entrega del depósito judicial numero 
415030000427877 por valor de $600.000 a la perito Sandra Milena Morales Ruiz 
identificada con C.C.1.049.604.393 en calidad de perito posesionada en el proceso de la 
referencia. 

• En cuanto a la constitución del titulo judicial visible a folio 207 	con numero 
415030000428349 por la suma de $534.000 siendo consignante Ecopetrol S.A. y teniendo 
en cuenta que en el proceso no obra ningún memorial por parte de esta entidad en el que 
especifique el monto consignado porque concepto fue realizado, y más que dicho valor no 
cubre los gastos ordenados por este despacho, se requerirá a Ecopetrol informar el 
concepto del valor consignado y realizar la respectiva consignación del 50% de las costas 
del proceso (f1.1414), las agencias en derecho impuestas en segunda instancia por recurso 
(f1.1415), el 50% de la condena de perjuicios materiales en concreto (11201 cdno incidente), 
el 50% de los honorarios de la perito Sandra Milena Morales Ruiz (1182 cdno incidente), 
de igual manera se ordena allegar comprobante de pago realizado a ADAJUP BOY-CAS 
S.A.S. por pago de honorarios a perito ordenado en acta de fecha 11 de agosto de 2015 
(f1.1118). 

• Revisado el expediente se observa que a la fecha no se ha realizado la conversión del título 
judicial consignado por Unión Temporal Poliducto Andino por la suma de $296.645 por 
concepto de honorarios del perito ADAJUP BOY-CAS S.A por parte del Juzgado Tercero 
Administrativo de Tunja ordenado en auto de fecha 15 de diciembre de 2015, por tal razón 
se ordena por secretaria requerir al Juzgado Tercero Administrativo de Tunja para que 
realice la conversión respectiva. 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

RESUELVE: 

PRIMERO. Se ordena la entrega del depósito judicial numero 415030000427878 por valor 
de $22.708.343 a nombre del apoderado de los demandantes el doctor José Heriberto 
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REFERENCIA: 	REPNACION DIRECTA 
DEMANDANTE 	TEODOLINDA GARY MANCIPE 
DEMANDADO: 	ECOPETROL Y 07ROS 
RADICACIÓN: 	15001 3333 005 20130008 9 00 

Fuentes Ortega identificado con C.C. No.7.168.629 de Tunja. Por Secretaría elabórese la 
orden de pago correspondiente. 

SEGUNDO. Se ordena la entrega del depósito judicial número 415030000427877 por valor 
de $600.000 a nombre de Sandra Milena Morales Ruiz identificada con C.C.1.049.604.393. 
Por Secretaría elabórese la orden de pago correspondiente. 

TERCERO. Se requiere a Ecopetrol S.A. informar el concepto del valor consignado visible 
a folio 207 y realizar la respectiva consignación del 50% de las costas del proceso, las 
agencias en derecho impuestas en segunda instancia por recurso, el 50% de la condena 
de perjuicios materiales en concreto, el 50% de los honorarios de la perito Sandra Milena 
Morales Ruiz, y allegar comprobante de pago realizado a ADAJUP BOY-CAS S.A.S. por 
pago de honorarios a perito. 

CUARTO. Se ordena por Secretaria oficiar al Juzgado Tercero Administrativo de Tunja 
realizar la conversión solicitada en auto de fecha 15 de diciembre de 2015 por valor de 
$296.645 perteneciente al proceso de la referencia. 

Hacer los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

FABIO HUÉ 	O LÓPEZ 

2 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (1) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

REFERENCIA: 	REPARACION DIRECTA 
DEMANDANTE: 	LEIDY BERNAL MUÑOZ 
DEMANDADO: 	MUNICIPIO DE TUNJA 
RADICACIÓN: 	15001 3333 005 201700087 00 

Ingresa el expediente al Despacho con informe secretaria' poniendo en conocimiento Circular 
CSJBOY18-3 expedida por el Consejo Seccional de la Judicatura de Boyacá y Casanare, en 
el que se da a conocer derecho de petición radicado por el doctor Humberto Sandoval Fuentes 
en calidad de agente Especial para administrar, designado por el Instituto de Vivienda de 
Interés Social y Reforma Urbana del Municipio de Pipa en el proceso de toma de bienes 
negocios y haberes del constructor lader Wilhelm Barrios Hernandez (f1.61). 

Al respecto, se observa que el señor lader Wilhelm Barrios Hernandez, es parte demandada 
en el proceso de la referencia, por tal razón y de conformidad con las facultades otorgadas 
por el acuerdo Municipal No.005 de 2016 y resoluciones 06 de 2016, 012 de 2017 y 025 de 
2017 al doctor Humberto Sandoval Fuentes como agente Especial para administrar, el 
proceso de toma de bienes negocios y haberes del constructor lader Wilhelm Barrios 
Hernández, en el que se señala que "no se podrá iniciar ni continuar procesos o actuación 
alguna contra el intervenido sin que se notifique personalmente al agente especial, so-pena 
de nulidad", el Despacho considera procedente, notificar al doctor Humberto Sandoval 
Fuentes en calidad de agente Especial para administrar, el proceso de toma de bienes 
negocios y haberes del constructor lader Wilhelm Barrios Hernández del proceso de la 
referencia a través de correo electrónico suministrado por el mismo 
Manuelsilvestre2004ahotmail.com  (11.486). 

En mérito de lo expuesto, este Despacho, 

RESUELVE: 

PRIMERO.- Notificar personalmente el contenido de esta providencia y de la demanda, al 
doctor Humberto Sandoval Fuentes en calidad de agente Especial para administrar, el 
proceso de toma de bienes negocios y haberes del constructor lader Wilhelm Barrios 
Hernández., conforme lo prevén los artículos 197 y 199 del C.P.A.C.A., modificado por el 
artículo 612 del C.G.P. 

SEGUNDO.- Fijar la suma de SEIS MIL QUINIENTOS PESOS M/CTE ($6.500) para los 
gastos de envío de que trata el inciso 4° del artículo 199 del C.P.A.C.A. modificado por el 
artículo 612 del C.G.P. que deberá ser consignada por la parte demandnate en la cuenta No. 
4-1503-0-21056-0 del BANCO AGRARIO, PARA GASTOS PROCESALES DEL JUZGADO 
QUINTO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE TUNJA y 
acreditando su pago en la Secretaria del Juzgado dentro de los cinco (05) días siguientes a 
la realización de esta audiencia. 

TERCERO: Notificado, córrase traslado por el término legal de treinta (30) días, para que 
puedan contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar la práctica de pruebas, llamar 
en garantía, y en su caso, presentar demanda de reconvención (Art. 172 del C.P.A.C.A). 

1  Resolucion No.006 del 30 de septiembre de 2016, articulo 2 numeral 4 "Por la cual se ordena la toma de posesión de los negocios, bienes y 
haberes del constructor leder Wibrelm Baniols Hemandez, identificado con cedula de ciudadana No.79 486.984 de Bogota" 



NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

CUARTO: Advertir que con la contestación de la demanda se deberán allegar todas las 
pruebas que obran en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, los dictámenes 
periciales que considere necesarios para oponerse a las pretensiones, el expediente 
administrativo que contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso. La 
inobservancia de estos deberes constituye falta gravísima del funcionario encargado del 
asunto, en los términos previstos en el articulo 175 del C.P.A.C.A. 

Por la Secretaria realizar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

FABIO HuERrá O LÓPEZ 
JUEZ 
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El auto anterior se notificó por Estado Electrdnico No. 10 de hay 02 de marzo de 2018. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

 

T unja, primero (01) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

MEDIO DE CONTROL: 
	

ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA 
DEMANDANTE: 
	

NELVA GARCÍA FLÓREZ Y OTRO 
DEMANDADO: 
	

NACIÓN — MINISTERIO DE DEFENSA-EJERCITO NACIONAL 
RADICADO: 
	

150013333-005-2017-00017-00 

Er escritos que anteceden, la parte demandante desiste del recurso de apelación interpuesto 
en contra de la sentencia de primera instancia proferida el 26 de enero de 2018 (fls. 186-209), 
mediante la cual se accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda y no se condenó 
en costas a la entidad demandada. 

Como quiera que el desistimiento de recursos no es una figura propia del proceso 
contencioso-administrativo, para resolver lo solicitado, se debe hacer integración con las 
normas contenidas en el Código General del Proceso, atendiendo a lo ordenado en el artículo 
306 del CPACA, por consiguiente lo pedido por la parte demandante, se debe resolver bajo la 
luz de estas normas. 

El artículo 316 del Código General del Proceso, señala: 

"Artículo 316. Desistimiento de ciertos actos procesales. Las partes podrán 
desistir de los recursos interpuestos  y de los incidentes, las excepciones y los 
demás actos procesales que hayan promovido. No podrán desistir de las pruebas 
practicadas. 

El desistimiento de un recurso deja en firme la providencia materia del mismo, respecto 
de quien lo hace. Cuando se haga por fuera de audiencia. el escrito se presentará 
ante el secretario del juez de conocimiento si el expediente o las copias para 
dicho recurso no se han remitido al superior  o ante el secretario de este en el caso 
contrario.. (...)" (Resaltado fuera de texto) 

Teniendo en cuenta la norma anterior, resulta procedente la solicitud de desistimiento del 
recurso de apelación interpuesto contra la sentencia de primera instancia formulada por el 
apoderado de la parte demandante, en consecuencia se aceptará el desistimiento. 

Así mismo, se advierte que el artículo 316 del C.G.P., ordena que el auto que acepte un 
desistimiento condenará en costas a la parte que desiste, salvo que se trate del desistimiento 
de un recurso ante el juez que lo haya concedido. Teniendo en cuenta, que el desistimiento 
se presenta en esta instancia que es la competente para conceder el recurso de apelación 
interpuesto, no se condena en costas a la parte demandante. 

Finalmente, como la parte actora fue la única que interpuso recurso de apelación contra la 
sentencia de fecha 26 de enero de 2018 (fis. 186-209), se deberá declarar la firmeza de dicha 
providencia, conforme lo señala el artículo 316 del C.G.P. 

Por lo anteriormente expuesto se, 

RESUELVE: 

PRIMERO.- Aceptar el desistimiento del recurso de apelación interpuesto contra la 
sentencia proferida el 26 de enero de 2018, conforme a lo anteriormente expuesto. 



NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

SEGUNDO.- Declarar en firme la sentencia proferida el 26 de enero de 2018, conforme a lo 
antes expuesto. 

TERCERO.- Sin condena en costas a la parte quien desiste del recurso. 

CUARTO: En firme esta providencia, por secretaría cúmplase lo señalado en el numeral 
SEXTO de la sentencia de fecha 26 de enero de 2018 

QUINTO: Por Secretaría, háganse los registros pertinentes en el SISTEMA PARA LA 
GESTIÓN DE PROCESOS JUDICIALES- JUSTICIA SIGLO XXI. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

FABIO HUÉR O LÓPEZ 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE TUNJA 

DESPACHO 

   

Tunja, primero (01) de marzo de dos mil dieciocho (2018). 

REFERENCIA: 	ACCIÓN EJECUTIVA 
DEMANDANTE: 	CONSTRUCCIONES BENAVIDES INGENIEROS 

CONTRATISTAS S.A.S 
DEMANDADO: 	MUNICIPIO DE CHIQUINQUIRÁ 
RADICACIÓN: 	150013333005-2017-00226-00 

En virtud del informe secretarial que antecede, procede el Despacho a pronunciarse 
respecto de la admisión o rechazo de la demanda, previas las siguientes 

CONSIDERACIONES 

CONSTRUCCIONES BENAVIDES INGENIEROS presentó demanda contra el 
Municipio de Chiquinquirá, con el objeto de que se librara mandamiento de pago por 
la suma de $849.221.255 a título de capital debidamente actualizado, derivada del 
acta de liquidación del contrato de obra No. 201500097 del 30 de abril de 2015 
suscrita el 17 de junio de 2016, por los intereses moratorios previstos en el inciso 
segundo del numeral 8 del artículo 4 de la Ley 80 de 1993, desde el 21 de diciembre 
de 2015, fecha de emisión, por parte de la interventoría del Recibo a satisfacción de 
obra final, hasta la fecha en que se verifique el pago efectivo de lo adeudado, lo cual 
estima en $195.320.889 y como pretensiones subsidiarias librar mandamiento de 
pago por los intereses moratorios desde la fecha de vencimiento de la factura de 
venta 2414 del 31 de diciembre de 2015 por valor de $186.828.676 o desde la fecha 
de suscripción del acta de liquidación del contrato de obra No. 201500097 del 30 de 
abril de 2015, suscrita el 17 de junio de 2016, por valor de $147.367.613. 

Por auto de 01 de febrero de 2018 (f13.51-53) el Despacho inadmitió la demanda 
señalándole a la parte demandante los defectos que adolecía para que procediera 
a su corrección, sin que la misma efectuara las correcciones pertinentes. 

Sobre el particular, el Consejo de Estados ha sostenido que la parte demandante 
debe adoptar alguna de las siguientes conductas procesales frente al auto que 
ordena la corrección de la demanda, así: Impugnarlo a través del recurso de 
reposición, o dar cumplimiento a su parte resolutiva corrigiendo los defectos 
señalados, so pena de su rechazo. 

Como quiera que en el caso concreto no se corrigió la demanda de conformidad con 
lo ordenado en providencia de 1 de febrero de 2018, obrante a folios 51 a 53 del 
expediente, toda vez que no hubo pronunciamiento alguno sobre los defectos 

' Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección segunda - Subseccion "A", Sentencia de 16 de febrero de 2006, C.P. Dr. 
Jaime Moreno Garifa, Radicación número: 05001-23-31-000-2004-05173-01(4551-05). 



FABIO HUÉRF 

advertidos, se impone el rechazo de la demanda con arreglo a lo previsto en el 
numeral segundo del artículos 169 y 170 del C.P.A.C.A. 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

RESUELVE: 

PRIMERO: Se rechaza la demanda presentada por CONSTRUCCIONES 
BENAVIDES INGENIEROS contra el MUNICIPIO DE CHIQUINQURÁ, conforme a 
b expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO: Devuélvanse los anexos sin necesidad de desglose. 

TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, ARCHÍVESE el expediente, dejando 
previamente las anotaciones y constancias de rigor. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

........____.., 
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (1) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

REFERENCIA: 	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: ANDRES ORLANDO GONZÁLEZ HERNÁNDEZ 
DEMANDADO: 	CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DE BOYACÁ 

CORPOBOYACA- 
RADICACIÓN: 	15001 3333 005 201500133 00 

Ingresa al Despacho con informe secretarial por medio del cual se pone en conocimiento 
memorial poder allegado por la parte demandada. 

Se observa que a folio 473 del expediente, obra memorial poder otorgado por el Director 
General y Representante Legal de la Corporación Autónoma Regional de Boyacá — 
CORPOBOYACÁ- a la Abogada Mónica Alejandra González Cano, para intervenir como 
apoderada judicial de la entidad demandada dentro del proceso de la referencia. 

En consecuencia, el Despacho reconoce personería a la Abogada Mónica Alejandra 
González Cano, identificada con cédula de ciudadanía No. 1.049.609.203 de Tunja, y 
portadora de la T.P. No. 195.116 del C.S. de la J., para actuar como apoderada judicial de la 
parte demandada en los términos y para los fines indicados en el memorial poder obrante a 
folio 473 del expediente. 

Por Secretaría realizar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

FABIO HUÉRF 	LÓPEZ 

Juzgado Quinto Administrativo Oral 

arel Circuito Judicial' é 'rumia 
NOTIFICACCON POR ES THOO ELECTRÓN/CO 

El orMerior auto se notificó por Estado Eleatranice Nro. 10 de hoy 2 de 
marzo de 2010, siendo km 8100 AJA 

9 	

.<"'

/ 

yunnto VVRANY NUÑEZ BOHORQVEZ 
all110 IAM NIMIO MIK in 111MN01111IN 



NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (1) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

REFERENCIA: 	REPARACIÓN DIRECTA 
DEMANDANTE: 	ROBINSON DAVID OSPINA y Otros 
DEMANDADO: 	NACIÓN — MINISTERIO DE DEFENSA — EJÉRCITO NACIONAL 
RADICACIÓN: 	15001 3333 015 201700048 00 

Ingresa el expediente al Despacho con informe secretarial por medio del cual se informa que 
con ocasión al cierre extraordinario de términos autorizado por el Consejo Seccional de la 
Judicatura de Boyacá y Casanare, la audiencia inicial programada para el 21 de febrero de 
2018, no pudo llevarse a cabo, razón por la cual es necesario fijar nueva fecha para realizarla. 

En virtud de lo anterior se señala el próximo miércoles catorce (14) de marzo de 2018, a las 
nueve de la mañana (9:00 a.m.) como nueva fecha para la llevar a cabo la audiencia prevista 
en el articulo 180 del C.P.A.C.A., la cual se llevará a cabo en la Sala de Audiencias B1-2. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho 

FABIO HUERF 	LÓPEZ 
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Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

larerc---7-~ _..._ 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (1) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

REFERENCIA: 	 ACCIÓN POPULAR 
DEMANDANTE: 	KAROL STHEPHANY BUSTOS SUÁREZ y Otros 
DEMANDADOS: 	MUNICIPIO DE TUNJA — INSTITUCIÓN EDUCATIVA SILVINO 

RODRÍGUEZ. 
RADICADO: 	 15001 3333 005 201700199 00 

Ingresa el expediente al Despacho con informe secretarial por medio del cual se pone en 
conocimiento que la parte accionante no ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el auto 
admisorio de la demanda. 

Al respecto, se observa que mediante providencia de 18 de enero de 2018 (fls.211-214) se 
admitió la acción popular de la referencia, ordenándose en el numeral sexto lo siguiente: 

"Comuníquese a los miembros de la comunidad afectada, habitantes del Municipio de Tunja, 
la admisión de la demanda, a través de la publicación de la presente providencia en un medio 
de comunicación de amplia circulación en la localidad, a cargo de la parte actora. De esta cansa 
procesal, deberá dejarse constancia en el expediente, para continuar con el trámite del 
proceso." 

Pese a lo anterior, a la fecha, los accionantes no han acreditado el cumplimiento de la carga 
procesal descrita anteriormente. 

En consecuencia, se requiere a la parte actora para que en un término de diez (10) días 
contados a partir de la notificación por estado de la presente providencia, allegue al expediente 
la constancia de la comunicación a los habitantes del Municipio de Tunja sobre la admisión 
de la presente demanda, en un medio de comunicación de amplia circulación en dicha 
localidad, conforme lo dispuesto en el numeral sexto de la parte resolutiva del auto de 18 de 
enero de 2018. 

WSR 

Juzgad, gollato fidilaistrativo Orad 
Ciratito Judicialle guaja 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO ELECTRÓNICO 

El anterror coto se notrf icó por Estado Electronic° Nro. LO de hoy 2 de 
marzo de 2018, siendo Es 8 00 AM.  

IlliPc- 

PULISTE YURANY NUÑEZ BOHORQUIa 
+1111 SIII II N110 SIR Pi 1POrso dosi 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tur ja, primero (1) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

REt'ERENCIA: 
DEI AANDANTE: 
DEI AANDADO: 

RACIICADO: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
FREDESMINDA SUAREZ MORALES 
NACIÓN — MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL —
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO 
15001 3333 005 201800068 00 

Proc.: Kle el Despacho a estudiar la admisión de la demanda y para ello determinará la 
natur lleza del medio de control interpuesto, si se cumple con los presupuestos, el 
conte Pido de la demanda y los anexos que deben acompañarse a ésta. 

1. Na uraleza del Medio de Control. 

En eiurcicio del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, 
consatirado en el artículo 138 del C.P.A.C.A., la señora FREDESMINDA SUAREZ 
MOR/ 1 _ES, a través de apoderada judicial, solicita se declare la nulidad parcial de la 
Resol 1-:ión No. 001489 de 23 de febrero de 2015, por medio de la cual el Secretario 
de Edil :ación de Boyacá en nombre y representación de la Nación — Fondo Nacional 
de Prelisciones Sociales del Magisterio, le reconoció y ordenó el pago de una pensión 
vitalicia ie jubilación. 

Como :snsecuencia de la anterior declaración y a título de restablecimiento del 
derecho solicita se condene a la Nación — Ministerio de Educación — Fondo Nacional 
de Prest.lciones Sociales del Magisterio a reconocerle y pagarle la pensión mensual 
vitalicia (le jubilación, a partir del 14 de octubre de 2014, en cuantía equivalente al 
75% del promedio de los salarios, sobresueldos, primas y demás factores salariales 
devengados durante los 12 meses anteriores al momento en que adquirió el status 
jurídico d€ pensionada. Que del valor reconocido se descuente lo que cancelado en 
virtud de Resolución No.001489 de 2015. Se ordene a la demandada a que sobre 
el monto .1 icial de la pensión reconocida, aplique los reajuste de ley para cada año; 
así como el pago de las mesadas atrasadas, desde el momento de la consolidación 
del derecho hasta la inclusión en la nómina de pensionada, y que el pago del 
incremento Jecretado se siga realizando en las mesadas futuras como reparación 
integral del daño. Se ordene a la entidad reconocer y pagar los ajustes de valor a que 
haya lugar con motivo de la disminución del poder adquisitivo de cada una de las 
diferencias en las mesadas pensionales, tomando como base la variación del IPC. Se 
ordene el reconocimiento y pago de intereses moratorios, y se condene en costas a 
la entidad demandada de conformidad con lo previsto en el artículo 188 del C.P.A.C.A. 

En atención a lo anterior, tenemos que para el caso concreto se trata de un acto 
administrativo de carácter particular y concreto que define una situación jurídica 
respecto de la demandante, lesionando un derecho que se considera amparado en 
una norma jurídica. 
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2. De la conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad. 

Establece el artículo 161 del C.P.A.C.A. sobre los requisitos ele procedibilidad de la 
demanda lo siguiente: 

"ARTICULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de 
la demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos: 

1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial 
constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen 
pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación directa 
y controversias contractuales..." 

A su vez, el art. 42 A de la Ley 270 de 1996, adicionado por el art. 13 de la Ley 1285 
de 2009, dispone: 

ARTICULO 42A. Adicionado por el art. 13. de la Ley 1285 de 2009.  Conciliación 
judicial y extrajudicial en materia contencioso-administrativa. A partir de la vigencia de 
esta ley, cuando los asuntos sean conciliables, siempre constituirá requisito de 
procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código 
Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan, el adelantamiento del 
trámite de la conciliación extrajudicial. 

Observa el Despacho que con la demanda no se allegó la constancia de que trata el 
artículo 2° de la Ley 640 de 2001, con el fin de acreditar el requisito de procedibilidad 
señalado. 

Pese a lo anterior, el Despacho comparte la posición que sobre la exigencia de la 
conciliación prejudicial en materia de pensiones asumió la Subsección "A" de la 
Sección Segunda del Consejo de Estado, quien en providencia de 1° de septiembre 
de 2009, con ponencia del Doctor ALFONSO VARGAS RINCÓN, dentro del proceso 
radicado con el No. 11001-23-15-000-2009-00817-00, decidió la acción de tutela 
interpuesta por el señor ISMAEL ENRIQUE MOLINA GUZMÁN', concediendo el 
amparo al derecho fundamental de acceso a la administración de justicia, para lo cual 
recalcó la importancia frente a la exigencia del requisito de procedibilidad de la 
conciliación extrajudicial, respecto de la cual el juez en materia contencioso 
administrativa debe analizar con cuidado "los derechos ciertos y discutibles" 
susceptibles de conciliación en materia laboral, puesto que la mayoría de ellos son 
irrenunciables e imprescriptibles y para sus destinatarios son fundamentales, como 
sucede con el derecho a la pensión. 

3. Presupuestos del Medio de Control. 

a) De la competencia. 

El numeral 2° del artículo 155 del C.P.A.C.A. dispone que los jueces administrativos 
conocerán en primera instancia de las demandas de nulidad y restablecimiento del 
derecho de carácter laboral, que no provengan de un contrato de trabajo, en los cuales 
se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad, cuando la cuantía no 
exceda de 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

En este caso la demanda fue presentada e! 09 de febrero de 2018 (117), fecha para 
la cual la cuantía máxima en primera instancia es de $39.062.100. La estimada por la 

I La acción de tutela de la referencia fue interpuesta por el señor Ismael Molina contra el Juzgado Administrativo de Ibagué como el Tribunal 
Administratizo del Tollina, por rechazarla demanda al no contar con el requisito previo de la conciliación. El Consejo de Estado consideró que 
los accionados incunieron en violación de los derechos de acceso a la administración de justicia y debido proceso de Ismael Enrique Molina 
motivo por el cual decretó su amparo y se dejó sin electos las providencias cuestonadas. 
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parte actora es de $3.353.109 (fls.12 .14), sin exceder los 50 salarios mínimos legales 
mensuak: s vigentes. 

El numeral 3° del artículo 156 del C.FA.C.A., señala que la competencia territorial 
en los ai untos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral se 
determina rá por el último lugar donde:e prestaron o debieron prestarse los servicios. 
Así pues éste Despacho es competente para conocer del presente proceso pues de 
acuerdo can el Certificado de Historia Laboral obrante a folios 21 a 23 del expediente, 
el último lugar de prestación de servicios de la señora FREDESMINDA SUAREZ 
MORALES es en la Institución Educativa San Marcos del Municipio de Saboya —
Boyacá. 

b) Drt la legitimación para demandar y de la representación judicial. 

Interpone la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho la señora 
FRE: ESMINDA SUAREZ MORALES afectada por la decisión que no le liquida su 
pensión de jubilación con la inclusión de todos los factores salariales qae devengó 
durante el año inmediatamente anterior a la adquisición del status de pensionada 
(fls.2-3). 

Otorga poder debidamente conferido a la Abogada CAROLINA ARIAS NONTOA, 
identricada con cédula de ciudadanía No.1.020.775.965 de Bogotá, y portadora de la 
T.P. No.293.161 del C.S. de la J. (fls.15-17). 

c) Dei agotamiento del Procedimiento Administrativo. 

Revisado el texto, se observa que el acto administrativos acusado, Resolución No. 
001489 de 23 de febrero de 2015 (fls.18-20), expedida por el Secretario de 
Educación de Boyacá en nombre y representación de la Nación — Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, informa que contra esta procedía únicamente el 
recurso de reposición, de carácter no obligatorio razón por la cual la proposición 
jurídica se encuentra completa. 

d) De la caducidad del Medio de Control. 

Sa allega copia de la Resolución No. 001489 de 23 de febrero de 2015, expedida por 
e; Secretario de Educación de Boyacá en nombre y representación de la Nación —
Fardo Nacional de Prestaciones Sociales dei Magisterio (fls.18-20). 

El literal c) del numeral 1° del artículo 164 del C.P.A.C.A., dispone que: 

ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda 
deberá ser presentada: 

1. En cualquier tiempo, cuando: 

c) Se die la contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones 
periódicas. Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a 
particulares de buena fe; (...)" 

Así las cosas, por tratarse el presente caso de un asunto inherente a una prestación 
periódica, según el precitado artículo no opera el fenómeno jurídico de la caducidad 
del medio de control. 

4. Del contenido de la demanda y sus anexos. 

Se cumple en éste caso con lo dispuesto en el articulo 162 del C.P.A.C.A. designación 
de partes y representantes, lo que se demanda, hechos u omisiones que sirven de 
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fundamento del medio de control, fundamentos de derecho, normas violadas y 
concepto de violación así I; )mo la petición de pruebas y estimación razonada de la 
cuantía. 

Así mismo, se observa gel la parte demandante señaló las direcciones físicas y de 
correo electrónico de la 1rYt dad demandada, de la parte actora y de la apoderada del 
demandante. Adicionalmente se anexó al escrito demandatorio copia del acto 
administrativo demandado los documentos relacionados como pruebas en la 
demanda, poder debidame de conferido a la profesional del derecho que suscribe la 
demanda. 

Se considera, por último, iue en virtud de lo señalado en el mensaje de correo 
electrónico enviado el día 7 de mayo de 2013 por la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado a la dilección de correo electrónico de este Despacho que indica 
"SEÑOR DESPACHO JUDIC, AL, SI SU NOTIFICACIÓN FUE REALIZADA POR CORREO 
ELECTRÓNICO NO SERÁ A ECESARIO NOTIFICARLA POR CORREO CERTIFICADO, 
PROCEDERA DE IGUAL FOIIMA SI SU NOTIFICACIÓN ES REALIZADA POR CORREO 
CERTIFICADO EN ESTE C.430 NO SERÁ NECESARIO NOTIFICARLO POR CORREO 
ELECTRÓNICO"  este Desp cho dispondrá, ajustándose a los principios de economía 
y eficiencia que rigen los :ostulados del Derecho Procesal, notificar a la Agencia 
Nacional de Defensa Jurídi del Estado por correo electrónico sin que se considere 
necesario enviarle por corre: certificado la copia del traslado de la presente demanda. 

Así las cosas y en virtud de lo anteriormente establecido, este Despacho 

RESUELVE: 

Por reunir los requisitos legales, ADMITIR la demanda de NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, instaurada mediante apoderada constituida 
al efecto por la señora FREDESMINDA SUAREZ MORALES en contra de la NACIÓN 
— MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL — FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES 'DEL MAGISTERIO. 

En consecuencia se dispone: 

Tramitar por el procedimiento previsto para el proceso ordinario de primera 
instancia, conforme a lo dispuesto en el numeral 2° del artículo 155 del C.P.A.C.A. 

Notificar personalmente el contenido de esta providencia a la NACIÓN —
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL — FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, conforme lo prevén los artículos 
197 y 199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 612 del C.G.P. 

Notificar personalmente el contenido de esta providencia a LA AGENCIA NACIONAL 
DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO, conforme lo prevén los artículos 197 y 199 
del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 612 del C.G.P. 

Notificar por estado electrónico a la DEMANDANTE conforme lo prevén los artículos 
171 y 201 del C.P.A.C.A. 

Notificar personalmente a la DELEGADA DEL MINISTERIO PÚBLICO ante este 
Despacho, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones 
judiciales a que se refiere los artículos 197 y 199 del C.P.A.C.A., modificado por el 
articulo 612 del C.G.P. 

Fijar la suma de SIETE MIL QUINIENTOS PESOS M/CTE ($7.500) para los gastos 
de envio de que trata el inciso 4° del artículo 199 del C.P.A.C.A. modificado por el 
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artículo 612 del C.G.P. que deberá ser consignada por la parte demandante en la 
cuenta No. 4-1503-0-21056-0, convenio 13225 del BANCO AGRARIO, PARA 
GASTO3 PROCESALES DEL JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO DE 
ORALICAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE TUNJA y acreditando su pago en la 
Secreta la del Juzgado dentro de los cinco (05) días siguientes a la notificación por 
estado de esta providencia, so pena de dar aplicación al artículo 178 del C.P.A.C.A. 

Notifica io el demandado, córrase traslado por el término legal de treinta (30) días, 
para que la entidad demandada pueda contestar la demanda, proponer excepciones, 
solicitar la práctica de pruebas, llamar en garantía, y en su caso, presentar demanda 
de reconvención (Art. 172 del C.P.A.C.A). 

Adviértase a la demandada que con la contestación de la demanda se deberán 
allegar todas las pruebas que obran en su poder y que pretenda hacer valer en el 
proceso, el expediente administrativo que contenga los antecedentes de la actuación 
objeto del proceso. La inobservancia de estos deberes constituye falta gravísima del 
funcionario encargado del asunto, en los «términos previstos en el artículo 175 del 
C.P.A.CA. 

Reconocer personería jurídica a la Abogada CAROLINA ARIAS NONTOA, 
identificada con cédula de ciudadanía No.1.020.775.965 de Bogotá, y portadora de la 
T.P. No.293.161 del C.S. de la J., para actuar como apoderada judicial de la parte 
demandante, en los términos y para los efectos del respectivo poder conferido (fls.15- 
17). 

Por Secretaría realizar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

Oportunamente vuelva el expediente al Despacho para proveer lo pertinente. 

FABIO H 	O LOPEZ 

W51 

.74zgoa Qteintoltéseinistrativo 
del IY,Tuito Judicial-  de %tuja 

naorincAa6na POR ESVAbO ELEcmónicco 

El anterior auto se notificó por Estado Eitel relnico Nro.10 de hay 2 de 
marzo de 2018, s-endo los MO A.M. 

C..-..)A, 

YUI1ETH YURANY NUÑEZ BOHORQUEZ 
S1111111111 1121;11111 1111X711 SIIIIINNITC11 \ O 



Juzgada Quinto Administrativo Oral 
del Circuito yuca-raí 'Unja 

NOTTFICACIÓN POR ESTADO ELECTRÓNICO 

El anterior auto se notificó por Estado Electrónico Nro.10 de hoy 2 de 
marzo de 2018. siendo las 800 A.M. 

vvtaErm VURANY nxiÑez BOHORQUEZ 
.11:1 ',1.1.1■11 
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (1) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

REFERENCIA: 	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: 	JOSÉ MIGUEL PINZÓN ÁVILA 
DEMANDADO: 	UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL 
—UGPP- 

RADICADO: 	15001 3333 005 201600104 00 

Obedézcase y cúmplase lo ordenado por el Tribunal Administrativo de Boyacá —Sala de 
Decisión No.5, mediante providencia de trece (13) de diciembre de dos mil diecisiete (2017) 
(fis.257-270), por medio de la cual confirmó y modificó la sentencia de veintisiete (27) de junio 
de dos mil diecisiete (2017), mediante la cual este Despacho accedió parcialmente a las 
pretensiones de la demanda (fls.171-182). 

Por otra parte, observa el Despacho que a folio 274 del expediente, se allega memorial poder 
otorgado por la Representante Legal de la Asociación Jurídica Especializada S.A.S., al 
Abogado FREDY ALBERTO RUEDA HERNÁNDEZ, identificado con cédula de ciudadanía 
No.7.176.000 de Tunja, y portador de la T.P. No.285.116 del C.S. de la J., para actuar como 
apoderado de la parte demandante dentro del proceso de la referencia. En consecuencia, el 
Despacho le reconoce personería al profesional del derecho para actuar como apoderado 
judicial de la parte demandante en los términos y para los efectos del poder conferido. 

Finalmente, a folio 278 se allega memorial presentado por la apoderada judicial de la entidad 
demandada, por medio del cual solicita se le expida constancia de ejecutoria de los fallos de 
primera y segunda instancia. 

En consecuencia de lo anterior, el Despacho autoriza la expedición de la constancia solicitada 
por la apoderada de la entidad demandada 

Por Secretaría realizar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 



Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

FABIO HUÉ 	O LÓPEZ 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (1) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

REFERENCIA: 	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: 	LUÍS ENRIQUE MARTÍNEZ NEIRA 
DEMANDADO: 	UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 
SOCIAL 

RADICADO: 	15001 3333 005 201700040 00 

Obedézcase y cúmplase lo ordenado por Tribunal Administrativo de Boyacá mediante 
providencia de veintitrés (23) de enero de dos mil dieciocho (2018) (fls.198-203), por medio 
de la cual confirmó el auto del veintiocho (28) de septiembre de dos mil diecisiete (2017), 
mediante el cual este Despacho rechazó el llamamiento en garantía efectuado por la 
apoderada de la entidad demandada. 

Así las cosas, previo a resolver sobre la audiencia inicial, se ordena por Secretaría correr 
traslado de las excepciones propuestas por la apoderada de la entidad demandada, en virtud 
de lo dispuesto en el parágrafo 2° del artículo 175 del C.P.A.C.A. 

Por la Secretaria realizar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 

VVSR 

W "apio Quieto Atheitaistmeive Orille! 
.' 	 Circuito >twist& 4Th19a 

NOTIFICACZON POR ESTADO ELECTROMICO 

El anterior auto se notificó por Estado Electrónico Nro. 10 de hoy 2 de 

marzo de 2018, siendo las B:00 A.M. 

C)/V".  

YULIE111 vuadiNv NUÑEZ BOHORQUEZ 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

  

Tunja, primero (1) de marzo de dos mil diec Dcho (2018) 

REFERENCIA: 	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: ALONSO SANDOVA'. VERA 
DEMANDADO: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

COLPENSIONES- 
RADICADO: 	15001 3333 015 201510018 00 

Ingresa el expediente al Despacho proveniente del Tribunal Administrativo de Boyacá en 
virtud del recurso de apelación presentado por la parte demandante contra la sentencia de 24 
de noviembre de 2016, proferida por el Juzgado Quince Administrativo Oral del Circuito 
Judicial de Tunja. 

Ahora, según lo dispuesto en el Acuerdo No. PCSJA17-10863 del 22 de noviembre de 2017, 
proferido por el Consejo Superior de la Judicatura, el Juzgado Quince Administrativo Oral de 
Tunja fue trasladado transitoriamente al Circuito Judicial Administrativo de Duitama. Así las 
cosas, teniendo en cuenta la redistribución de procesos prevista en el referido acuerdo, este 
Despacho avoca conocimiento del proceso de la referencia, dándole trámite al mismo en el 
estado en que se encuentra. 

En consecuencia, obedézcase y cúmplase lo dispuesto por el Tribunal Administrativo de 
Boyacá en providencia de 01 de diciembre de 2017 (fls.253-254), por medio de la cual aceptó 
el desistimiento del recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de la parte 
demandante contra la sentencia proferida por el Juzgado Quince Administrativo Oral del 
Circuito Judicial de Tunja el día el 24 de noviembre de 2016. 

Por Secretaría realizar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

!•-- 

FABIO HUÉ NO LÓPEZ 

juregaé (*Otto Ainttieist' mayo Oml 
diteCircaito Imiscialie laya 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO ELECTRONICO 

El anterior auto se notifico por Estado Electrónico Nro. W de hoy 2 de 
marzo de 2018, siendo las B:03 A.M. 

L'Alt.  

VOLIETH YURANY NUÑEZ BOHORQUEZ 
SR-117111II 11,71114IWINTO XIMPOSTRATIVO 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 

DESPACHO 

Tunja, primero (1) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

REFERENCIA: 	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: 	FÉLIX RICARDO CASTELL JIMÉNEZ 
DEMANDADO: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

COLPENSIONES- 
RADICADO: 	15001 3333 005 201700223 00 

En virtud del informe secretarial qua antecede, procede el Despacho a pronunciarse respecto 
de la admisión o rechazo de la demanda, previas las siguientes, 

CONSIDERACIONES 

En ejercicio del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, el señor FELIZ 
RICARDO CASTELL JIMÉNEZ solicita se declare la nulidad de la Resolución No. 
201523547146_5 GNR 66589 de 09 de marzo de 2015, expedida por la Administradora 
Colombiana de Pensiones-Colpensiones, por medio de la cual se le negó la reliquidación y el 
pago de la prestación económica que a título de sustitución pensional viene percibiendo. 
Como consecuencia de la anterior declaración y a título de restablecimiento del derecho, 
solicita se condene a la entidad demandada a reconocer, liquidar y pagar la prestación 
económica devengada por el demandante en sustitución pensional de su esposa, calculando 
el IBL con base en el promedio de lo devengado en vida por la difunta durante el último año 
de servicios, incluyendo todos los factores salariales percibidos durante dicho periodo, en 
aplicación del articulo 1° de la Ley 33 de 1985. Se condene a la demandada a reconocer a 
favor del demandante, el retroactivo generado y no prescrito por las diferencias existentes 
entre lo que se le ha cancelado a título de sustitución pensional y lo que se ha solicitado, 
debidamente reajustada año por año de conformidad con el artículo 14 de la Ley 100 de 1993. 

Por auto de 01 de febrero de 2018 (85.56-57), el Despacho inadmitió la demanda señalándole 
a la parte demandante el defecto que adolecía para que procediera a su corrección. 

Específicamente se señaló lo siguiente: 

"Revisado el texto, el acto administrativos acusado, Resolución No.2015235471465 GNR 
66589 del nueve (09) de marzo de 2015, expedido por la Administradora Colombiana de 
Pensiones-Colpensiones (fis.40-42), se observa que en su artículo segundo dispuso la 
procedencia de los recursos de reposición yic apelación, los cuales se debían interponer dentro 
de los diez (10) días siguientes a la notificación del acto administrativo. 

( ..) Revisado el plenario, no obra constancia alguna que demuestre la interposición por parte 
de la demandante, del recurso de apelación procedente contra la Resolución 
No. 201523547146 5 GNR 66589 del nueve (09) de marzo de 2015, requisito obligatorio e 
indispensable para acceder a la Jurisdicción Contenciosa Administrativa conforme al artículo 
76 del C.P.A.CA., por cuanto la proposición jurídica no se encuentra completa. 

En consecuencia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 170 del C.P.A.C.A., el 
Despacho inadmitiró la demanda con el objeto de que la parte demandante acredite la 
interposición del recurso de apelación contra la Resolución No.201523547146 5 GNR 66589 
del nueve (09) de marzo de 2015 D  

Pese a b anterior, la parte demandante no efectuó la corrección pertinente. 



FABIO H 	O LÓPEZ 

REFERENCIA- 	 NULIDAD Y RERSTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE' 	 FÉLIX RICARDO CASTELL JIMÉNEZ 
DEMANDADO. 	 ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES- 
RADICACIÓN 	 15001 3333 005 201700223 00 
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Sobre el particular, el Consejo de Estado' ha sostenido que, la parte demandante debe adoptar 
alguna de las siguientes conductas procesales frente al auto que ordena la corrección de la 
demanda, así: Impugnarlo a través del recurso de reposición, o dar cumplimiento a su parte 
resolutiva corrigiendo los defectos señalados, so pena de su rechazo. 

Como quiera que en el caso concreto no se corrigió la demanda de conformidad con lo 
ordenado en providencia de 01 de febrero de 2018, toda vez que no hubo pronunciamiento 
alguno sobre el defecto advertido, se impone el rechazo de la demanda con arreglo a lo 
previsto en los artículos 169 numeral segundo, y 170 del C.P.A.C.A. 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

RESUELVE: 

PRIMERO: Rechazar la demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada por 
FÉLIX RICARDO CASTELL JIMÉNEZ contra la Administradora Colombiana de Pensiones — 
COLPENSIONES-, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO: Devolver los anexos sin necesidad de desglose. 

TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, archivar el expediente, dejando previamente las 
anotaciones y constancias de rigor. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Juzgado Quinto ildminirtmtivo Oral 

dit'acuito luticiarde Tulla 
NOTIFICACIóN POR ESTACO ELECTIAONICCI 

El anterior auto se Held icó por Estado Electrónico Nro. 10 de hoy 2 de 
marta. de 2018, siendo los 8 CO A M 

CrVc''  

YULIETH YURANY NUÑEZ BoHoRquez 
su11111110 117111111111511111M11/911111111 

' Consejo de Estado, Sala de lo Correncias° Administrativo, Sección Segunda - SubsectiOn "A", Sentencia de 16 de febrero de 2006, C.P. Dr. 
Jaime Moreno García, Radicación ',Aneto: 05001-23-31-000-2004-05173-01(4551-05) 



REPÚBLI A DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL. DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADI IINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
ESPACHO 

   

Tunja, primero (I) de marzo de dos mil diecioc1 r (2018) 

REFERENCIA: 	NULIDAD Y RESTARLE. :IMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: 	IMELDA RODRIGUIEZ %NARRIA Y OTROS 
DEMANDADO: UGPP 
RADICADO No: 	15001 3333 005 201(0ti017 00 

Ingresa el expediente al Despacho previo ',forme secretarial ponif.ndo en conocimiento la 
liquidación de costas realizada por E a cretar ; obrante a folio 309 de' expediente, por la suma 
total a cargo de la parte demandada de se ecientos ochenta y un mil doscientos cuarenta y 
dos pesos ($781.242), correspondientes a lBS agencias en derecho fijadas por el Tribunal 
Administrativo de Boyacá (fls.293). 

Por lo anterior, de conformidad con I ; articule.: 188 de la Ley 1437 clf. 2011 y 366 del Código 
General del Proceso, se aprueba la I quidaci!,n de costas realizadas por Secretaría. 

Se conserva registro del original Je esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Des' ,acho. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

LCTG 

L 

El auto anterior s. 
2018, siendo las 

OZGADO Q01.9ITO ADMINIS~ 	e 
OW 0E TOGA 

NOTIFICACION POR ESTADO 

Office por Estada Ekcireteco No.10 de hoy 02 de marzo de 
1;00 AM. y se publicó en el portal Web de la roma judicial 

C-Y‘  

YULIETH YURANY NUÑEZ BOHORQUEZ 
'Mellen& anon ni PM aleflUellbMil 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DE,. PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Turja, primero (1) de marzo de dos mil dieciocho (:2018) 

REFERENCIA: 	NULIDAD SIMPLE 
DEMANDANTE: 	RONALD FERNANDO GUZMÁN BARAHONA 
DEMANDADO: 	MUNICIPIO DE PUERTO BOYACÁ 
RADICADO: 	 15001 3333 005 201800051 00 

P °cede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda y para ello determinará la 
naturaleza del medio de control interpuesto, si se cumple con los presupuestos, el 
contenido de la demanda y los anexos que deben acompañarla. 

1. Naturaleza del medio de control. 

Hri ejercicio del medio de control de nulidad consagrado en el artículo 137 del 
C.P.A.C.A. el señor RONALD FERNANDO GUZMÁN BARAHONA pretende "la nulidad 
del inciso 2 del artículo 4 del Acuerdo 023 de 29 de diciembre de 2004, por medio del cual 
se modificó el articulo 3 del Acuerdo 052 de 1997, en lo referente a las actividades de 
Extracción, Transformación de Hidrocarburos sus derivados y similares (Código 105) y 
Extracción, Transformación de Gas y sus derivados (Código 107) y el aparte del parágrafo 2 
del articulo 55 del Acuerdo Municipal 023 de 2016, proferidos por el Concejo Municipal de 
Puerto Boyacá normas que han sido señaladas como generadoras del impuesto de industria 
y comercio en el mencionado municipio." (f1.1) 

Observa el Despacho que se trata de actos administrativos de carácter general 
pretendiéndose solo la protección de la legalidad abstracta sin que de la lectura 
integral del libelo demandatorio se infiera un restablecimiento automático de derechos. 

Así pues, en el presente caso se pretende la nulidad del inciso 2° del artículo 4° del 
Acuerdo 023 de 29 de diciembre de 2004, y de la palabra "extracción" contenida en el 
parágrafo 2° del artículo 55 del Acuerdo Municipal 023 de 23 de diciembre de 2016, 
proferidos por el Concejo Municipal de Puerto Boyacá, actos de carácter general 
susceptibles de ser atacados por la modalidad de nulidad simple. 

2. Presupuestos de la acción. 

a) De la competencia. 

El numeral 1° del artículo 155 del C.P.A.C.A. dispone que los Jueces Administrativos 
conocen en primera instancia de las demandas de nulidad contra actos administrativos 
proferidos por funcionarios u organismos del orden Distrital y Municipal; razón por la 
cual este Despacho es competente para conocer del presente proceso, teniendo en 
cuenta que los actos administrativos demandados fueron proferidos por el Concejo 
Municipal de Puerto Boyacá. 

El numeral 1° del artículo 156 del C.P.A.C.A., señala que la competencia territorial 
en los asuntos de nulidad simple se determinará por el lugar donde se expidió el acto. 
Así pues, éste Despacho es competente para conocer del presente proceso pues los 
Acuerdos No. 023 del 29 de diciembre de 2004, y No. 023 de 23 de diciembre de 2016, 



fueron exp edidos por el Concejo Municipal de Puerto Bol acá , cuyas sedes son en ese 
mismo municipio. 

b) De la egitimación para demandar y de la representa; ión judicial. 

Interpon a la demanda el señor RONALD FERNANDO GUZMÁN BARAHONA, 
ident fic ido con Cédula de Ciudadanía No.79.948.359 de Pi igotá, y portador de la T.P. 
No.120(42 del C.S. de la J., actuando en nombre propio 5 en ejercicio de la acción 
pública de nulidad simple, de conformidad con lo previs o en el artículo 137 del 
C. P A.0 A. 

c) De la caducidad de la acción. 

Teniendo en cuenta que en el presente caso se trata del medio de control de simple 
nulidac , no existe término de caducidad, ce conformi !ad odn lo dispuesto en el literal 
a) del numeral 1° del artículo 164 del C.P.A.C.A. 

d) ulación tercero interesado. 

El Cornejo de Estado en providencia de' 19 de enero de 2006, da la posibilidad de 
notifican al concejo municipal cuando tiene interés en defensa del acto jurídico 
demandado expedido por ellos, así: 

" .. De la legitimación en la causa de los demande  dos. 

(.. )En relación con EL CONCEJO MUNICIPAL la In( no les ha otorgado personalidad 
jurídica y por ello es que la ENTIDAD TEPRIT01,41 a la que pertenecen —que si tiene 
personalidad- debe ser vinculada en el procaz,  Ahora, una situación especial se 
presenta por cuanto en ese caso se ha de randa do en nulidad un ACUERDO expedido 
por  el Conceio Municipal y de ahí se deriva el interés que tiene esa Corporación 
administrativa en la defensa del acto adrrinist ativo iurídico que expidió' por eso, en 
algunos procesos de corte similar -fuera de notificar al representante legal del municipio-
se ha ordenado notificar o comunicar al Presidente del Concejo Municipal para conozca 
de la situación y pueda tomar algunas medida: 

En el sub-lite al admitir la demanda se ordenó hl notificación de la decisión al Presidente 
del Concejo Municipal y de ahí su limitada intervención en proceso, sin que ello 
signifique reconocerle personalidad jurídica a c ha Corporación administrativa. Ahora, 
dada la impugnación de su acuerdo, en caso de prosperidad, podría tener determinados 
alcances "1  (Subrayado del Despacho) 

Así las cosas, en atención a lo dispuesto en el numeral 3° del artículo 171 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, según el cual, la 
admisión de la demanda debe disponer sobre la notificación de "los sujetos que, según la 
demanda o las actuaciones acusadas, tengan interés directo en el resultado del proceso", y 
teniendo en cuenta que en el presente caso se advierte la existencia de un tercero que 
puede estar interesado en las resultas de esta litis, esto es, el Concejo Municipal de 
Puerto Boyacá, corporación que expidió los actos administrativos cuya nulidad parcial 
se pretende, el Despacho encuentra necesario su vinculación, a quien se le notificará 
de manera personal el presente auto como tercero interesado. 

3. DM contenido de la demanda y sus anexos. 

Se cumple en éste caso con lo dispuesto en el artículo 162 del C.P.A.C.A., designación 
de partes, lo que se demanda, hechos u omisiones que sirven de fundamento del 

'Sentencia Consejo de Estado Sección Segunda. Exp. No. 2002-0548. Actor.' Alvaro Vera Ricaurte. Dda Municipio de lbegué - Concejo 
Municipal- y Corytrabrie Municipal de ?baga& C. P. Dr. Tarcisio Cáceres Toro. 

2 



medio de control, fundamentos de derecho, normas violadas y concepto de violación 
así como la petición de pruebas. 

Adicionalmente se arnxó al escrito demandatorio copia de los actos administrativos 
acusados, los docunv ntos relacionados como pruebas y copia de la demanda para la 
Municipio de Puerto E oyacá y para el archivo del Juzgado. 

Así las cosas y en vil tud de lo anteriormente establecido, este Despacho 

RESUELVE: 

PRIMERO. Admitir la demanda de NULIDAD SIMPLE instaurada por el señor 
RONALD FERNANE O GUZMÁN BARAHONA, identificado con cédula de ciudadanía 
No.79.948.359 de B ígotá, contra el Municipio de Puerto Boyacá. 

SEGUNDO. Tramite.  por el procedimiento previsto para el proceso ordinario de 
primera instancia, conforme a lo dispuesto en el numeral 1° del artículo 155 del 
C.P.A.C.A. 

TERCERO. Notificar liersonalmente el contenido de esta providencia al MUNICIPIO 
DE PUERTO BOYACÁ, conforme lo prevén los artículos 197 a 199 del C.P.A.C.A., 
modificado por el artículo 612 del C.G.P. 

CUARTO. Notificar (Dor estado electrónico al demandante conforme lo prevén los 
artículos 171 y 201 del C.P.A.C.A. 

QUINTO. 	Notificar personalmente a la Delegada del Ministerio Público ante este 
Despacho, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones 
judiciales a que se refiere los artículos 197 y 199 del C.P.A.C.A., modificado por el 
artículo 612 del C.G.P. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 2° del Decreto 4085 de 2011, no se 
ordenará la notificación a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 
teniendo en cuenta que en el presente caso la entidad accionada es de orden 
municipal. 

SEXTO. 	Notificar personalmente el contenido de esta providencia al 
PRESIDENTE DEL CONCEJO MUNICIPAL DE PUERTO BOYACÁ, conforme lo 
prevé el numeral segundo del artículo 197 y 198 del C.P.A.C.A, como tercero 
interesado por tener un interés directo en el proceso. 

SÉPTIMO. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 171 numeral 5° del 
C.P.A.C.A., por Secretaría informar a la comunidad sobre la existencia de este 
proceso a través del sitio web de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 

Notificados los demandados córrasele traslado por el término legal de treinta (30) 
días, para que pueda contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar la práctica 
de pruebas, llamar en garantía, y en su caso, presentar demanda de reconvención 
(Art. 172 del C.P.A.C.A). 

OCTAVO. Advertir a los demandados que con la contestación de la demanda se 
deberán allegar todas las pruebas que obran en su poder y que pretendan hacer valer 
en el proceso, los dictámenes periciales que considere necesarios para oponerse a 
las pretensiones, el expediente administrativo que contenga los antecedentes de la 
actuación objeto del proceso. La inobservancia de estos deberes constituye falta 
gravísima del funcionario encargado del asunto, en los términos previstos en el artículo 
175 del C.P.A.C.A. 

3 



NOTIFÍQUESE Y CCIMF LASE 

DÉCIMO. Requerir a la parte demandante para que en el término de cinco (5) días 
siguientes a la notificación por estado de esta providencia, allegue a este proceso 
copia en físico o traslado de la demanda a efectos de llevar a cabo la notificación al 
Concejo Municipal de Flierto Boyacá y al Ministerio Público (en concordancia con lo 
dispuesto en el artículo 199 del C.P.A.C.A. modificado por el artículo 612 del C.G.P.). 

DECIMOPRIMERO. Por Secretaria realizar los registros pertinentes en el Sistema de 
Información Judicial. 

Se conserva registro de l original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual :e este Despacho. 

FABIO HUÉRF O LÓPEZ 

Juzgado elainteflothiontivo Ond 
of Circuito lotiwid de trIntia 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO ELECTRÓNICO 

El anterior puto se notificó por Estado Electrónico Nro. 10 de hoy 2 de 
morzo de 2018. siendo los 8100 kl& 

9/Itc:'  

YULIETH mur« NUÑEZ BOHORQU6 
ST131174110 DEM 01 1W 111111NaglAITI4O 

4 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (1 í de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

REFERENCIA: 	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTES: 	MARIELA JIMÉNEZ MORA 
DEMANDADO: 	NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO — 
FIDUPREVISORA S.A. 

RADICADO: 	 15001 3333 005 201800072 00 

Ingresa el preso ate proceso al Despacho, luego de que por auto de 29 de enero de 
2018 (f1.30) el T ibunal Administrativo de Boyacá lo remitiera por competencia a los 
Juzgados Admir istrativos de Oralidad del Circuito de Tunja y que por reparto le 
correspondiera s I conocimiento a este Despacho. 

En virtud de lo anterior, este Despacho avoca conocimiento del proceso de la 
referencia y procede a estudiar la admisión de la demanda determinando la naturaleza 
del medio de control interpuesto, si se cumple con los presupuestos, el contenido de 
la demanda y los anexos que deben acompañarse a ésta. 

1. Naturaleza del Medio de Control. 

En ejercicio del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, 
consagrado en el artículo 138 del C.P.A.C.A., por intermedio de apoderado judicial, la 
señora MARIELA JIMÉNEZ MORA solicita se declare la nulidad del acto ficto o 
presunto producto del silencio administrativo negativo, conforme a la petición elevada 
el 18 de abril de 2017, y la nulidad del Oficio No.20170170618011 de 28 de mayo de 
2017, expedido por la Fiduprevisora. Como consecuencia de lo anterior, a título de 
restablecimiento del derecho, solicita se le reconozca y pague la indemnización 
moratoria por el no pago oportuno de la cesantía desde el día hábil 66 contado a partir 
de la presentación de la solicitud de reconocimiento y pago de la cesantía -21 de 
noviembre de 2016, hasta el 1° de febrero de 2017 -fecha de pago de la prestación-, 
a razón de un día de salario por cada día de retardo para un total de 72 días de 
indemnización, tomando como base el salario final acreditado, de conformidad con las 
Leyes 91 de 1989, y 1071 de 2006. 

En atención a lo anterior, tenemos que para el caso concreto se trata de actos 
administrativos que definen una situación jurídica respecto de la demandante, 
lesionando un derecho que se considera amparado en una norma jurídica. 

2. De la conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad. 

El artículo 161 del C.P.A.C.A. establece los requisitos de procedibilidad de la demanda 
de la siguiente manera: 

'ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR La presentación de la 
demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos: 



e ( 
1. Cuando los ast ntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial 
constituirá r equish o de procedibilidad de toda demanda en vue se formulen 
pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho reparación directa 
y controversias contractuales..." 

A su vez, el artículo 42 A de la Ley 270 de 1996, adicionado por el artículo 13 de la 
Ley 1285 de 2009, dispone: 

ARTICULO 12A. Adicionado por el art. 13. de la Ley 1285 de 2C09. Conciliación 
judicial y extr yudicial en materia contencioso-administrativa. A partir de la vigencia de 
esta ley, ca indo los asuntos sean conciliables, siempre constituirá requisito de 
procedibilidac' de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código 
Contencioso )dministrativo o en las normas que lo sustituyan, el adelantamiento del 
trámite de la conciliación extrajudicial. 

A folio 49 del expediente, obra la constancia de que trata el artículo 2° de la Ley 640 
de 2001, expedida por el Procurador 45 Judicial II para Asuntos Administrativos el día 
07 de septiembre de 2017, en la cual se indica que la conciliación celebrada, por medio 
de la cual se pretenc ió conciliar el asunto sobre el cual versa la presente controversia, 
fue declarada fallida ante la imposibilidad de llegar a un acuerdo por no existir ánimo 
conciliatorio entre las partes. 

3. Presupuestos del Medio de Control. 

a) De la competencia. 

El numeral 2° del artículo 155 del C.P.A.C.A. dispone que los jueces administrativos 
conozcan en primera instancia de las demandas de nulidad y restablecimiento del 
derecho de carácter laboral, que no provengan de un contrato de trabajo, en los cuales 
se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad, cuando la cuantía no 
exceda de 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

En este caso la demanda The presentada el 25 de septiembre de 2017 (f1.27), fecha 
para la cual la cuantía máxima en primera instancia era de $36.885.850. La estimada 
por la demandante es de $7.488.806 (f1.7), es decir, sin exceder los 50 salarios 
mínimos legales mensuales vigentes. 

El numeral 3° del artículo 156 del C.P.A.C.A., señala que la competencia territorial 
en los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral se 
determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios. 
Así pues, éste Despacho es competente para conocer del presente proceso pues de 
acuerdo con el Certificado de Historia Laboral obrante a folios 42 a 44 del expediente, 
el último lugar de prestación de servicios de la señora MARIELA JIMÉNEZ MORA es 
en la Institución Educativa Técnica Jaime Campos Jácome del Municipio de Macanal 
— Boyacá. 

b) De la legitimación para demandar y de la representación judicial. 

Interpone la demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho la señora MARIELA 
JIMÉNEZ MORA afectada por los actos derivados de la solicitud de reconocimiento y 
pago de Sanción Moratoria por pago tardío de la Cesantía (fls.4-5). 

Otorga poder debidamente conferido al Abogado SERGIO MANZANO MACÍAS, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 79.980.855 de Bogotá, y portador de la T.P. 
No. 141.305 del C.S. de la J. (f1.1) 
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c) Del agotamiento del Procedimiento Administrativo. 

En el presente caso, uno de los actos acusados, es un acto administrativo ficto o 
presunto derivado de la solicitud de reconocimiento y pago de la sanción moratoria 
por pago tardío de las cesantías. Por otra parte, se demanda la nulidad del Oficio 
No.20170170618011 de 28 de mayo de 2017, expedido por la Fiduprevisora S.A. 
(fls.46-47), el cual no informó la procedencia de recursos en su contra. Por lo anterior, 
el Despacho considera que la proposición jurídica se encuentra completa. 

d) De la caducidad del Medio de Control. 

Teniendo en cuenta el literal c) del numeral 1 del artículo 164 del C.P.A.C.A., dispone 
que: 

`ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda 
deberá ser presentada: 

1. En cualquier tiempo, cuando: 

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo;..." 

Así las cosas, en el presente caso por tratarse de un acto ficto o presunto negativo 
derivado de la solicitud de reconocimiento y pago de la sanción moratoria por pago 
tardío de las cesantías no opera el fenómeno jurídico de la caducidad de la acción. 

4. Del contenido de la demanda y sus anexos. 

Se cumple en éste caso ccin lo dispuesto en el artículo 162 del C.P.A.C.A: designación 
de partes y representantes, lo que se demanda, hechos u omisiones que sirven de 
fundamento del medio de control, fundamentos de derecho, normas violadas y 
concepto de violación así como la petición de pruebas y estimación razonada de la 
cuantía. 

Así mismo, se observa que la parte demandante señaló las direcciones físicas y de 
correo electrónico de las entidades demandadas, de la parte actora, y del apoderado 
de la demandante. 

Adicionalmente se anexó al escrito demandatorio los documentos relacionados como 
pruebas en la demanda, poderes debidamente conferidos al profesional del derecho 
que suscribe la demanda y copias de la demanda y de la subsanación para el traslado 
a la entidad demandada, al Ministerio Público (en concordancia con lo dispuesto en el 
artículo 199 del C.P.A.C.A. modificado por el artículo 612 del C.G.P.) y para el archivo 
del Juzgado. 

Se considera, por último, que en virtud de lo señalado en el mensaje de correo 
electrónico enviado el día 17 de mayo de 2013 por la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado a la dirección de correo electrónico de este Despacho que indica 
"SEÑOR DESPACHO JUDICIAL, SI SU NOTIFICACIÓN FUE REALIZADA POR CORREO 
ELECTRÓNICO NO SERÁ NECESARIO NOTIFICARLA POR CORREO CERTIFICADO  
PROCEDERÁ DE IGUAL FORMA SI SU NOTIFICACION ES REALIZADA POR CORREO 
CERTIFICADO EN ESTE CASO NO SERA NECESARIO NOTIFICARLO POR CORREO 
ELECTRÓNICO"  este Despacho dispondrá, ajustándose a los principios de economía 
y eficiencia que rigen los postulados del Derecho Procesal, notificar a la Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica del Estado por correo electrónico sin que se considere 
necesario enviarle por correo certificado la copia del traslado de la presente demanda. 

Así las cosas y en virtud de lo anteriormente establecido, este despacho 
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RESUELVE 

PRIMERO. Por reunir los requisitos legales ADMITIR la demanda de NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO in& aurada mediante apoderado constituido 
al efecto por la señora MARIELA JIMÉNEZ 1150RA contra la NACIÓN - MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN - FONDO NACION/ L )E PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO, y la FIDUPREVISORA S. 

SEGUNDO. Tramitar por el procedimie,r: ) previsto para el proceso ordinario de 
primera instancia, conforme a lo dispuse to en el numeral 2° del artículo 155 del 
C.P.A.C.A. 

TERCERO. Notificar personalmente .i contenido de esta providencia al 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO, conforme lo prevén los arta ilos 197 y 199 del C.P.A.C.A., modificado 
por el artículo 612 del C.G.P. 

CUARTO. Notificar personalmente e contenido de esta providencia a la 
FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. —FIDU REVISORA S.A.-, conforme lo prevén los 
artículos 197 y 199 del C.P.A.C.A., modifica lo por el artículo 612 del C.G.P. 

QUINTO. 	Notificar personalmente el contenido de esta providencia a LA 
AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO, conforme lo prevén 
los artículos 197 y 199 del C.P.A.C.A., modi 'loado por el artículo 612 del C.G.P. 

SEXTO. 	Notificar por estado electrónico a la parte DEMANDANTE conforme lo 
prevén los artículos 171 y 201 del C.P.A.C./.. 

SÉPTIMO. Notificar personalmente a la Delegada del MINISTERIO PÚBLICO ante 
este Despacho, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones 
judiciales a que se refiere los artículos 197 y 199 del C.P.A.C.A., modificado por el 
articulo 612 del C.G.P. 

OCTAVO. Fijar la suma de QUINCE MIL PESOS M/CTE ($15.000) para los gastos 
de envío de que trata el inciso 4° del artículo 199 del C.P.A.C.A. modificado por el 
artículo 612 del C.G.P. que deberá ser consignada por la parte demandante en la 
cuenta No. 4-1503-0-21056-0, convenio 13225 del BANCO AGRARIO, PARA 
GASTOS PROCESALES DEL JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE TUNJA y acreditando su pago en la 
Secretaría del Juzgado dentro de los cinco (05) días siguientes a la notificación por 
estado de esta providencia, so pena de dar aplicación al artículo 178 del C.P.A.C.A. 

Notificado el demandado, córrase traslado por el término legal de treinta (30) días, 
para que la entidad demandada pueda contestar la demanda, proponer excepciones, 
solicitar la práctica de pruebas, llamar en garantía, y en su caso, presentar demanda 
de reconvención (Art. 172 del C.P.A.C.A). 

NOVENO. Adviértase a la demandada que con la contestación de la demanda se 
deberán allegar todas las pruebas que obran en su poder y que pretenda hacer valer 
en el proceso, los dictámenes periciales que considere necesarios para oponerse a 
las pretensiones, el expediente administrativo que contenga los antecedentes de las 
actuaciones objeto del proceso. La inobservancia de estos deberes constituye falta 
gravísima del funcionario encargado del asunto, en los términos previstos en el artículo 
175 del C.P.A.C.A. 

DÉCIMO. Reconocer personería al Abogado SERGIO MANZANO MAGIAS, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 79.980.855 de Bogotá, y portador de la T.P. 
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

No. 141.305 del C.S. de la J., para actuar como apoderado judicial de la parte 
demandante, en los términos y para 1 )s efectos de los respectivos poderes a ella 
conferidos (f1.1). 

UNDÉCIMO. Por Secretaría realiza • los registros pertinentes en el Sistema de 
Información Judicial. 

Se conserva registro del original de es o providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despac • D. 

Oportunamente vuelva el expediente al iesi acho para proveer lo pertinente. 

i:ABIO 	NO LÓPEZ 

WSI 

Jugado Qa, ?eta darr 	ra 
dettirtrito Jaral-id-é Tuaja 

NOTIFICACION POC! :STADO ELECIIK51dCO 

El en criar cuto se notified por E-  todo Electrónico Nro. W de hoy 2 de 
more de 2018, siendo las 8:0^ A M. 

YULLETH YURAM NUÑEZ BOHORQUEZ 
9111E718ln fir0;01' 	1111!1V111.11111INISM41110 



NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

FABIO HUÉRFAN ÓPEZ 

J 
ANA 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 

DESPACHO 

   

Tunja, primero (01) de marzo de dos mil dieciocho (2018). 

REFERENCIA: 	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: PIEDAD TORRES BARRERA 
DEMANDADO: 	UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL 
RADICADO No: 	15001-3333-005-2016-00091 00 

Obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Honorable Tribunal Administrativo de Boyacá —
Sala de Decisión No.5 mediante providencia del 13 de diciembre de 2017 (folio 307 y ss.) 
por medio de la cual confirma y se modifican los numerales segundo, tercero, cuarto y 
noveno de la parte resolutiva de la sentencia del 2 de junio de 2017 proferida por este 
Juzgado mediante la cual el Despacho accedió parcialmente a las pretensiones de la 
demanda (tb. 217 y ss.). 

Así mismo, el despacho observa a folio 323 del expediente, memorial por medio del cual la 
apoderada de la parte demandada, solicita le sea expedida constancia de ejecutoria de los 
fallos de primera y segunda instancia, solicitud con la que allega recibo de pago de las 
expensas conforme se establece en el Acuerdo PSAA16 —10458 del 12 de febrero de 2016. 

En virtud de lo anterior, este despacho dispone: 

Primero. Se autoriza la expedición de los siguientes documentos: constancia de ejecutoria 
de los fallos de primera y segunda instancia del 2 de junio de 2017 y 13 de diciembre de 
2017, respectivamente. 

Por Secretaría realizar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial Siglo 
XXI. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

.711Z01410 	19(21PNISIIRAEPV0 atia DE 
TUnt 

NOTIFICACtáN POR ESTADO 
El auto enterar se notifico por Estado Electrfinico No. 10de hoy 2 de marzo de 2018 

siendo las 8:00 A.M. y se publicó en el portal Web de k rama Judicial 

YULIETH YVRANY NUÑEZ BOWSRQUEZ 
SESSETISIA JUMADO QtINI 	41MINISEIA11111 



,r.:•••■•Z !r- 
Consejo St■ brear 
de ta Jade. rana 

Rppú6tica de Cob, 'nula 
Rama Judicial def Poil;ir Público 

luz"; /ufo Quinto Administrativo Oral dif Circuito JudiciaC de 7Unja 

Tunja, prir rsro (01) de i iarzo del dos mil dieciocho (2018) 

MEDIO DI .  CONTROL: 
DEMANDÉ1NTE: 
DEMANDi DO: 

RADICADO: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIEN".' DEL DERECHO 
MANUEL GEOVANNI MEDINA GOMEZ 
CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL- 
CASUR 
15001-3333-005-2017-0023 1 -00 

Previo escr t, de siñsanación de la demanda (f1.41) e informe secretarial (f1.43), procede el 
despacho a estudiar la admisión de la demanda y para ella determinará la naturaleza del medio 
de control it l'erpuesio, si se cumple con los presupuestos, el contenido de la demanda y los 
anexos que : eben acompañarla. 

En ejercicic del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, 
consagrado i m el artículo 138 del C.P.A.C.A. por intermixlio de apoderado judicial, MANUEL 
GEOVANNI MEDINA GOMEZ solicitó que se declare la nulidad del siguiente acto administrativo: 

Oficie No. E-01524-201714891-CASUR del 13 de j dio de 2017, suscrita por la Jefe de la 
Oficir r Juridica de Caja De Sueldos de Retiro Ce la Policia Nacional, que niega la 
reliqu 'ación y reajuste de la asignación de retiro del demandante 

Respecto del Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho de carácter laboral, el 
numeral 3° de artículo 156 del C.P.A.C.A. dispone que la competencia territorial está determinada 
por el último 1 i lar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios'. 

De acuerdo ci m los narrado en la subsanación de la demanda, encuentra el Despacho que el 
apoderado be o gravedad de juramento expresa, que el demandante laboró en la Escuela de 
Postgrados dr !a Policía Nacional "Miguel Antonio Lleras Pizarro" en la ciudad de Bogotá (f1.39) 
que de confci nidad con el artículo 1° numera 14 del Acuerdo No. PSAA06-3321 de 2006, 
proferido por la Sala Administrativa del Consejo I. t perior de la Judicatura, corresponde al Circuito 
Judicial Admiri ;trativo de Bogotá razón por la cual el presente proceso deberá ser remitido para 
su conocimiena,  a los Juzgados Administrativos (Reparto) de dicha localidad. 

En este orden de ideas, se dispone de manera inmediata y por conducto de la Oficina de 
Servicios, la re misión de las presentes diligencias a los Juzgados Administrativos de Bogotá 
(Reparto). 

En mérito de lo exp Jesto, el Despacho, 

RESUELVE: 

PRIMERO. ABSTENERSE de evocar el conocimiento del proceso de la referencia. 

SEGUNDO. Por conducto de la Oficina de Servicios de los Juzgados Administrativos del Circuito 
Judicial de Tunja, remitir de manera inmediata el expediente, en el estado en que se encuentra, 
a los Juzgados Administrativos de Bogotá (Reparto) para lo de su competencia, dejando las 
constancias y anotaciones de rigor 

"ARTICULO 156 COMPETENCIA POR RAZÓN DEL TERRITORIO. Para la determinación de la competencia per razón del territorio se 
observarán las siguientes reglas: 
3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de caránterlaboral se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse 
los servicios.  



NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DEN 
DEMANDANTE: MANUEL GEOVANN, MEDINA GOMEZ 
DEMANDADO: CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA HA I .NAL-CASUR 
RADICADO: 75001-3333-005.2017-00231-00 

Se conserva registro del original di esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despact : 

FABIO I1UÉ 	LÓPEZ 

"zagala QtlintoAtiaireirtrativo Onuf 
del Circuito Jwficiank Taja 

POR ESTADO EIECTROICCO 

se notificó por Estado Electrónico Nro. 10 de hoy 02 de 
siendo las 8:00 A M. 

(-)A1'  

NOTWxCaCRÍN 

El anterior acto 
marzo de 2018. 

YULIETH YURANY NUÑEZ BOHORQUEZ 
11111112111121.1N111bINTfl 4PMIN12111111-11 

JOM 
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

FABIO HUÉRFA 
JUE 

EZ 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (1) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

REFERENCIA: 	ACCIÓN POPULAR 
DEMANDANTE: 	EMMA ÁVILA GARAVITO 
DEMANDADO: 	MUNICIPIO DE OICATA 
RADICADO: 	15001 3333 005 201700201 00 

Cumplido el traslado para la contestación de la demanda, por Secretaría cítese a las partes, 
a la Delegada del Ministerio Público y al señor Defensor del Pueblo para llevar cabo audiencia 
de pacto de cumplimiento. Para tal efecto se fija el próximo miércoles 21 de marzo de 2018, 
a las dos de la tarde (2:00 p.m.), en la Sala de Audiencia B1-2. 

Por la Secretaria realizar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

latzgato Qua« o fidisinistrativo Orad 
Orcuito ituficiar 4 Tulla 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO ELECTRÓNUCO 

El anterior auto se notificó por Estado Electrónico Nre tú de hoy 2 de 
marzo de 2018, siendo los 8'.X A.M. 

C. 

vuurril YUPANY MAEZ BOIORQUEZ 
SIBITI1111111d1,1111 0111410 IIIIII \ MUR» 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (1) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

REFERENCIA: 	REPARACIÓN DIRECTA 
DEMANDANTE: 	EDISON DIOMEDES RICO MORA y Otros 

ARNULFO MONTOYA y Otros 
DEMANDADO: 	NACIÓN — MINISTERIO DE DEFENSA — EJÉRCITO NACIONAL 
RADICADOS: 	15001 3333 005 201600119 00 

15001 3333 009 201700015 00 (ACUMULADO) 

En virtud del informe secretaria' que antecede, procede el Despacho a pronunciarse sobre la 
imposición de la multa al Abogado Luís Carlos José Peña Rodríguez, en su calidad de 
apoderada judicial de la parte demandante, por inasistencia a la audiencia inicial llevada a 
cabo el día 14 de febrero de 2018, dentro del proceso de la referencia. 

Mediante provider cia de 18 de enero de 2018 (0.358), notificada por estado No. 1 del 19 de 
enero de la misma anualidad, se señaló el día 14 de febrero de 2018, a las nueve de la mañana 
(9:00 a.m.) para la realización de la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

Como se desprende del acta de la audiencia inicial, vista a folios 346 a 349 del expediente, el 
apoderado judicial de la parte actora no asistió a la misma. 

Frente a la inasistencia de los apoderados de las partes a la audiencia inicial, el articulo 180 
del C.P.A.C.A., establece lo siguiente: 

"2. Intervinientes. Todos los apoderados deberán concurrir obligatoriamente. También 
podrán asistir las partes, los terceros y el Ministerio Público. (..) 

3. Aplazamiento. La inasistencia a esta audiencia sólo podrá excusarse mediante prueba 
siquiera sumaria de una justa causa. 

(.. ) El juez podrá admitir aquellas justificaciones que se presenten dentro de los tres (3) días 
siguientes a la realización de la audiencia siempre que se fundamenten en fuerza mayor o caso 
fortuito y solo tendrán el efecto de exonerar de lasconsecuencias pecuniarias adversas que se 
hubieren derivado de la inasistencia. (...) 

4. Consecuencias de la inasistencia. Al apoderado que no concurra a la audiencia sin justa 
causa se le impondrá multa de dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes." 
(Resaltado del Despacho) 

En el expediente no obra justificación alguna presentada por el apoderado de la parte 
demandante, por la inasistencia a la mencionada audiencia. 

En razón a lo anterior, por no haberse presentado la justificación de la inasistencia a la 
audiencia inicial por el apoderado judicial de la parte demandante, dentro del término previsto 
en el numeral 3° del artículo 180 del C.P.A.C.A., se dará aplicación a lo establecido en el 
numeral 4° del referido articulo, y en consecuencia, se impondrá multa de dos (2) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes al apoderado judicial de los accionante, Abogado Luís 
Carlos José Peña Rodríguez. 



NO" '1FiQUESE Y CÚMPLASE 

FABIO HUÉRF LÓPEZ 

REI ERENCIA:  
DEMANDANTE 

DEMANDADO:  
IR/ >LADOS. 

REPARACIÓN DIRECTA 
ED ISDN DIOMEDES RICO MO1 y O os 
ARNULFO MONTOYA y Otra, 
NACIÓN - MINISTERIO DE DEF 1-,31- EJÉRCITO NACIONAL 

15001 3333 005 201600119 00 
15001 3333 009 201700015 00 (A l'UL400) 

it43 

La multa, de conformidad con lo establecido en el artículo 1° del Acuerdo No. 1117 de 28 de 
febrero de 2001', será cancelada a favor du la Nación, dentro de un término de cinco (5) días 
contados a partir de la ejecutoria de la preE ente providencia. 

En consecuencia de lo anterior el Despac• o 

ilSPONE: 

MPONER al apoderado judicial de la pene demandante, Abogado Luís Carlos José Peña 
I todríguez, identificado con cédula de ciudadanía No.1.033.771 de San Miguel - Boyacá, y 
p ortador de la T.P. No.5.743 del Consejo Superior de la Judicatura, multa equivalente a dos 
(1)2) salarios mínimos legales mensuales Agentes, conforme lo establecido por el numeral 4° 
ce' artículo 180 del C.P.A.C.A. 

E I sancionado puede ser notificado a travr :s del correo electrónico luisfranprO1Ohotmail.com  
o en Carrera 8* No.23-09, Oficina 803 Ed ficio Cámara de Comercio Pereira - Risaralda. 

LE anterior suma deberá ser consignad.] a órdenes de la Nación en la cuenta del Banco 
krario No. 3-082-00-00640-8 denominatia Multas y Rendimientos, dentro de un término de 
cir co (05) días contados a partir de la eje ::utoria de esta providencia, término dentro del cual 
el sancionado deberá allegar el respective comprobante de pago. 

Por Secretaría realizar los registros pertinuntes en el Sistema de Información Judicial. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 

Isseaultinto ilálaistativo Ord 
M'antro >Mofé 71trija 

NOTIPICACIóN POR ESTACO ELECTRÓNICO 

El anterior nato se notificó por Estado Electrónico Nro.10 de hoy 2 de 
marzo de 2018, siendo las 800 AJA 

YULIETH YURANV NUit BOHORQUIa 
SIIRM111111/10111111:INTO MINIMSIlleMli 

' ACUERDO No. 1117 DE 2001 (Febrero 28)"Por el cual se reglamenta el recaudo por multas y cauciones prendarias consignadas a Órdenes 
de los Despachos Judiciales." ARTICULO PRIMERO.- Las multas que impongan las autoridades judiciales con base en el Código Penal. el 
Código de Procedimiento CMI y disposiciones complementarias, serán canceladas a ordenes de la Nación en la cuenta del Banco Popular 
No050-00118-9, denominada DIN - multas y cauciones - Consejo Superior de la Judicatura, código renfistico 5011-02-03. dentro del plazo 
fijado por el funcionarioque las impuso. 

NISR 



FABIO HUÉRFA 	EZ 
JUE 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

256 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Tunja, primero (1) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

REFERENCIA: 	REPETICIÓN 
DEMANDANTE: DEPARTAMENTO DE BOYACÁ 
DEMANDADO: 	LUÍS ALEJANDRO MALDONADO MUÑOZ y Otros 
RADICACIÓN: 	15001 3333 006 201600025 00 

Ingresa el expediente al Despacho con informe secretarial por medio del cual se informa que 
con ocasión al cierre extraordinario de términos autorizado por el Consejo Seccional de la 
Judicatura de Boyacá y Casanare, la continuación de la audiencia inicial programada para el 
día 20 de febrero de 2018, no pudo llevarse a cabo, razón por la cual es necesario fijar nueva 
fecha para realizarla. 

En virtud de lo anterior se señala el próximo miércoles veintiuno (21) de marzo de 2018, a 
las tres de la tarde (3:00 p.m.) como nueva fecha para la llevar a cabo la audiencia prevista 
en el artículo 180 del C.P.A.C.A., la cual se llevará a cabo en la Sala de Audiencias B1-2. 

Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho 

Juzgado Quintoitiministrativo OS 
deltircuitoiudinea Tunja 

NOTTFICACtóN pcia ESTADO ELECIINMICO 

El anterior auto se notificó por Estado Electrónica Nro. 10 de hoy 2 de 
marzo de 2018, siendo las 8.00 A.M. 
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